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1. Introducción
El último día del año 2020 se publicó junto con la Ley de Presupuestos Generales del Estado, como si de 
un tándem se tratara, el Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas 
urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recupera-
ción, Transformación y Resiliencia, comúnmente conocido como Real Decreto-ley de Fondos Europeos de 
Recuperación. 

Podemos considerarlo como una puerta a la esperanza ante la dura crisis sanitaria que sigue cebán-
dose sin piedad en los individuos, en las empresas, en las instituciones, en todo lo que configura nuestra 
sociedad.

El Consejo Europeo, consciente de la necesidad de un esfuerzo sin precedentes y de fijar un planteamien-
to impulsor de la convergencia, la resiliencia y la transformación en la Unión Europea, acordó la adopción 
de medidas de gran alcance que nos permitirán la puesta en marcha de un Instrumento de Recuperación 
para reparar los daños y salir reforzados de la crisis, adoptar medidas para impulsar la inversión privada 
y apoyar a empresas en dificultades, así como reforzar programas en los que extraer las enseñanzas de la 
crisis, lograr que el mercado único sea más fuerte y resiliente, además de acelerar la transición ecológica 
y digital. 

La envergadura de los nuevos retos y el marco temporal para lograrlos exigen una Administración res-
ponsable, eficaz, moderna, ágil y eficiente que potencie la colaboración público-privada. Como país, no 
podemos permitirnos que ni un solo euro de los Fondos que nos han sido asignados no sea utilizado para 
conseguir los grandes objetivos marcados. 

Desde Thomson Reuters, ofrecemos en este dossier documentación de gran utilidad para poder cono-
cer las líneas maestras y directrices que van a informar el cambio pretendido y la superación de los efectos 
devastadores de la crisis sanitaria. Contamos además con las aportaciones de José María Gimeno Feliu e 
Íñigo Sanz Rubiales, con las que poder identificar las principales novedades en dos de los aspectos más 
relevantes del nuevo Real Decreto-ley: la colaboración público-privada a través de la contratación pública 
y las nuevas medidas ecológicas y medioambientales, respectivamente. 

Finalmente, en una tabla comparativa, se podrán observar las modificaciones legislativas sufridas por 
las normas directamente relacionadas con estas materias. 
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RD-ley de Fondos Europeos de Recuperación: 
punto de inflexión para la modernización  
jurídico-institucional
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Digitaliza el área legal
de la Administración Pública.
Multiplica tus recursos
con Aranzadi Fusión Instituciones

Tecnología & Productividad 
Mucho más que un software jurídico, 
un ecosistema legal que reúne todo 
lo que necesitan las áreas legales 
de nuestras instituciones para ganar 
productividad y agilidad.

Seguridad & 100% Nube
Garantizamos tu seguridad con el 
ENS. Tecnología 100% en la nube,  
de fácil acceso y uso sencillo.  
El teletrabajo es una realidad.

Interoperabilidad
Aranzadi Fusión Instituciones 
dispone de una API que facilita la 
interoperabilidad con el resto de 
sistemas de la administracion.

Solución digital que integra software e información jurídica para una gestión completa de los asuntos y 
tareas del area jurídica, aportando la calidad y la seguridad exigida en las Administraciones Públicas.

https://www.thomsonreuters.es/es/productos-servicios/aranzadi-fusion-instituciones.html?utm_source=dossier_GOB&utm_campaign=G64&utm_medium=referral&utm_term=AFI&utm_content=Dossier_Fondos_europeos
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Reconstrucción de Europa post Covid-19:  
más ecológica, digital y resiliente

PRESUPUESTO A 
LARGO PLAZO DE 
LA UNIÓN EUROPEA 
Marco financiero plurianual 
(MFP) 2021-2027

FONDOS NEXT 
GENERATION EU
Instrumento Europeo 
de Recuperación
(2021-2026) +

TRES PILARES

Adopción de 
instrumentos 
para apoyar los 
esfuerzos de los 
Estados miembros 
por recuperarse, 
reparar los daños 
y salir reforzados 
de la crisis

Adopción de 
medidas para 
impulsar la 
inversión privada 
y apoyar a las 
empresas en 
dificultades 

Refuerzo de 
los programas 
clave de la Unión 
Europea para 
que el mercado 
único sea más 
fuerte y resiliente 
y acelerar la 
doble transición 
ecológica y digital

ESPAÑA:  
140.000 mill €
En forma de 
transferencias y 
préstamos. Se 
pretende invertir 
72.000 mill en 
los próximos tres 
ejercicios (2021-
2023) a través de 
subvenciones de:

·  Mecanismo para 
la Recuperación 
y la Resiliencia y

·  Programa 
REACT-EU.

SE TRATA DE UN PRESUPUESTO PARA HACER FRENTE 
A LAS REALIDADES ACTUALES Y A LAS INCERTIDUMBRES DEL FUTURO
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Asignaciones totales de los fondos

Acuerdo de 10 de noviembre de 2020 entre Parlamento Europeo  
y los países de la UE en el Consejo

MFP Next Generation EU Total

1.  Mercado único, innovación y economía 
digital 132.800 millones € 10.600 millones € 143.400 millones €

2. Cohesión, resiliencia y valores 377.800 millones € 721.900 millones € 1.099.700 millones €

3.  Recursos naturales y medio ambiente 356.400 millones € 17.500 millones € 373.900 millones €

4.  Migración y gestión de las fronteras 22.700 millones € - 22.700 millones €

5. Seguridad y defensa 13.200 millones € - 13.200 millones €

6. Vecindad y el mundo 98.400 millones € - 98.400 millones €

7.  Administración pública europea 73.100 millones € - 73.100 millones €

TOTAL MFP 1.074.300 millones € 750.000 millones € 1.824.300 millones €

*Todos los importes en miles de millones de euros a precios constantes de 2018. Fuente: Comisión Europea
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Recuperación ecológica, digital, inclusiva y social

•  Simplificar los procedimientos de gestión y modernizar los procedimientos de ejecución presupuestaria
•  Flexibilizar los mecanismos de planificación, para un adecuado seguimiento y fiscalización.
•  Realizar proyectos de interés europeo. 
•   Favorecer la colaboración público-privada en el ámbito de la ejecución de las políticas públicas.

Transición hacia una  
Economía y Sociedad: 
·  Climáticamente neutras, 

sostenibles y circulares. Con 
energías renovables

·  Tecnologías limpias. Transporte 
sostenible, accesible e 
inteligente. Ampliación del 
transporte público.

·  Eficiente con el uso de recursos.

Despliegue de la Agenda 
España Digital 2025: 
·  Conectividad y ciberseguridad
·  Digitalización de la 

Administración y de los servicios 
públicos. 

·  Banda ancha en todas las 
regiones y hogares.

·  Innovación en la Inteligencia 
Artificial.

·  Aumento de capacidades 
industriales europeas en materia 
de datos en la nube y desarrollo 
de procesadores.

Impulso de: 
·  Educación y FP. Reciclaje 

y perfeccionamiento 
profesionales. Adaptación 
de los sistemas educativos 
en apoyo a competencias 
digitales.

· Ciencia e innovación. 
· Economía de los cuidados.
· Salud pública.

Gestión adecuada en la 
concesión de subvenciones

Agilizar la tramitación 
de los procedimientos de 
contratación pública
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Administración Pública que cuente  
con instrumentos del siglo XXI

Recuperación de la figura de las 
Agencias Estatales como organismo 
público

Tarea realizada por parte de la LPGE 2021.

La magnitud de los riesgos y la necesidad de colaboración público-privada 
justifican esta figura.
Con vocación de permanencia.
Se pondrá en marcha el Registro estatal de entidades interesadas en los Proyectos 
Estratégicos para la Recuperación y Transformación Económica.

Creación de la figura: Proyectos 
Estratégicos para la Recuperación 
y Transformación Económica 
(“PERTE”)

Simplificar procedimientos administrativos, contratación pública, convenios 
administrativos, subvenciones y técnicas de colaboración público-privada.
Todos los fondos percibidos en el marco del plan de recuperación: aplicación de la 
tramitación urgente.
Respeto de los principios informadores: concurrencia, igualdad de trato, 
transparencia, eficiencia.

Corregir cuellos de botella 
normativos y conseguir inmediatez 
en la materialización del plan

Conseguir eficacia en la gestión para capacitar a la Administración para una 
ejecución exitosa de los Fondos salvaguardando el interés general.

Refuerzo de capacidades humanas, 
materiales y organizativas de la 
actual Dirección De Fondos Europeos

Para centralizar y canalizar la información. “Ventanilla única.
Servicio de atención a las personas o entidades interesadas en participar en las 
convocatorias derivadas del instrumento de recuperación para Europa: “help-desk”.

Creación de un portal web 
único del plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia

Fomento la transición ecológica de la economía española conforme a las 
prioridades marcadas por Europa.

Destaca la creación  del Fondo de 
restauración ecológica y resiliencia 
(FRER) y la modificación del Fondo 
de Carbono para una economía 
sostenible (FES-CO2)

Comisión para la Recuperación, Transformación y Resiliencia.
Comité Técnico, que dará soporte técnico y legal a la Comisión Ministerial.
Conferencia sectorial entre Ministerio de Hacienda con las CCAA y ciudades 
autónomas.
Foros y consejos consultivos de alto nivel en los sectores implicados en el plan.

Creación de cinco órganos 
de gobernanza: garantizar la 
participación de los agentes 
económicos, políticos y sociales

Permitir a entidades privadas colaborar con la Administración.
Eliminación de diligencias sin merma de merma de control en los convenios 
administrativos.
Tramitación anticipada de los expedientes de convenios administrativos.
Percepción de anticipos por operaciones preparatorias para realizar actuaciones 
financiadas.
Ampliación de la duración de los convenios administrativos.

Simplificación de la 
tramitación de los Convenios 
Administrativos



Pág. 11 www.thomsonreuters.es

DOSSIER 
RD-LEY DE FONDOS EUROPEOS DE RECUPERACIÓN:  
PUNTO DE INFLEXIÓN PARA LA MODERNIZACIÓN JURÍDICO-INSTITUCIONAL

Especialidades destacadas en la gestión del plan de recuperación

Gestión y control presupuestario
·  Incrementar el número de anualidades y autorizar la adquisición de compromisos de gastos que hayan de atenderse 

en ejercicios posteriores.

·  Posibilidad de que las órdenes de cierre del presupuesto de gastos y operaciones no presupuestarias puedan disponer 
de plazos diferenciados para los créditos vinculados a la gestión de los fondos.

·  Vincular los créditos a nivel de servicio e incorporar remanentes. 

·  Tramitación anticipada de expedientes de gasto y pagos anticipados y flexibilizar las reglas de gestión del gasto.

Procedimientos administrativos. Better regulation
·  Se declara la aplicación de la tramitación de urgencia de la Ley 50/1997, del Gobierno, para el procedimiento de 

elaboración de disposiciones de carácter general en el ámbito del Gobierno de la Nación.

·  Se declaran igualmente de tramitación urgente los procedimientos administrativos que estén vinculados a la ejecución 
de los fondos. 

·  Reducción de plazos del procedimiento de suscripción de convenios por parte de la Administración General del Estado y 
sus organismos públicos. 

Gestión de subvenciones
· Utilización del procedimiento de urgencia.

·  Simplificación de los requisitos internos y de la documentación a presentar por los beneficiarios.

·  Posibilidad de otorgar subvenciones en régimen de concurrencia no competitiva.

·  Se simplifica la documentación que los beneficiarios tienen que presentar para justificar su aplicación.

Contratación administrativa
·  Aplicación de la tramitación urgente.

·  Se elevan los umbrales económicos para acudir a procedimientos abiertos simplificados, ordinario y abreviado.

·  Se promueve la elaboración de pliegos-tipo.

·  Se revisa el régimen de autorizaciones e informes a recabar en los procedimientos de contratación, simplificándolo, así 
como los plazos para la interposición y pronunciamiento en el recurso especial.

·  Las entidades contratantes podrán ejecutar directamente las prestaciones de los contratos, valiéndose de un medio 
propio.

Fiscalización e intervención
· Adaptación de la regulación actual.

·  La fiscalización e intervención previa se ejercerá con independencia del tipo de expediente y de su cuantía. 

·  El despacho de estos expedientes gozará de prioridad.

·  Reducción de los plazos de resolución y de trámites, tanto en el procedimiento de evaluación ambiental como de 
evaluación de impacto ambiental simplificada y en los plazos para publicar o, en su caso, notificar, las resoluciones de los 
procedimientos de esta naturaleza.
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Qué va a implicar esta nueva regulación

·  Novedades en la gestión de ayudas y subvenciones. Reto: gran volumen. Nuevos principios en la 
gestión y el control presupuestario.

·  Creación de nuevos órganos y modificaciones en los procedimientos administrativos para lograr 
su simplificación.

·  Apuesta por la digitalización tanto sector público como privado.

·  Innovar y aplicar la inteligencia artificial a nivel social y productivo. Innovación

·  Potenciar la colaboración público-privada: papel relevante de la contratación pública.

·  Formar profesionales y a funcionarios para especializarlos, en los tres niveles territoriales.

·  Focalizar en el medio ambiente y energías limpias.

·  Atención especial a la salud y dependencia. Potenciar la educación y la investigación.

Módulos prácticos sobre Contratación 
pública: elaboración de pliegos, 
adjudicación y ejecución del contrato 
¿Por qué hacer este curso?
Un alumno ha dicho sobre este curso: “se me ha hecho corto pero muy muy útil. Me ha gustado 
recuperar la sensación total de aprendizaje y de ir superando inseguridades en esta materia de 
contratación pública”
Tienes la oportunidad de aprender a aplicar la ley de contratos del sector público, con uno de 
los mayores expertos del país. Sin apenas teoría, todo explicado desde la práctica.
Aprovecha para formarte en una materia con mucho futuro

https://www.thomsonreuters.es/es/tienda.html
FORMACIÓN E-LEARNING

Formación 70 horas de duración

Director
Francisco Javier Vazquez Matilla
Abogado - Consultor en contratación pública. Ha sido miembro del grupo de expertos en contratación 
pública  de la Comisión Europea y del Tribunal de Contratos Públicos de Navarra

https://www.thomsonreuters.es/es/tienda/formacion-online/Modulos-practicos-sobre-Contratacion-publica-elaboracion-de-pliegos-adjudicacion-y-ejecucion-del-contrato.html?utm_source=dossier_GOB&utm_campaign=G64&utm_medium=referral&utm_term=AFI&utm_content=Dossier_Fondos_europeos


3.  Real Decreto-Ley 36/2020, 
de Fondos de Recuperación: 
novedades en materia de 
contratos del sector público

José María Gimeno Feliu
Catedrático de Derecho Administrativo. Universidad de Zaragoza

Preparado por:
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3.  Real Decreto-Ley 36/2020, de Fondos de Recuperación: 
novedades en materia de contratos del sector público

José María Gimeno Feliu
Catedrático de Derecho Administrativo. Universidad de Zaragoza

Introducción
El Real Decreto-Ley 36/2020, de 30 de diciembre (RCL 2020\2225), por el que se aprueban medidas ur-
gentes para la modernización de la Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia, publicado también en el BOE de 31 de diciembre de 2020,  regulador de los 
fondos europeos contiene, para la gestión de los referidos fondos ciertas especialidades en materia de 
contratación pública.

Urgencia en la tramitación de todos los expedientes
Una primera, la consideración de urgencia en la tramitación de todos los expedientes (art. 48 del Real De-
creto-Ley 36/2020, de 30 de diciembre), para su impulso preferente, y reducción de plazos a la mitad (con 
excepción del procedimiento abierto simplificado) excepcionando para el Estado el trámite de autorización 
del artículo 324.1 c) LCSP (art. 49 Real Decreto-Ley 36/2020, de 30 de diciembre). 

Los plazos fijados para la tramitación del procedimiento restringido y del procedimiento de licitación 
con negociación (con excepción de las concesiones de importe armonizado) se reducirán a la mitad por 
exceso; salvo el plazo de presentación de solicitudes, que será de quince días naturales, y el de presen-
tación de las proposiciones que será de diez días naturales (art. 50 Real Decreto-Ley 36/2020, de 30 de 
diciembre). 

El artículo 51 señala que a los contratos de obras de valor estimado inferior a 200.000 euros y a los con-
tratos de suministros y servicios de valor estimado inferior a 100.000 € que se vayan a financiar con fondos 
procedentes del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, excepto los que tengan por objeto 
prestaciones de carácter intelectual, les podrá ser de aplicación la tramitación del procedimiento abierto 
simplificado abreviado regulado en el artículo 159.6 LCSP.

Asimismo, este Real Decreto-ley (art. 69 Real Decreto-Ley 36/2020, de 30 de diciembre) se decanta 
por el uso de la técnica de sociedad de economía mixta para la adjudicación de los PERTE, advirtiendo que, 
en todo caso, en la selección de los socios privados de dicha sociedad deberán aplicarse las exigencias de 
la Disposición Adicional 29 LCSP.

El artículo 58 Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre determina que el plazo del recurso especial 
se reduce a 10 días (opción compatible con la Directiva europea “recursos”) con la obligación de resolver 
por parte de los órganos de recursos contractuales en un plazo máximo de 5 días. Esto implica que en su 
tramitación existe preferencia para su resolución, lo que obligará a los órganos de recursos contractuales 
a impulsar con celeridad estas reclamaciones.
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Excepciones al régimen general en materia de medios propios
En relación a los medios propios se establece la excepción siguiente al régimen general (art. 55 Real De-
creto-Ley 36/2020, de 30 de diciembre): 

-  No será exigible en estos casos la autorización del Consejo de Ministros previa a la suscripción 
de un encargo prevista en el artículo 32.6.c) LCSP.

-  En todo caso hay que recordar que esta flexibilización no exonera de la aplicación de las reglas 
de la LCSP en tanto el medio propio es poder adjudicador. 

Plazo de duración superior en contratos de suministro y servicios de 
carácter energético
El artículo 53 Real Decreto-Ley 36/2020, de 30 de diciembre admite, excepcionalmente, que en los con-
tratos de suministro y de servicios de carácter energético se podrá establecer un plazo de duración superior 
al establecido en el artículo 29.4 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, con un máximo de diez años, cuando 
lo exija el período de recuperación de las inversiones directamente relacionadas con el contrato y estas no 
sean susceptibles de utilizarse en el resto de la actividad productiva del contratista o su utilización fuera 
antieconómica, siempre que la amortización de dichas inversiones sea un coste relevante en la prestación 
del suministro o servicio, circunstancias que deberán ser justificadas en el expediente de contratación con 
indicación de las inversiones a las que se refiera y de su período de recuperación.

Concesiones derivadas de la gestión de estos fondos
En relación con las concesiones que deriven de la gestión de estos fondos, el artículo 56 Real Decreto-ley 
36/2020, de 30 de diciembre, establece que el período de recuperación de la inversión a que se refiere 
el artículo 29 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, será calculado de acuerdo con lo previsto en dicho 
artículo así como con lo establecido en el Real Decreto 55/2017, de 3 de febrero, por el que se desarrolla 
la Ley 2/2015, de 30 de marzo, de desindexación de la economía española, mediante el descuento de los 
flujos de caja esperados por el concesionario, si bien la tasa de descuento a aplicar en estos casos será el 
rendimiento medio en el mercado secundario de la deuda del estado a treinta años incrementado en un 
diferencial de hasta 300 puntos básicos.

Los proyectos de investigación tienen consideración de unidad funcional 
separada a efectos del valor estimado en la LCSP
El Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, propone que los proyectos de investigación, desarrollo 
e innovación tengan la consideración de unidades funcionales separadas con responsabilidad autónoma, 
dentro de los agentes públicos del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, a los efectos del 
cálculo del valor estimado que establece el artículo 101.6 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre. A tal efecto 
añade a la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación una Disposición adicional: 

«Disposición adicional vigesimonovena. Consideración de los proyectos de investigación, desarrollo e 
innovación como unidades funcionales.

Siempre que sean autónomos en su objeto, los proyectos de investigación, desarrollo e innovación que 
hayan sido encomendados a los agentes públicos del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación 
mediante contratos, resoluciones de concesión de subvenciones en concurrencia competitiva o cualquier 
otro instrumento jurídico, tendrán cada uno de ellos la consideración de unidades funcionales separadas 
dentro de dichos agentes públicos del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, a los efectos 
del cálculo del valor estimado que establece el artículo 101.6 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Con-
tratos del Sector Público.»
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Cuestiones organizativas
Como cuestiones organizativas hay que reseñar que el artículo 57 Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de 
diciembre, señala que corresponderá a la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado resolver las 
dudas que se puedan plantear sobre la interpretación de las normas sobre contratación pública de este 
Real Decreto-ley, a la vez que habilita a la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado para dictar 
las Instrucciones que resulten necesarias para coordinar la aplicación de las disposiciones anteriores a fin 
de la correcta tramitación de los contratos financiados con fondos europeos. 

El artículo 54, a fin de homogeneizar y agilizar los procesos de contratación por parte de los diferentes 
centros gestores, propone la elaboración de pliegos-tipo de cláusulas técnicas y administrativas.

Cuestiones de ejecución y control
Nada dice esta norma sobre cuestiones de ejecución y control de la gestión de los fondos europeos, lo que 
habilita margen competencial para su desarrollo por las Comunidades Autónomas. Asimismo, hay que 
recordar que la finalidad de estos fondos europeos es transformar el modelo productivo en España, lo que 
aconseja tener en cuenta limitaciones  a la participación de empresas extranjeras, tal y como recomienda 
la Comisión Europea en su Comunicación sobre Directrices sobre la participación de licitadores y bienes de 
terceros países en el mercado de contratación pública de la UE -Bruselas, de 24 de julio de 2019. C (2019) 
5494 final-, desarrollo de los principios contenidos en la Comunicación de la Comisión europea Conse-
guir que la contratación pública funcione en Europa y para Europa. Estrasburgo, 3 de noviembre de 2017 
COM(2017) 572 final.
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4.  Real Decreto-ley 36/2020, de Fondos de Recuperación: 
novedades relativas a la evaluación del impacto ambiental

Íñigo Sanz Rubiales
Catedrático de Derecho Administrativo. Universidad de Valladolid

Introducción
Las novedades en materia de impacto ambiental se reparten entre el capítulo VI del Título IV, la disposición 
final 3ª y la transitoria y se dirigen a agilizar la tramitación de las evaluaciones ambientales (de planes y 
de proyectos) y a facilitar la ejecución de los proyectos financiados con el Instrumento Europeo de Recu-
peración.

Especialidades en materia de evaluación ambiental
El Capítulo VI del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre (RCL 2020\2225) lleva por título “Espe-
cialidades en materia de evaluación ambiental” y tiene un único artículo (el art. 66), que añade un nuevo 
supuesto de exclusión excepcional de sometimiento a la Evaluación de Impacto Ambiental a los ya previs-
tos en el art. 8.3 de la Ley 21/2013, de Evaluación de Impacto Ambiental (LEIA).

El nuevo supuesto de exclusión se refiere a los proyectos financiados total o parcialmente mediante 
el Instrumento Europeo de Recuperación, dirigidos a modernizar o mejorar instalaciones ya existentes, 
que no supongan construcción de nueva planta, aumento de la superficie afectada o adición de nuevas 
construcciones ni afección a los recursos hídricos, y para cuya financiación y aprobación se exija como 
requisito la mejora de las condiciones ambientales. Se trata de una previsión teóricamente interpretativa, 
pero realmente modificativa (ampliatoria) del supuesto de hecho del art. 8.3 Ley 21/2013.

Modificaciones en los procedimientos ordinario, simplificado o de 
modificación
La Disposición Final 3ª del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre (RCL 2020\2225) modifica 
numerosos artículos de la Ley 21/2013, de Evaluación de Impacto Ambiental, referidos a los procedimientos 
ordinario, simplificado o de modificación, tanto de la Evaluación Ambiental Estratégica, como de la 
Evaluación de Impacto Ambiental de Proyectos: 

- Elimina algunos trámites (prórrogas) para la realización del análisis técnico y la declaración, en los 
procedimientos ordinarios, tanto de evaluación estratégica (arts. 17.4 y 25.1) como de proyectos (art. 33.4) 
y en el simplificado de proyectos (art. 47.1); 

- Reduce los plazos de diversos trámites del procedimiento evaluatorio (plazos para la elaboración del 
Documento de alcance, para la evacuación de consultas, etc.), 

- Reduce la duración global de algunos procedimientos especiales, como el de modificación o el de 
evaluación simplificada y, finalmente, reduce también los plazos de publicación o de remisión al boletín de 
evaluaciones y de resoluciones aprobatorias de proyectos o planes.



Pág. 19 www.thomsonreuters.es

DOSSIER 
RD-LEY DE FONDOS EUROPEOS DE RECUPERACIÓN:  
PUNTO DE INFLEXIÓN PARA LA MODERNIZACIÓN JURÍDICO-INSTITUCIONAL

Renuncia a la aplicación a los proyectos iniciados
La Disposición transitoria Única del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre (RCL 2020\2225) 
prevé que los plazos previstos en la disposición final tercera se aplicarán a los procedimientos de 
evaluación ambiental que se inicien a partir de la entrada en vigor de este Real Decreto-ley. Renuncia, así, 
a su aplicación a los proyectos ya iniciados y mantiene, por seguridad jurídica, el criterio tradicional de que 
los procedimientos administrativos se rigen por la ley procedimental vigente en el momento de su inicio 
(como prevé también la D. Transitoria 1ª de la LEIA vigente). 

El nuevo Fondo de restauración ecológica y resiliencia (FRER)
La Disposición final 6ª modifica el art. 78 de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, de Patrimonio Natural y 
de la Biodiversidad: convierte el antiguo Fondo para el Patrimonio Natural y la Biodiversidad en el nuevo 
«Fondo de restauración ecológica y resiliencia» (FRER), carente de personalidad jurídica, para ejecutar 
medidas de apoyo a la “transición a un modelo productivo y social más ecológico” incluidas en el Plan de 
recuperación, transformación y resiliencia y en el ámbito de competencias del Ministerio.

Reducción del plazo de tramitación de las autorizaciones ambientales 
integradas
La Disposición final 7ª modifica el Texto refundido de la Ley de prevención y control integrados de la 
contaminación, aprobado por RD Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre para reducir el plazo de tramitación 
de las autorizaciones ambientales integradas (AAI): el informe preceptivo y vinculante del Organismo de 
Cuenca pasa de 6 a 4 meses (art. 19.2) y el plazo de resolución de la AAI pasa de 9 a 6 meses (art. 21). Estas 
importantes reducciones exigirán una especial diligencia administrativa en la tramitación.

Complementando la anterior, la Disposición final 8ª (que tiene rango meramente reglamentario: Disp. 
Final 12ª.2), modifica el art. 15, párr. 5 y 9º del Reglamento de desarrollo de la Ley de prevención y control 
integrados de la contaminación (aprobado por RD 815/2013, de 15 de octubre) para reducir los plazos 
del procedimiento simplificado de modificación sustancial de las citadas autorizaciones ambientales 
integradas.

El nuevo Fondo de carbono para una economía sostenible (FES-CO2)
Finalmente, la Disposición final 10ª modifica el art. 91 (párr. 1º y 2º) de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de 
Economía Sostenible, para transformar el antiguo Fondo para la compra de créditos de carbono en el nuevo 
“Fondo de carbono para una economía sostenible” (FES-CO2, también sin personalidad jurídica). Si el viejo 
Fondo se destinaba únicamente a la adquisición de créditos de Kioto, el nuevo se dirige a la adquisición de 
créditos en el marco del vigente Acuerdo de París, además de a la financiación de actividades de adaptación, 
reducción de emisiones, incremento de sumideros y proyectos emblemáticos de descarbonización, en la 
línea con la hoja de ruta de descarbonización autoimpuesta por la Unión Europea.
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5.  Tabla comparativa de modificaciones realizadas por elReal 
Decreto-Ley 36/2020, en materia del Sector Público, contratos 
del sector público e impacto ambiental

Se recogen a continuación las modificaciones sufridas en las normas siguientes: 

•  LEY 40/2015, DE 1 DE OCTUBRE, DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL SECTOR PÚBLICO 
(RCL\2015\1478)

•  LEY 21/2013, DE 9 DE DICIEMBRE, DE EVALUACIÓN AMBIENTAL (RCL 2013\1776)

•  LEY 42/2007, DE 13 DE DICIEMBRE, DEL PATRIMONIO NATURAL Y DE LA BIODIVERSIDAD  
(RCL 2007\2247)

•  REAL DECRETO 815/2013, DE 18 DE OCTUBRE, POR EL QUE SE APRUEBA EL REGLAMENTO 
DE EMISIONES INDUSTRIALES Y DE DESARROLLO DE LA LEY 16/2002, DE 1 DE JULIO, DE 
PREVENCIÓN Y CONTROL INTEGRADOS DE LA CONTAMINACIÓN (RCL 2013\1525)

•  LEY 2/2011, DE 4 DE MARZO, DE ECONOMÍA SOSTENIBLE (RCL 2011\384)

•  LEY 6/2018, DE 3 DE JULIO, DE PRESUPUESTOS GENERALES DEL ESTADO PARA EL AÑO 2018 
(RCL 2018\1020)

•  LEY 9/2017, DE 8 DE NOVIEMBRE, DE CONTRATOS DEL SECTOR PÚBLICO, POR LA QUE SE 
TRANSPONEN AL ORDENAMIENTO JURÍDICO ESPAÑOL LAS DIRECTIVAS DEL PARLAMENTO 
EUROPEO Y DEL CONSEJO 2014/23/UE Y 2014/24/UE, DE 26 DE FEBRERO DE 2014 (RCL 
2017\1303)

•  LEY 13/2003, DE 23 DE MAYO, REGULADORA DEL CONTRATO DE CONCESIÓN DE OBRAS 
PÚBLICAS (RCL 2003\1373)

•  LEY 14/2011, DE 1 DE JUNIO, DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN (RCL 2011\1030)
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MODIFICACIONES DEL REAL DECRETO LEY 36/2020, DE 30 DE 
DICIEMBRE POR EL QUE SE APRUEBAN MEDIDAS URGENTES PARA 
LA MODERNIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y PARA LA 
EJECUCIÓN DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y 
RESILIENCIA (RCL\2020\2225)
Azul negrita: novedades. Tachado rojo: eliminado o modificado

LEY 40/2015, DE 1 DE OCTUBRE, DE RÉGIMEN JURÍDICO 
DEL SECTOR PÚBLICO (RCL\2015\1478)

REAL DECRETO LEY 36/2020, DE 30 DE DICIEMBRE POR 
EL QUE SE APRUEBAN MEDIDAS URGENTES PARA LA 
MODERNIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
Y PARA LA EJECUCIÓN DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, 
TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA (RCL\2020\2225)

TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales, 
principios de actuación y funcionamiento del sector 
público [arts. 1 a 53]

TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales, principios de 
actuación y funcionamiento del sector público [arts. 1 a 53]

CAPÍTULO VI. De los convenios [arts. 47 a 53] CAPÍTULO VI. De los convenios [arts. 47 a 53]

Artículo 48. Requisitos de validez y eficacia de los convenios.
1. Las Administraciones Públicas, sus organismos públicos 

y entidades de derecho público vinculados o dependientes y las 
Universidades públicas, en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias, podrán suscribir convenios con sujetos de derecho público 
y privado, sin que ello pueda suponer cesión de la titularidad de la 
competencia.

2. En el ámbito de la Administración General del Estado y sus 
organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o 
dependientes, podrán celebrar convenios los titulares de los De-
partamentos Ministeriales y los Presidentes o Directores de las di-
chas entidades y organismos públicos.

3. La suscripción de convenios deberá mejorar la eficiencia de 
la gestión pública, facilitar la utilización conjunta de medios y ser-
vicios públicos, contribuir a la realización de actividades de utili-
dad pública y cumplir con la legislación de estabilidad presupues-
taria y sostenibilidad financiera.

4. La gestión, justificación y resto de actuaciones relacionadas 
con los gastos derivados de los convenios que incluyan compromi-
sos financieros para la Administración Pública o cualquiera de sus 
organismos públicos o entidades de derecho público vinculados o 
dependientes que lo suscriban, así como con los fondos compro-
metidos en virtud de dichos convenios, se ajustarán a lo dispuesto 
en la legislación presupuestaria.

5. Los convenios que incluyan compromisos financieros debe-
rán ser financieramente sostenibles, debiendo quienes los suscri-
ban tener capacidad para financiar los asumidos durante la vigen-
cia del convenio.

6. Las aportaciones financieras que se comprometan a realizar 
los firmantes no podrán ser superiores a los gastos derivados de la 
ejecución del convenio.

7. Cuando el convenio instrumente una subvención deberá 
cumplir con lo previsto en la   Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones y en la normativa autonómica de desa-
rrollo que, en su caso, resulte aplicable.

Asimismo, cuando el convenio tenga por objeto la delegación 
de competencias en una Entidad Local, deberá cumplir con lo dis-
puesto en   Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 
Régimen Local.

8. Los convenios se perfeccionan por la prestación del consen-
timiento de las partes. (CONTINUA PÁG. SIGUENTE)

Artículo 48. Requisitos de validez y eficacia de los convenios.
1. Las Administraciones Públicas, sus organismos públicos y en-

tidades de derecho público vinculados o dependientes y las Univer-
sidades públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, po-
drán suscribir convenios con sujetos de derecho público y privado, sin 
que ello pueda suponer cesión de la titularidad de la competencia. 

2. En el ámbito de la Administración General del Estado y sus 
organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o 
dependientes, podrán celebrar convenios los titulares de los Depar-
tamentos Ministeriales y los Presidentes o Directores de las dichas 
entidades y organismos públicos.

3. La suscripción de convenios deberá mejorar la eficiencia de la 
gestión pública, facilitar la utilización conjunta de medios y servicios 
públicos, contribuir a la realización de actividades de utilidad pública 
y cumplir con la legislación de estabilidad presupuestaria y sosteni-
bilidad financiera.

4 La gestión, justificación y resto de actuaciones relacionadas con 
los gastos derivados de los convenios que incluyan compromisos fi-
nancieros para la Administración Pública o cualquiera de sus orga-
nismos públicos o entidades de derecho público vinculados o depen-
dientes que lo suscriban, así como con los fondos comprometidos en 
virtud de dichos convenios, se ajustarán a lo dispuesto en la legislación 
presupuestaria.

5 Los convenios que incluyan compromisos financieros deberán 
ser financieramente sostenibles, debiendo quienes los suscriban te-
ner capacidad para financiar los asumidos durante la vigencia del 
convenio.

6 Las aportaciones financieras que se comprometan a realizar 
los firmantes no podrán ser superiores a los gastos derivados de la 
ejecución del convenio.

7 Cuando el convenio instrumente una subvención deberá cum-
plir con lo previsto en la   Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones y en la normativa autonómica de desarrollo que, en 
su caso, resulte aplicable.

Asimismo, cuando el convenio tenga por objeto la delegación de 
competencias en una Entidad Local, deberá cumplir con lo dispuesto 
en   Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen 
Local.

8 Los convenios se perfeccionan por la prestación del consenti-
miento de las partes. (CONTINUA PÁG. SIGUENTE)
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Artículo 48. Requisitos de validez y eficacia de los convenios.
Los convenios suscritos por la Administración General del Es-

tado o alguno de sus organismos públicos o entidades de derecho 
público vinculados o dependientes resultarán eficaces una vez ins-
critos en el Registro Electrónico estatal de Órganos e Instrumen-
tos de Cooperación del sector público estatal, al que se refiere la 
disposición adicional séptima y publicados en el « Boletín Oficial 
del Estado ».Previamente y con carácter facultativo, se podrán pu-
blicar en el Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma o de la pro-
vincia, que corresponda a la otra Administración firmante.

9. Las normas del presente Capítulo no serán de aplicación a 
las encomiendas de gestión y los acuerdos de terminación conven-
cional de los procedimientos administrativos.

Artículo 48. Requisitos de validez y eficacia de los convenios.
Los convenios suscritos por la Administración General del Estado 

o alguno de sus organismos públicos o entidades de derecho público 
vinculados o dependientes resultarán eficaces una vez inscritos, en 
el plazo de cinco días hábiles desde su formalización, en el Regis-
tro Electrónico estatal de Órganos e Instrumentos de Cooperación 
del sector público estatal, al que se refiere la disposición adicional 
séptima. Asimismo, serán publicados en el plazo de diez días há-
biles desde su formalización en el «Boletín Oficial del Estado», sin 
perjuicio de su publicación facultativa en el Boletín Oficial de la 
Comunidad Autónoma o de la provincia, que corresponda a la otra 
Administración firmante.

9. Las normas del presente Capítulo no serán de aplicación a las 
encomiendas de gestión y los acuerdos de terminación convencional 
de los procedimientos administrativos.

Artículo 50. Trámites preceptivos para la suscripción de 
convenios y sus efectos 

1. Sin perjuicio de las especialidades que la legislación autonó-
mica pueda prever, será necesario que el convenio se acompañe de 
una memoria justificativa donde se analice su necesidad y oportuni-
dad, su impacto económico, el carácter no contractual de la activi-
dad en cuestión, así como el cumplimiento de lo previsto en esta Ley.

2. Los convenios que suscriba la Administración General del 
Estado o sus organismos públicos y entidades de derecho público 
vinculados o dependientes se acompañarán además de:

a) El informe de su servicio jurídico. No será necesario solicitar 
este informe cuando el convenio se ajuste a un modelo nor-
malizado informado previamente por el servicio jurídico que 
corresponda.

b) Cualquier otro informe preceptivo que establezca la norma-
tiva aplicable.

c) La autorización previa del Ministerio de Hacienda y Admi-
nistraciones Públicas para su firma, modificación, prórroga y 
resolución por mutuo acuerdo entre las partes.

d) Cuando los convenios plurianuales suscritos entre Adminis-
traciones Públicas incluyan aportaciones de fondos por parte 
del Estado para financiar actuaciones a ejecutar exclusivamen-
te por parte de otra Administración Pública y el Estado asuma, 
en el ámbito de sus competencias, los compromisos frente a 
terceros, la aportación del Estado de anualidades futuras es-
tará condicionada a la existencia de crédito en los correspon-
dientes presupuestos. (CONTINUA PÁG. SIGUENTE)

Artículo 50. Trámites preceptivos para la suscripción de 
convenios y sus efectos 

1. Sin perjuicio de las especialidades que la legislación autonómi-
ca pueda prever, será necesario que el convenio se acompañe de una 
memoria justificativa donde se analice su necesidad y oportunidad, 
su impacto económico, el carácter no contractual de la actividad en 
cuestión, así como el cumplimiento de lo previsto en esta Ley.

2. Los convenios que suscriba la Administración General del Es-
tado o sus organismos públicos y entidades de derecho público vin-
culados o dependientes se acompañarán además de:

a) El informe de su servicio jurídico, que deberá emitirse en un 
plazo máximo de siete días hábiles desde su solicitud, trans-
curridos los cuales se continuará la tramitación. En todo caso, 
dicho informe deberá emitirse e incorporarse al expediente 
antes de proceder al perfeccionamiento del convenio. No será 
necesario solicitar este informe cuando el convenio se ajuste a 
un modelo normalizado informado previamente por el servicio 
jurídico que corresponda.
b) Cualquier otro informe preceptivo que establezca la normati-
va aplicable, que deberá emitirse en un plazo máximo de sie-
te días hábiles desde su solicitud, transcurridos los cuales se 
continuará la tramitación. En cualquier caso deberán emitirse 
e incorporarse al expediente todos los informes preceptivos 
antes de proceder al perfeccionamiento del convenio.
c) La autorización previa del Ministerio de Hacienda para su fir-
ma, modificación, prórroga y resolución por mutuo acuerdo entre 
las partes, que se entenderá otorgada si en el plazo de siete 
días hábiles desde su solicitud no ha sido emitida. Cuando el 
convenio a suscribir esté excepcionado de la autorización a la 
que se refiere el párrafo anterior, también lo estará del informe 
del Ministerio de Política Territorial y Función Pública.
No obstante, en todo caso, será preceptivo el informe del Mi-
nisterio de Política Territorial y Función Pública, respecto de 
los convenios que se suscriban entre la Administración Gene-
ral del Estado y sus organismos públicos y entidades de dere-
cho público vinculados o dependientes, con las Comunidades 
Autónomas o con Entidades Locales o con sus organismos pú-
blicos y entidades de derecho público vinculados o dependien-
tes, en los casos siguientes:
1. Convenios cuyo objeto sea la cesión o adquisición de la titu-
laridad de infraestructuras por la Administración General del 
Estado.
2. Convenios que tengan por objeto la creación de consorcios 
previstos en el artículo 123 de esta ley.
d) Cuando los convenios plurianuales suscritos entre Adminis-
traciones Públicas incluyan aportaciones de fondos por parte del 
Estado para financiar actuaciones a ejecutar exclusivamente por 
parte de otra Administración Pública y el Estado asuma, en el ám-
bito de sus competencias, los compromisos frente a terceros, la 
aportación del Estado de anualidades futuras estará condicionada 
a la existencia de crédito en los correspondientes presupuestos. 
(CONTINUA PÁG. SIGUENTE)
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e) Los convenios interadministrativos suscritos con las Comu-
nidades Autónomas, serán remitidos al Senado por el Ministe-
rio de Hacienda y Administraciones Públicas.

e) Los convenios interadministrativos suscritos con las Comuni-
dades Autónomas serán remitidos al Senado por el Ministerio de 
Política Territorial y Función Pública.

Disposición adicional séptima. Registro Electrónico estatal de 
Órganos e Instrumentos de Cooperación 

1. La Administración General del Estado mantendrá actuali-
zado un registro electrónico de los órganos de cooperación en los 
que participa ella o alguno de sus organismos públicos o entidades 
vinculados o dependientes y de convenios celebrados con el resto 
de Administraciones Públicas. Este registro será dependiente de la 
Secretaría de Estado de Administraciones Públicas.

2. La creación, modificación o extinción de los órganos de coo-
peración, así como la suscripción, extinción, prórroga o modifica-
ción de cualquier convenio celebrado por la Administración Gene-
ral del Estado o alguno de sus organismos públicos o entidades 
vinculados o dependientes deberá ser comunicada por el órgano 
de ésta que lo haya suscrito, en el plazo de quince días desde que 
ocurra el hecho inscribible, al Registro Electrónico estatal de Órga-
nos e Instrumentos de Cooperación.

3. Los Departamentos Ministeriales que ejerzan la Secretaría 
de los órganos de cooperación deberán comunicar al registro antes 
del 30 de enero de cada año los órganos de cooperación que hayan 
extinguido.

4 El Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas eleva-
rá anualmente al Consejo de Ministros un informe sobre la activi-
dad de los órganos de cooperación existentes, así como sobre los 
convenios vigentes a partir de los datos y análisis proporcionados 
por el Registro Electrónico estatal de Órganos e Instrumentos de 
Cooperación.

5 Los órganos de cooperación y los convenios vigentes dispo-
nen del plazo de seis meses, a contar desde la entrada en vigor de 
la Ley, para solicitar su inscripción en este Registro.

6 Los órganos de cooperación que no se hayan reunido en un 
plazo de cinco años desde su creación o en un plazo de cinco años 
desde la entrada en vigor de esta ley quedarán extinguidos.

Disposición adicional séptima. Registro Electrónico estatal de 
Órganos e Instrumentos de Cooperación 

1. La Administración General del Estado mantendrá actualizado 
un registro electrónico de los órganos de cooperación en los que par-
ticipa ella o alguno de sus organismos públicos o entidades vincula-
dos o dependientes y de convenios celebrados con el resto de Admi-
nistraciones Públicas. Este registro será dependiente de la Secretaría 
de Estado de Administraciones Públicas.

2. La creación, modificación o extinción de los órganos de coo-
peración, así como la suscripción, extinción, prórroga o modificación 
de cualquier convenio celebrado por la Administración General del 
Estado o alguno de sus organismos públicos o entidades vinculados 
o dependientes deberá ser comunicada por el órgano de ésta que lo 
haya suscrito, en el plazo de cinco días desde que ocurra el hecho 
inscribible, al Registro Electrónico estatal de Órganos e Instrumen-
tos de Cooperación.

3. Los Departamentos Ministeriales que ejerzan la Secretaría de 
los órganos de cooperación deberán comunicar al registro antes del 
30 de enero de cada año los órganos de cooperación que hayan ex-
tinguido.

4 El Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas elevará 
anualmente al Consejo de Ministros un informe sobre la actividad de 
los órganos de cooperación existentes, así como sobre los convenios 
vigentes a partir de los datos y análisis proporcionados por el Regis-
tro Electrónico estatal de Órganos e Instrumentos de Cooperación.

5 Los órganos de cooperación y los convenios vigentes disponen 
del plazo de seis meses, a contar desde la entrada en vigor de la Ley, 
para solicitar su inscripción en este Registro.

6 Los órganos de cooperación que no se hayan reunido en un pla-
zo de cinco años desde su creación o en un plazo de cinco años desde 
la entrada en vigor de esta ley quedarán extinguidos.

SIN REGULACIÓN

Disposición adicional vigesimoquinta. Régimen jurídico aplicable 
a la entidad pública empresarial Instituto para la Diversificación y 
Ahorro de la Energía.

El Instituto para la Diversificación y Ahorro de la Energía (IDAE) 
preservará su naturaleza de entidad pública empresarial y, con 
las especialidades contenidas en su legislación específica, se re-
girá por las disposiciones aplicables a dichas entidades en la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 
a excepción de lo dispuesto en los artículos 103.1 y 107.3 de la Ley, 
exclusivamente en lo que se refiere a la financiación mayoritaria 
con ingresos de mercado

SIN REGULACIÓN

Disposición adicional vigesimoctava. Régimen jurídico aplicable 
a la Entidad Pública Empresarial ICEX España Exportación e In-
versiones

La Entidad Pública Empresarial ICEX España Exportación e Inver-
siones preservará su naturaleza de entidad pública empresarial 
y, con las especialidades contenidas en su legislación específica, 
se regirá por las disposiciones aplicables a dichas entidades en 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público, a excepción de lo dispuesto en los artículos 103.1 y 107.3 
de la Ley, exclusivamente en lo que se refiere a la financiación ma-
yoritaria con ingresos de mercado.
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LEY 21/2013, DE 9 DE DICIEMBRE, DE EVALUACIÓN 
AMBIENTAL (RCL 2013\1776)

REAL DECRETO LEY 36/2020, DE 30 DE DICIEMBRE POR 
EL QUE SE APRUEBAN MEDIDAS URGENTES PARA LA 
MODERNIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
Y PARA LA EJECUCIÓN DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, 
TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA (RCL\2020\2225)

TÍTULO II. Evaluación ambiental [arts. 17 a 50] TÍTULO II. Evaluación ambiental [arts. 17 a 50]

CAPÍTULO I. Evaluación ambiental estratégica [arts. 17 
a 32]

CAPÍTULO I. Evaluación ambiental estratégica [arts. 17 a 
32]

SECCIÓN 1ª. Procedimiento de la evaluación ambiental 
estratégica ordinaria para la formulación de la 
declaración ambiental estratégica [arts. 17 a 28]

SECCIÓN 1ª. Procedimiento de la evaluación ambiental 
estratégica ordinaria para la formulación de la declaración 
ambiental estratégica [arts. 17 a 28]

Artículo 17. Trámites y plazos de la evaluación ambiental 
estratégica ordinaria 

1. La evaluación ambiental estratégica ordinaria constará de 
los siguientes trámites:

a) Solicitud de inicio.
b) Consultas previas y determinación del alcance del estudio 

ambiental estratégico.
c) Elaboración del estudio ambiental estratégico.
d) Información pública y consultas a las Administraciones pú-

blicas afectadas y personas interesadas.
e) Análisis técnico del expediente.
f) Declaración ambiental estratégica.
2. El órgano ambiental dispondrá de un plazo máximo de tres 

meses, contados desde la recepción de la solicitud de inicio de la 
evaluación ambiental estratégica ordinaria, acompañada del bo-
rrador del plan o programa y de un documento inicial estratégico, 
para realizar las consultas previstas en el artículo 19.1 y elaborar un 
documento de alcance del estudio ambiental estratégico regulado 
en el artículo 19.2.

3. El plazo máximo para la elaboración del estudio ambiental 
estratégico, y para la realización de la información pública y de las 
consultas previstas en los artículos 20, 21, 22 y 23 será de quince 
meses desde la notificación al promotor del documento de alcance.

4 Para el análisis técnico del expediente y la formulación de la 
declaración ambiental estratégica, el órgano ambiental dispondrá 
de un plazo de cuatro meses, prorrogable por dos meses más, por 
razones justificadas debidamente motivadas desde la recepción 
del expediente completo y comunicadas al promotor y al órgano 
sustantivo.

Artículo 17. Trámites y plazos de la evaluación ambiental 
estratégica ordinaria 

1. La evaluación ambiental estratégica ordinaria constará de los 
siguientes trámites:

a) Solicitud de inicio.
b) Consultas previas y determinación del alcance del estudio am-

biental estratégico.
c) Elaboración del estudio ambiental estratégico.
d) Información pública y consultas a las Administraciones públi-

cas afectadas y personas interesadas.
e) Análisis técnico del expediente.
f) Declaración ambiental estratégica.
2. El órgano ambiental dispondrá de un plazo máximo de dos 

meses, contados desde la recepción de la solicitud de inicio de la 
evaluación ambiental estratégica ordinaria, acompañada del borra-
dor del plan o programa y de un documento inicial estratégico, para 
realizar las consultas previstas en el artículo 19.1 y elaborar un docu-
mento de alcance del estudio ambiental estratégico regulado en el 
artículo 19.2.

3. El plazo máximo para la elaboración del estudio ambiental es-
tratégico, y para la realización de la información pública y de las con-
sultas previstas en los artículos 20, 21, 22 y 23 será de nueve meses 
desde la notificación al promotor del documento de alcance.

4. Para el análisis técnico del expediente y la formulación de la 
declaración ambiental estratégica, el órgano ambiental dispondrá 
de un plazo de cuatro meses, desde la recepción del expediente com-
pleto, de acuerdo con los artículos 24 y 25.



Pág. 26 www.thomsonreuters.es

DOSSIER 
RD-LEY DE FONDOS EUROPEOS DE RECUPERACIÓN:  
PUNTO DE INFLEXIÓN PARA LA MODERNIZACIÓN JURÍDICO-INSTITUCIONAL

Artículo 19. Consultas a las Administraciones públicas 
afectadas y a las personas interesadas, y elaboración del 
documento de alcance del estudio ambiental estratégico 

1. El órgano ambiental someterá el borrador del plan o progra-
ma y el documento inicial estratégico a consultas de las Adminis-
traciones públicas afectadas y de las personas interesadas, que se 
pronunciarán en el plazo de cuarenta y cinco días hábiles desde su 
recepción.

Transcurrido este plazo sin que se haya recibido el pronuncia-
miento, el procedimiento continuará si el órgano ambiental cuenta 
con elementos de juicio suficientes para elaborar el documento de 
alcance del estudio ambiental estratégico. En este caso, no se ten-
drán en cuenta los pronunciamientos antes referidos que se reciban 
posteriormente.

Si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio su-
ficientes, bien porque no se hubiesen recibido los informes de las 
Administraciones públicas competentes que resulten relevantes, 
o bien porque, habiéndose recibido, éstos resultasen insuficientes 
para decidir, requerirá personalmente al titular del órgano jerárqui-
camente superior de aquel que tendría que emitir el informe, para 
que, en el plazo de diez días hábiles, contados a partir de la recepción 
del requerimiento, ordene al órgano competente la entrega del corres-
pondiente informe en el plazo de diez días hábiles, sin perjuicio de las 
responsabilidades en que pudiera incurrir el responsable de la demora. 
El requerimiento efectuado se comunicará al órgano sustantivo y al 
promotor, y suspende el plazo previsto en el artículo 17.2.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración 
competente la emisión del informe, a través del procedimiento 
previsto en el artículo 29.1  de la Ley 29/1998, de 13 julio de la Ju-
risdicción Contencioso-Administrativa.

2. Recibidas las contestaciones a las consultas, el órgano am-
biental elaborará y remitirá al promotor y al órgano sustantivo, el 
documento de alcance del estudio ambiental estratégico, junto 
con las contestaciones recibidas a las consultas realizadas.

3. El documento de alcance del estudio ambiental estratégico 
se pondrá a disposición del público a través de la sede electrónica 
del órgano ambiental y del órgano sustantivo.

Artículo 19. Consultas a las Administraciones públicas 
afectadas y a las personas interesadas, y elaboración del 
documento de alcance del estudio ambiental estratégico 

1. El órgano ambiental someterá el borrador del plan o programa 
y el documento inicial estratégico a consultas de las Administracio-
nes públicas afectadas y de las personas interesadas, que se pronun-
ciarán en el plazo de treinta días hábiles desde su recepción.

Transcurrido este plazo sin que se haya recibido el pronuncia-
miento, el procedimiento continuará si el órgano ambiental cuenta 
con elementos de juicio suficientes para elaborar el documento de 
alcance del estudio ambiental estratégico. En este caso, no se tendrán 
en cuenta los pronunciamientos antes referidos que se reciban poste-
riormente.

Si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio sufi-
cientes, bien porque no se hubiesen recibido los informes de las Ad-
ministraciones públicas competentes que resulten relevantes, o bien 
porque, habiéndose recibido, éstos resultasen insuficientes para de-
cidir, requerirá personalmente al titular del órgano jerárquicamente 
superior de aquel que tendría que emitir el informe, para que, en el 
plazo de diez días hábiles, contados a partir de la recepción del reque-
rimiento, ordene al órgano competente la entrega del correspondiente 
informe en el plazo de diez días hábiles, sin perjuicio de las responsabi-
lidades en que pudiera incurrir el responsable de la demora. El requeri-
miento efectuado se comunicará al órgano sustantivo y al promotor, 
y suspende el plazo previsto en el artículo 17.2.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración 
competente la emisión del informe, a través del procedimiento pre-
visto en el artículo 29.1  de la Ley 29/1998, de 13 julio de la Jurisdic-
ción Contencioso-Administrativa.

2. Recibidas las contestaciones a las consultas, el órgano am-
biental elaborará y remitirá al promotor y al órgano sustantivo, el do-
cumento de alcance del estudio ambiental estratégico, junto con las 
contestaciones recibidas a las consultas realizadas.

3. El documento de alcance del estudio ambiental estratégico se 
pondrá a disposición del público a través de la sede electrónica del 
órgano ambiental y del órgano sustantivo.

Artículo 22. Consulta a las Administraciones públicas 
afectadas y a las personas interesadas 

1. Simultáneamente al trámite de información pública, el ór-
gano sustantivo someterá la versión inicial del plan o programa, 
acompañado del estudio ambiental estratégico, a consulta de las 
Administraciones Públicas afectadas y de las personas interesadas 
que hubieran sido previamente consultadas de conformidad con el 
artículo 19.

Estas consultas podrá realizarlas el promotor en lugar del ór-
gano sustantivo cuando, de acuerdo con la legislación sectorial, 
corresponda al promotor la tramitación administrativa del plan o 
programa.

La consulta a las Administraciones Públicas afectadas y a las 
personas interesadas se realizará por medios electrónicos o cua-
lesquiera otros, siempre que se acredite la realización de la con-
sulta.

2. Las Administraciones públicas afectadas, y las personas in-
teresadas dispondrán de un plazo mínimo de cuarenta y cinco días 
hábiles desde que se les somete la versión inicial del plan o progra-
ma, acompañado del estudio ambiental estratégico para emitir los 
informes y alegaciones que estimen pertinentes.

Artículo 22. Consulta a las Administraciones públicas afectadas y 
a las personas interesadas 

1. Simultáneamente al trámite de información pública, el órgano 
sustantivo someterá la versión inicial del plan o programa, acompa-
ñado del estudio ambiental estratégico, a consulta de las Administra-
ciones Públicas afectadas y de las personas interesadas que hubieran 
sido previamente consultadas de conformidad con el artículo 19.

Estas consultas podrá realizarlas el promotor en lugar del órga-
no sustantivo cuando, de acuerdo con la legislación sectorial, corres-
ponda al promotor la tramitación administrativa del plan o progra-
ma.

La consulta a las Administraciones Públicas afectadas y a las 
personas interesadas se realizará por medios electrónicos o cuales-
quiera otros, siempre que se acredite la realización de la consulta.

2. Las Administraciones públicas afectadas, y las personas in-
teresadas dispondrán de un plazo mínimo de treinta días hábiles 
desde que se les somete la versión inicial del plan o programa, 
acompañado del estudio ambiental estratégico para emitir los 
informes y alegaciones que estimen pertinentes.



Pág. 27 www.thomsonreuters.es

DOSSIER 
RD-LEY DE FONDOS EUROPEOS DE RECUPERACIÓN:  
PUNTO DE INFLEXIÓN PARA LA MODERNIZACIÓN JURÍDICO-INSTITUCIONAL

Artículo 25. Declaración ambiental estratégica 
1. El órgano ambiental, una vez finalizado el análisis técnico 

del expediente formulará la declaración ambiental estratégica, 
en el plazo de cuatro meses contados desde la recepción del ex-
pediente completo, prorrogables por dos meses más por razones 
justificadas debidamente motivadas y comunicadas al promotor y 
al órgano sustantivo.

2. La declaración ambiental estratégica tendrá la naturaleza 
de informe preceptivo, determinante y contendrá una exposición 
de los hechos que resuma los principales hitos del procedimiento 
incluyendo los resultados de la información pública, de las con-
sultas, en su caso, los de las consultas transfronterizas, así como 
de las determinaciones, medidas o condiciones finales que deban 
incorporarse en el plan o programa que finalmente se apruebe o 
adopte.

3. La declaración ambiental estratégica, una vez formulada, 
se remitirá para su publicación en el plazo de quince días hábi-
les al «Boletín Oficial del Estado» o diario oficial correspondiente, 
sin perjuicio de su publicación en la sede electrónica del órgano 
ambiental.

4. Contra la declaración ambiental estratégica no procederá 
recurso alguno sin perjuicio de los que, en su caso, procedan en 
vía judicial frente a la disposición de carácter general que hubiese 
aprobado el plan o programa, o bien de los que procedan en vía 
administrativa o judicial frente al acto, en su caso, de adopción o 
aprobación del plan o programa.

Artículo 25. Declaración ambiental estratégica 
1. El órgano ambiental, una vez finalizado el análisis técnico del 

expediente formulará la declaración ambiental estratégica, en el 
plazo de cuatro meses contados desde la recepción del expediente 
completo.

2. La declaración ambiental estratégica tendrá la naturaleza de 
informe preceptivo, determinante y contendrá una exposición de los 
hechos que resuma los principales hitos del procedimiento incluyen-
do los resultados de la información pública, de las consultas, en su 
caso, los de las consultas transfronterizas, así como de las determi-
naciones, medidas o condiciones finales que deban incorporarse en 
el plan o programa que finalmente se apruebe o adopte.

3. La declaración ambiental estratégica se publicará en el 
«Boletín Oficial del Estado» o diario oficial correspondiente, en el 
plazo de los diez días hábiles siguientes a partir de su formulación, sin 
perjuicio de su publicación en la sede electrónica del órgano ambiental.

4. Contra la declaración ambiental estratégica no procederá re-
curso alguno sin perjuicio de los que, en su caso, procedan en vía 
judicial frente a la disposición de carácter general que hubiese apro-
bado el plan o programa, o bien de los que procedan en vía adminis-
trativa o judicial frente al acto, en su caso, de adopción o aprobación 
del plan o programa.

Artículo 26. Publicidad de la adopción o aprobación del plan o 
programa 

1. El promotor incorporará el contenido de la declaración am-
biental estratégica en el plan o programa y, de acuerdo con lo pre-
visto en la legislación sectorial, lo someterá a la adopción o apro-
bación del órgano sustantivo.

2. En el plazo de quince días hábiles desde la adopción o 
aprobación del plan o programa, el órgano sustantivo remitirá 
para su publicación en el «Boletín Oficial del Estado» o diario 
oficial correspondiente la siguiente documentación:

a) La resolución por la que se adopta o aprueba el plan o pro-
grama, y una referencia a la dirección electrónica en la que el órga-
no sustantivo pondrá a disposición del público el contenido íntegro 
de dicho plan o programa.

b) Un extracto que incluya los siguientes aspectos:
1.º De qué manera se han integrado en el plan o programa los 

aspectos ambientales.
2.º Cómo se ha tomado en consideración en el plan o programa 

el estudio ambiental estratégico, los resultados de la información 
pública y de las consultas, incluyendo en su caso las consultas 
transfronterizas y la declaración ambiental estratégica, así como, 
cuando proceda, las discrepancias que hayan podido surgir en el 
proceso.

3.º Las razones de la elección de la alternativa seleccionada, en 
relación con las alternativas consideradas.

c) Las medidas adoptadas para el seguimiento de los efectos 
en el medio ambiente de la aplicación del plan o programa.

Artículo 26. Publicidad de la adopción o aprobación del plan o 
programa 

1. El promotor incorporará el contenido de la declaración ambiental 
estratégica en el plan o programa y, de acuerdo con lo previsto en 
la legislación sectorial, lo someterá a la adopción o aprobación del 
órgano sustantivo.

2. En el plazo de diez días hábiles desde la adopción o aprobación 
del plan o programa, el órgano sustantivo remitirá para su publicación 
en el «Boletín Oficial del Estado» o diario oficial correspondiente la 
siguiente documentación:

a) La resolución por la que se adopta o aprueba el plan o progra-
ma, y una referencia a la dirección electrónica en la que el órgano 
sustantivo pondrá a disposición del público el contenido íntegro de 
dicho plan o programa.

b) Un extracto que incluya los siguientes aspectos:

1.º De qué manera se han integrado en el plan o programa los 
aspectos ambientales.

2.º Cómo se ha tomado en consideración en el plan o programa 
el estudio ambiental estratégico, los resultados de la información 
pública y de las consultas, incluyendo en su caso las consultas trans-
fronterizas y la declaración ambiental estratégica, así como, cuando 
proceda, las discrepancias que hayan podido surgir en el proceso.

3.º Las razones de la elección de la alternativa seleccionada, en 
relación con las alternativas consideradas.

c) Las medidas adoptadas para el seguimiento de los efectos en 
el medio ambiente de la aplicación del plan o programa.
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Artículo 28. Modificación de la declaración ambiental 
estratégica 

1. La declaración ambiental estratégica de un plan o programa 
aprobado podrá modificarse cuando concurran circunstancias que 
determinen la incorrección de la declaración ambiental estratégi-
ca, incluidas las que surjan durante el procedimiento de evalua-
ción de impacto ambiental, tanto por hechos o circunstancias de 
acaecimiento posterior a esta última como por hechos o circuns-
tancias anteriores que, en su momento, no fueron o no pudieron 
ser objeto de la adecuada valoración.

2. El procedimiento de modificación de la declaración ambien-
tal estratégica podrá iniciarse de oficio o a solicitud del promotor.

El órgano ambiental iniciará dicho procedimiento de oficio, 
bien por propia iniciativa o a petición razonada del órgano sustan-
tivo, o por denuncia, mediante acuerdo.

En el caso de que se haya recibido petición razonada o denun-
cia, el órgano ambiental deberá pronunciarse sobre la procedencia 
de acordar el inicio del procedimiento en el plazo de veinte días  
hábiles desde la recepción de la petición o de la denuncia.

3. En el plazo de veinte días hábiles desde la recepción de la 
solicitud del promotor de inicio de la modificación de la declara-
ción ambiental estratégica, el órgano ambiental podrá resolver 
motivadamente su inadmisión. Frente a esta resolución podrán, en 
su caso, interponerse los recursos legalmente procedentes en vía 
administrativa o judicial, en su caso.

4. El órgano ambiental consultará, por el plazo mínimo de cua-
renta y cinco días hábiles, al promotor, al órgano sustantivo y a las 
Administraciones Públicas afectadas y personas interesadas pre-
viamente consultadas de acuerdo con el artículo 22, al objeto de 
que emitan los informes y formulen cuantas alegaciones estimen 
oportunas y aporten cuantos documentos estimen precisos. La 
consulta se realizará por medios electrónicos o cualesquiera otros, 
siempre que se acredite la realización de la consulta.

Transcurrido el plazo sin que se hayan recibido los informes y 
alegaciones de las Administraciones públicas afectadas, y de las 
personas interesadas, el procedimiento de modificación continua-
rá si el órgano ambiental cuenta con elementos de juicio suficien-
tes para ello. En este caso, no se tendrán en cuenta los informes y 
alegaciones que se reciban posteriormente.

Si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio sufi-
cientes para continuar con el procedimiento de modificación, bien 
porque no se hubiesen recibido los informes de las Administraciones 
públicas afectadas, o bien porque habiéndose recibido estos resul-
tasen insuficientes para decidir, requerirá personalmente al titular 
del órgano jerárquicamente superior de aquel que tendría que emitir 
el informe, para que en el plazo de diez días hábiles contados a par-
tir del requerimiento, ordene al órgano competente la remisión de los 
informes en el plazo de diez días hábiles, sin perjuicio de la responsa-
bilidad en que incurra el responsable de la demora. El requerimiento 
efectuado se comunicará al órgano sustantivo y al promotor y sus-
pende el plazo previsto para que el órgano ambiental se pronuncie 
sobre la modificación de la declaración ambiental estratégica.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración 
competente la formulación de los informes, a través del procedi-
miento previsto en el artículo 29.1  de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
de Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Artículo 28. Modificación de la declaración ambiental estratégica 
1. La declaración ambiental estratégica de un plan o programa 

aprobado podrá modificarse cuando concurran circunstancias que 
determinen la incorrección de la declaración ambiental estratégi-
ca, incluidas las que surjan durante el procedimiento de evaluación 
de impacto ambiental, tanto por hechos o circunstancias de acae-
cimiento posterior a esta última como por hechos o circunstancias 
anteriores que, en su momento, no fueron o no pudieron ser objeto 
de la adecuada valoración.

2. El procedimiento de modificación de la declaración ambiental 
estratégica podrá iniciarse de oficio o a solicitud del promotor.

El órgano ambiental iniciará dicho procedimiento de oficio, bien 
por propia iniciativa o a petición razonada del órgano sustantivo, o 
por denuncia, mediante acuerdo.

En el caso de que se haya recibido petición razonada o denuncia, 
el órgano ambiental deberá pronunciarse sobre la procedencia de 
acordar el inicio del procedimiento en el plazo de veinte días hábiles 
desde la recepción de la petición o de la denuncia.

3. En el plazo de veinte días hábiles desde la recepción de la so-
licitud del promotor de inicio de la modificación de la declaración 
ambiental estratégica, el órgano ambiental podrá resolver motiva-
damente su inadmisión. Frente a esta resolución podrán, en su caso, 
interponerse los recursos legalmente procedentes en vía administra-
tiva o judicial, en su caso.

4. El órgano ambiental consultará, por el plazo mínimo de trein-
ta días hábiles, al promotor, al órgano sustantivo y a las Adminis-
traciones Públicas afectadas y personas interesadas previamente 
consultadas de acuerdo con el artículo 22, al objeto de que emitan 
los informes y formulen cuantas alegaciones estimen oportunas y 
aporten cuantos documentos estimen precisos. La consulta se rea-
lizará por medios electrónicos o cualesquiera otros, siempre que se 
acredite la realización de la consulta.

Transcurrido el plazo sin que se hayan recibido los informes y ale-
gaciones de las Administraciones públicas afectadas, y de las perso-
nas interesadas, el procedimiento de modificación continuará si el 
órgano ambiental cuenta con elementos de juicio suficientes para 
ello. En este caso, no se tendrán en cuenta los informes y alegaciones 
que se reciban posteriormente.

Si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio sufi-
cientes para continuar con el procedimiento de modificación, bien 
porque no se hubiesen recibido los informes de las Administraciones 
públicas afectadas, o bien porque habiéndose recibido estos resulta-
sen insuficientes para decidir, requerirá personalmente al titular del 
órgano jerárquicamente superior de aquel que tendría que emitir el 
informe, para que en el plazo de diez días hábiles contados a partir del 
requerimiento, ordene al órgano competente la remisión de los infor-
mes en el plazo de diez días hábiles, sin perjuicio de la responsabilidad 
en que incurra el responsable de la demora. El requerimiento efectua-
do se comunicará al órgano sustantivo y al promotor y suspende el 
plazo previsto para que el órgano ambiental se pronuncie sobre la 
modificación de la declaración ambiental estratégica.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración 
competente la formulación de los informes, a través del procedimiento 
previsto en el artículo 29.1  de la Ley 29/1998, de 13 de julio, de Juris-
dicción Contencioso-Administrativa.

5. El órgano ambiental, en un plazo de tres meses contados 
desde el inicio del procedimiento, resolverá sobre la modificación 
de la declaración ambiental estratégica que en su día se formuló.

6. La decisión del órgano ambiental sobre la modificación ten-
drá carácter determinante y no recurrible sin perjuicio de los recur-
sos en vía administrativa o judicial que, en su caso, procedan fren-
te a los actos o disposiciones que, posterior y consecuentemente, 
puedan dictarse. Tal decisión se notificará al promotor y al órgano 
sustantivo y deberá ser remitida para su publicación en el plazo de 
quince días hábiles al «Boletín Oficial del Estado» o diario oficial 
correspondiente, sin perjuicio de su publicación en la sede electró-
nica del órgano ambiental.

5. El órgano ambiental, en un plazo de dos meses contados des-
de el inicio del procedimiento, resolverá sobre la modificación de la 
declaración ambiental estratégica que en su día se formuló.

6. La decisión del órgano ambiental sobre la modificación tendrá 
carácter determinante y no recurrible sin perjuicio de los recursos en 
vía administrativa o judicial que, en su caso, procedan frente a los 
actos o disposiciones que, posterior y consecuentemente, puedan 
dictarse. Tal decisión se notificará al promotor y al órgano sustantivo 
y deberá ser remitida para su publicación en el plazo de quince días 
hábiles al «Boletín Oficial del Estado» o diario oficial correspondien-
te, sin perjuicio de su publicación en la sede electrónica del órgano 
ambiental.
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SECCIÓN 2ª. Procedimiento de evaluación ambiental 
estratégica simplificada para la emisión del informe 
ambiental estratégico [arts. 29 a 32]

SECCIÓN 2ª. Procedimiento de evaluación ambiental 
estratégica simplificada para la emisión del informe 
ambiental estratégico [arts. 29 a 32]

Artículo 30. Consultas a las Administraciones públicas 
afectadas y a las personas interesadas 

1. El órgano ambiental consultará a las Administraciones pú-
blicas afectadas y a las personas interesadas, poniendo a su dispo-
sición el documento ambiental estratégico y el borrador del plan 
o programa.

2. Las Administraciones públicas afectadas y las perso-
nas interesadas consultadas deberán pronunciarse en el plazo 
máximo de cuarenta y cinco días hábiles desde la recepción de 
la solicitud de informe. Transcurrido este plazo sin que se haya 
recibido el pronunciamiento, el procedimiento continuará si el 
órgano ambiental cuenta con elementos de juicio suficientes para 
formular el informe ambiental estratégico. En este caso, no se ten-
drán en cuenta los pronunciamientos antes referidos que se reciban 
posteriormente.

Si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio su-
ficientes, bien porque no se hubiesen recibido los informes de las 
Administraciones públicas afectadas que resulten relevantes, o 
bien porque habiéndose recibido éstos resultasen insuficientes 
para decidir, requerirá personalmente al titular del órgano jerár-
quicamente superior de aquel que tendría que emitir el informe, 
para que en el plazo de diez días hábiles, contados a partir de la re-
cepción del requerimiento, ordene al órgano competente la entrega 
del correspondiente informe en el plazo de diez días hábiles, sin per-
juicio de las responsabilidades en que pudiera incurrir el responsable 
de la demora. El requerimiento efectuado se comunicará al órgano 
sustantivo y al promotor y suspende el plazo.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración 
competente la emisión del informe, a través del procedimiento 
previsto en el artículo 29.1  de la Ley 29/1998, de 13 julio de la Ju-
risdicción Contencioso-Administrativa.

Artículo 30. Consultas a las Administraciones públicas afectadas 
y a las personas interesadas 

1. El órgano ambiental consultará a las Administraciones públi-
cas afectadas y a las personas interesadas, poniendo a su disposición 
el documento ambiental estratégico y el borrador del plan o progra-
ma.

2. Las Administraciones públicas afectadas y las personas inte-
resadas consultadas deberán pronunciarse en el plazo máximo de 
veinte días hábiles desde la recepción de la solicitud de informe. 
Transcurrido este plazo sin que se haya recibido el pronunciamiento, 
el procedimiento continuará si el órgano ambiental cuenta 
con elementos de juicio suficientes para formular el informe 
ambiental estratégico. En este caso, no se tendrán en cuenta los 
pronunciamientos antes referidos que se reciban posteriormente.

Si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio sufi-
cientes, bien porque no se hubiesen recibido los informes de las Ad-
ministraciones públicas afectadas que resulten relevantes, o bien 
porque habiéndose recibido éstos resultasen insuficientes para de-
cidir, requerirá personalmente al titular del órgano jerárquicamen-
te superior de aquel que tendría que emitir el informe, para que en 
el plazo de diez días hábiles, contados a partir de la recepción del 
requerimiento, ordene al órgano competente la entrega del corres-
pondiente informe en el plazo de diez días hábiles, sin perjuicio de 
las responsabilidades en que pudiera incurrir el responsable de la 
demora. El requerimiento efectuado se comunicará al órgano sus-
tantivo y al promotor y suspende el plazo.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración 
competente la emisión del informe, a través del procedimiento pre-
visto en el artículo 29.1  de la Ley 29/1998, de 13 julio de la Jurisdic-
ción Contencioso-Administrativa.
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Artículo 31. Informe ambiental estratégico 
1. El órgano ambiental formulará el informe ambiental estraté-

gico en el plazo de cuatro meses contados desde la recepción de 
la solicitud de inicio y de los documentos que la deben acompañar.

2. El órgano ambiental, teniendo en cuenta el resultado de las 
consultas realizadas y de conformidad con los criterios estableci-
dos en el anexo V, resolverá mediante la emisión del informe am-
biental estratégico, que podrá determinar que:

a) El plan o programa debe someterse a una evaluación am-
biental estratégica ordinaria porque puedan tener efectos signifi-
cativos sobre el medio ambiente. En este caso el órgano ambiental 
elaborará el documento de alcance del estudio ambiental estraté-
gico, teniendo en cuenta el resultado de las consultas realizadas 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 30, y no será preciso 
realizar las consultas reguladas en el artículo 19.

Esta decisión se notificará al promotor junto con el documento 
de alcance y el resultado de las consultas realizadas para que ela-
bore el estudio ambiental estratégico y continúe con la tramitación 
prevista en los artículos 21 y siguientes.

b) El plan o programa no tiene efectos significativos sobre el 
medio ambiente, en los términos establecidos en el informe am-
biental estratégico.

3. El informe ambiental estratégico, una vez formulado, se re-
mitirá por el órgano ambiental para su publicación en el plazo de 
quince días hábiles al «Boletín Oficial del Estado» o diario oficial 
correspondiente, sin perjuicio de su publicación en la sede electró-
nica del órgano ambiental.

4. En el supuesto previsto en el apartado 1 letra b) el informe 
ambiental estratégico perderá su vigencia y cesará en la produc-
ción de los efectos que le son propios si, una vez publicado en el 
«Boletín Oficial del Estado» o diario oficial correspondiente, no se 
hubiera procedido a la aprobación del plan o programa en el plazo 
máximo de cuatro años desde su publicación. En tales casos, el 
promotor deberá iniciar nuevamente el procedimiento de evalua-
ción ambiental estratégica simplificada del plan o programa.

5. El informe ambiental estratégico no será objeto de recurso 
alguno sin perjuicio de los que, en su caso, procedan en vía judicial 
frente a la disposición de carácter general que hubiese aprobado 
el plan o programa, o bien, sin perjuicio de los que procedan en vía 
administrativa frente al acto, en su caso, de aprobación del plan o 
programa.

Artículo 31. Informe ambiental estratégico 
1. El órgano ambiental formulará el informe ambiental estratégi-

co en el plazo de tres meses contados desde la recepción de la solici-
tud de inicio y de los documentos que la deben acompañar.

2. El órgano ambiental, teniendo en cuenta el resultado de las 
consultas realizadas y de conformidad con los criterios establecidos 
en el anexo V, resolverá mediante la emisión del informe ambiental 
estratégico, que podrá determinar que:

a) El plan o programa debe someterse a una evaluación ambien-
tal estratégica ordinaria porque puedan tener efectos significativos 
sobre el medio ambiente. En este caso el órgano ambiental elaborará 
el documento de alcance del estudio ambiental estratégico, teniendo 
en cuenta el resultado de las consultas realizadas de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 30, y no será preciso realizar las consultas 
reguladas en el artículo 19.

Esta decisión se notificará al promotor junto con el documento de 
alcance y el resultado de las consultas realizadas para que elabore el 
estudio ambiental estratégico y continúe con la tramitación prevista 
en los artículos 21 y siguientes.

b) El plan o programa no tiene efectos significativos sobre el me-
dio ambiente, en los términos establecidos en el informe ambiental 
estratégico.

3. El informe de impacto ambiental se publicará en el «Bole-
tín Oficial del Estado» o diario oficial correspondiente, en el plazo 
de los diez días hábiles siguientes a partir de su formulación, sin 
perjuicio de su publicación en la sede electrónica del órgano am-
biental.

4. En el supuesto previsto en el apartado 1 letra b) el informe am-
biental estratégico perderá su vigencia y cesará en la producción de 
los efectos que le son propios si, una vez publicado en el «Boletín 
Oficial del Estado» o diario oficial correspondiente, no se hubiera 
procedido a la aprobación del plan o programa en el plazo máximo 
de cuatro años desde su publicación. En tales casos, el promotor de-
berá iniciar nuevamente el procedimiento de evaluación ambiental 
estratégica simplificada del plan o programa.

5. El informe ambiental estratégico no será objeto de recurso al-
guno sin perjuicio de los que, en su caso, procedan en vía judicial 
frente a la disposición de carácter general que hubiese aprobado 
el plan o programa, o bien, sin perjuicio de los que procedan en vía 
administrativa frente al acto, en su caso, de aprobación del plan o 
programa.

Artículo 32. Publicidad de la adopción o aprobación del plan o 
programa 

En el plazo de quince días hábiles desde la aprobación del plan 
o programa, el órgano sustantivo remitirá para su publicación en 
el «Boletín Oficial del Estado» o diario oficial correspondiente la 
siguiente documentación:

a) La resolución por la que se adopta o aprueba el plan o pro-
grama aprobado, y una referencia a la dirección electrónica en la 
que el órgano sustantivo pondrá a disposición del público el conte-
nido íntegro de dicho plan o programa.

b) Una referencia al «Boletín Oficial del Estado» o diario oficial 
correspondiente en el que se ha publicado el informe ambiental 
estratégico.

Artículo 32. Publicidad de la adopción o aprobación del plan o 
programa 

En el plazo de diez días hábiles desde la aprobación del plan 
o programa, el órgano sustantivo remitirá para su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado» o diario oficial correspondiente la si-
guiente documentación:

a) La resolución por la que se adopta o aprueba el plan o progra-
ma aprobado, y una referencia a la dirección electrónica en la que 
el órgano sustantivo pondrá a disposición del público el contenido 
íntegro de dicho plan o programa.

b) Una referencia al «Boletín Oficial del Estado» o diario oficial 
correspondiente en el que se ha publicado el informe ambiental es-
tratégico.
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CAPÍTULO II. Evaluación de impacto ambiental de 
proyectos [arts. 33 a 48]

CAPÍTULO II. Evaluación de impacto ambiental de 
proyectos [arts. 33 a 48]

SECCIÓN 1ª. Procedimiento de evaluación de impacto 
ambiental ordinaria para la formulación de la 
declaración de impacto ambiental [arts. 33 a 44]

SECCIÓN 1ª. Procedimiento de evaluación de impacto 
ambiental ordinaria para la formulación de la declaración 
de impacto ambiental [arts. 33 a 44]

Artículo 33. Trámites y plazos de la evaluación de impacto 
ambiental ordinaria 

1. La evaluación de impacto ambiental ordinaria constará de 
los siguientes trámites:

a) Elaboración del estudio de impacto ambiental por el pro-
motor.

b) Sometimiento del proyecto y del estudio de impacto am-
biental a información pública y consultas a las Administraciones 
Públicas afectadas y personas interesadas, por el órgano sustan-
tivo.

c) Análisis técnico del expediente por el órgano ambiental.
d) Formulación de la declaración de impacto ambiental por el 

órgano ambiental.
e) Integración del contenido de la declaración de impacto am-

biental en la autorización del proyecto por el órgano sustantivo.
2. Con carácter potestativo, el promotor podrá solicitar, de con-

formidad con el artículo 34, que el órgano ambiental elabore el 
documento de alcance del estudio de impacto ambiental. El plazo 
máximo para su elaboración es de tres meses.

3. Con carácter obligatorio, el órgano sustantivo, dentro del 
procedimiento sustantivo de autorización del proyecto, realizará 
los trámites de información pública y de consultas a las Adminis-
traciones Públicas afectadas y a las personas interesadas.

Los trámites de información pública y de consultas tendrán 
una vigencia de un año desde su finalización. Transcurrido este 
plazo sin que el órgano sustantivo haya dado traslado del expe-
diente al órgano ambiental, de conformidad con el artículo 39.4, 
para la evaluación de impacto ambiental ordinaria, el órgano sus-
tantivo declarará la caducidad de los citados trámites.

4. El análisis técnico del expediente de impacto ambiental y la 
formulación de la declaración de impacto ambiental se realizarán 
en el plazo de cuatro meses, contados desde la recepción com-
pleta del expediente de impacto ambiental. Este plazo podrá pro-
rrogarse por dos meses adicionales debido a razones justificadas, 
debidamente motivadas.

Artículo 33. Trámites y plazos de la evaluación de impacto 
ambiental ordinaria 

1. La evaluación de impacto ambiental ordinaria constará de los 
siguientes trámites:

a) Elaboración del estudio de impacto ambiental por el promotor.
b) Sometimiento del proyecto y del estudio de impacto ambien-

tal a información pública y consultas a las Administraciones Públicas 
afectadas y personas interesadas, por el órgano sustantivo.

c) Análisis técnico del expediente por el órgano ambiental.
d) Formulación de la declaración de impacto ambiental por el 

órgano ambiental.
e) Integración del contenido de la declaración de impacto am-

biental en la autorización del proyecto por el órgano sustantivo.
2. Con carácter potestativo, el promotor podrá solicitar, de con-

formidad con el artículo 34, que el órgano ambiental elabore el docu-
mento de alcance del estudio de impacto ambiental. El plazo máxi-
mo para su elaboración es de dos meses.

3. Con carácter obligatorio, el órgano sustantivo, dentro del pro-
cedimiento sustantivo de autorización del proyecto, realizará los trá-
mites de información pública y de consultas a las Administraciones 
Públicas afectadas y a las personas interesadas.

Los trámites de información pública y de consultas tendrán una 
vigencia de un año desde su finalización. Transcurrido este plazo sin 
que el órgano sustantivo haya dado traslado del expediente al órga-
no ambiental, de conformidad con el artículo 39.4, para la evaluación 
de impacto ambiental ordinaria, el órgano sustantivo declarará la ca-
ducidad de los citados trámites.

4. El análisis técnico del expediente de impacto ambiental y la 
formulación de la declaración de impacto ambiental se realizarán en 
el plazo de cuatro meses, contados desde la recepción completa del 
expediente de impacto ambiental.

Artículo 34. Actuaciones previas: consultas a las 
Administraciones públicas afectadas y a las personas 
interesadas y elaboración del documento de alcance del 
estudio de impacto ambiental 

1. Con anterioridad al inicio del procedimiento de evaluación de 
impacto ambiental ordinaria, el promotor podrá solicitar al órgano 
ambiental que elabore un documento de alcance del estudio de 
impacto ambiental. El plazo máximo para la elaboración del docu-
mento de alcance es de tres meses contados desde la recepción de 
la solicitud del documento de alcance.

2. Para ello, el promotor presentará ante el órgano sustantivo 
una solicitud de determinación del alcance del estudio de impacto 
ambiental, acompañada del documento inicial del proyecto, que 
contendrá, como mínimo, la siguiente información:

a) La definición y las características específicas del proyecto, 
incluida su ubicación, viabilidad técnica y su probable impacto 
sobre el medio ambiente, así como un análisis preliminar de los 
efectos previsibles sobre los factores ambientales derivados de la 
vulnerabilidad del proyecto ante riesgos de accidentes graves o de 
catástrofes. (CONTINUA PÁG. SIGUENTE)

Artículo 34. Actuaciones previas: consultas a las 
Administraciones públicas afectadas y a las personas interesadas 
y elaboración del documento de alcance del estudio de impacto 
ambiental 

1. Con anterioridad al inicio del procedimiento de evaluación de 
impacto ambiental ordinaria, el promotor podrá solicitar al órgano 
ambiental que elabore un documento de alcance del estudio de im-
pacto ambiental. El plazo máximo para la elaboración del documen-
to de alcance es de dos meses contados desde la recepción de la 
solicitud del documento de alcance.

2. Para ello, el promotor presentará ante el órgano sustantivo 
una solicitud de determinación del alcance del estudio de impacto 
ambiental, acompañada del documento inicial del proyecto, que 
contendrá, como mínimo, la siguiente información:

a) La definición y las características específicas del proyecto, in-
cluida su ubicación, viabilidad técnica y su probable impacto sobre el 
medio ambiente, así como un análisis preliminar de los efectos previ-
sibles sobre los factores ambientales derivados de la vulnerabilidad 
del proyecto ante riesgos de accidentes graves o de catástrofes.
(CONTINUA PÁG. SIGUENTE)
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b) Las principales alternativas que se consideran y un análisis 
de los potenciales impactos de cada una de ellas.

c) Un diagnóstico territorial y del medio ambiente afectado por 
el proyecto.

El órgano sustantivo, una vez comprobada formalmente la 
adecuación de la documentación presentada, la remitirá, en el 
plazo de diez días hábiles, al órgano ambiental para que elabore 
el documento de alcance del estudio de impacto ambiental.

Si la documentación inicial presentada por el promotor junto 
con la solicitud careciera de la información exigible o fuera insu-
ficiente para poder efectuar las consultas a las Administraciones 
Públicas afectadas, se requerirá al promotor para que en el pla-
zo improrrogable de diez días, subsane la falta de información o 
acompañe la documentación necesaria, con indicación de que si 
así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su solicitud.

3. Para la elaboración del documento de alcance del estudio de 
impacto ambiental, el órgano ambiental consultará a las Adminis-
traciones públicas afectadas y a las personas interesadas.

4. Las Administraciones públicas afectadas y las personas in-
teresadas consultadas deberán pronunciarse en el plazo máximo 
de treinta días hábiles desde la recepción de la documentación.

Transcurrido este plazo sin que se hayan recibido estos pro-
nunciamientos, el procedimiento continuará si el órgano ambien-
tal cuenta con elementos de juicio suficientes para elaborar el 
documento de alcance del estudio de impacto ambiental. En este 
caso, no se tendrán en cuenta los pronunciamientos antes referi-
dos que se reciban posteriormente.

Si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio suficien-
tes, bien porque no se hubiesen recibido los informes de las Adminis-
traciones públicas afectadas que resulten relevantes, o bien porque 
habiéndose recibido estos resultasen insuficientes para decidir, re-
querirá personalmente al titular del órgano jerárquicamente superior 
de aquel que tendría que emitir el informe, para que en el plazo de 
diez días hábiles, contados a partir de la recepción del requerimiento, 
ordene al órgano competente la entrega del correspondiente informe 
en el plazo de diez días hábiles, sin perjuicio de las responsabilidades 
en que pudiera incurrir el responsable de la demora.

El requerimiento efectuado se comunicará al órgano sustanti-
vo y al promotor, y suspende el plazo previsto para la elaboración 
del documento de alcance.

Si transcurrido el plazo otorgado al efecto en el párrafo ante-
rior, el órgano ambiental no ha recibido los informes de las Ad-
ministraciones públicas afectadas que resulten relevantes para 
la determinación del alcance del estudio de impacto ambiental, 
el órgano ambiental elaborará el documento de alcance haciendo 
constar la ausencia de los informes solicitados para conocimiento 
del promotor y del órgano sustantivo.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración 
competente la emisión del informe, a través del procedimiento 
previsto en el artículo 29.1  de la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

5. Recibidas las contestaciones a las consultas, el órgano am-
biental elaborará y remitirá al promotor y al órgano sustantivo el 
documento de alcance del estudio de impacto ambiental, junto 
con las contestaciones recibidas a las consultas realizadas dentro 
del plazo establecido en el artículo 33.2.a).

El documento de alcance del estudio de impacto ambiental 
será válido durante el plazo de dos años a partir del día siguiente

potenciales impactos de cada una de ellas.
c) Un diagnóstico territorial y del medio ambiente afectado por 

el proyecto.
El órgano sustantivo, una vez comprobada formalmente la ade-

cuación de la documentación presentada, la remitirá, en el plazo de 
diez días hábiles, al órgano ambiental para que elabore el documen-
to de alcance del estudio de impacto ambiental.

Si la documentación inicial presentada por el promotor junto con 
la solicitud careciera de la información exigible o fuera insuficiente 
para poder efectuar las consultas a las Administraciones Públicas 
afectadas, se requerirá al promotor para que, en el plazo improrro-
gable de diez días, subsane la falta de información o acompañe la 
documentación necesaria, con indicación de que, si así no lo hiciera, 
se le tendrá por desistido de su solicitud.

3. Para la elaboración del documento de alcance del estudio de 
impacto ambiental, el órgano ambiental consultará a las Adminis-
traciones públicas afectadas y a las personas interesadas.

4. Las Administraciones públicas afectadas y las personas inte-
resadas consultadas deberán pronunciarse en el plazo máximo de 
veinte días hábiles desde la recepción de la documentación.

Transcurrido este plazo sin que se hayan recibido estos pro-
nunciamientos, el procedimiento continuará si el órgano ambiental 
cuenta con elementos de juicio suficientes para elaborar el docu-
mento de alcance del estudio de impacto ambiental. En este caso, 
no se tendrán en cuenta los pronunciamientos antes referidos que se 
reciban posteriormente.

Si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio suficien-
tes, bien porque no se hubiesen recibido los informes de las Adminis-
traciones públicas afectadas que resulten relevantes, o bien porque 
habiéndose recibido estos resultasen insuficientes para decidir, re-
querirá personalmente al titular del órgano jerárquicamente superior 
de aquel que tendría que emitir el informe, para que en el plazo de 
diez días hábiles, contados a partir de la recepción del requerimiento, 
ordene al órgano competente la entrega del correspondiente informe 
en dicho plazo, sin perjuicio de las responsabilidades en que pudiera 
incurrir el responsable de la demora.

El requerimiento efectuado se comunicará al órgano sustantivo 
y al promotor, y suspende el plazo previsto para la elaboración del 
documento de alcance.

Si transcurrido el plazo de diez días hábiles otorgado al efec-
to, el órgano ambiental no ha recibido los informes de las Adminis-
traciones públicas afectadas que resulten relevantes para la deter-
minación del alcance del estudio de impacto ambiental, el órgano 
ambiental elaborará el documento de alcance haciendo constar la 
ausencia de los informes solicitados para conocimiento del promotor 
y del órgano sustantivo.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración 
competente la emisión del informe, a través del procedimiento pre-
visto en el artículo 29.1 de la Ley 9/1998, de 13 de julio, de la Jurisdic-
ción Contencioso-Administrativa.

5. Recibidas las contestaciones a las consultas, el órgano am-
biental elaborará y remitirá al promotor y al órgano sustantivo el do-
cumento de alcance del estudio de impacto ambiental, junto con las 
contestaciones recibidas a las consultas realizadas dentro del plazo 
establecido en el artículo 33.2.a).

b) Las principales alternativas que se consideran y un análisis de 
los El documento de alcance del estudio de impacto ambiental será 
válido durante el plazo de dos años a partir del día siguiente al de su

al de su notificación al promotor. Perderá su validez una vez que 
transcurra dicho plazo sin que se haya presentado ante el órgano 
sustantivo el estudio de impacto ambiental para iniciar el procedi-
miento de evaluación de impacto ambiental ordinaria.

6. Cuando el proyecto debe someterse a una evaluación de 
impacto ambiental ordinaria en virtud de lo dispuesto en el artí-
culo 47.2.a) el órgano ambiental tendrá en cuenta el resultado de 
las consultas realizadas conforme al artículo 46 y no será preciso 
realizar nuevas consultas para la elaboración del documento de 
alcance del estudio de impacto ambiental.

notificación al promotor. Perderá su validez una vez que transcurra 
dicho plazo sin que se haya presentado ante el órgano sustantivo el 
estudio de impacto ambiental para iniciar el procedimiento de eva-
luación de impacto ambiental ordinaria.

6. Cuando el proyecto debe someterse a una evaluación de im-
pacto ambiental ordinaria en virtud de lo dispuesto en el artículo 
47.2.a) el órgano ambiental tendrá en cuenta el resultado de las con-
sultas realizadas conforme al artículo 46 y no será preciso realizar 
nuevas consultas para la elaboración del documento de alcance del 
estudio de impacto ambiental.
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Artículo 40. Análisis técnico del expediente
1. El órgano ambiental realizará un análisis formal del expe-

diente de evaluación de impacto ambiental y comprobará que está 
completo.

Si de este análisis resulta que no constan en el expediente los 
informes previstos en el apartado 37.2, o que la información públi-
ca o las consultas a las Administraciones Públicas afectadas y a las 
personas interesadas no se han realizado conforme a lo estable-
cido en esta ley, o que el estudio de impacto ambiental elaborado 
por el promotor resulta incompleto por omisión de alguno de los 
apartados específicos contemplados en el artículo 35.1, el órgano 
ambiental requerirá al órgano sustantivo para que subsane el ex-
pediente en el plazo de tres meses, quedando suspendido el plazo 
para la formulación de la declaración de impacto ambiental.

Si transcurridos tres meses, el órgano sustantivo no hubiera 
remitido la información solicitada, o si una vez presentado el expe-
diente siguiera estando incompleto, el órgano ambiental dará por 
finalizada la evaluación de impacto ambiental ordinaria, notifican-
do al promotor y al órgano sustantivo la resolución de terminación. 
Contra esta resolución podrán interponerse los recursos legalmen-
te procedentes en vía administrativa y judicial en su caso.

2. Una vez completado formalmente el expediente, el órgano 
ambiental efectuará el análisis técnico del expediente.

Si durante este análisis comprobase que alguno de los infor-
mes preceptivos a los que se refiere el artículo 37.2 o los apartados 
específicos contemplados en el artículo 35.1, no resulta suficiente 
para disponer de los elementos de juicio necesarios para poder 
realizar la evaluación de impacto ambiental, el órgano ambiental 
se dirigirá al órgano sustantivo para que se completen los infor-
mes.

Si transcurridos tres meses el órgano sustantivo no hubiera 
remitido los informes solicitados o, si una vez presentados, su con-
tenido sigue resultando insuficiente, el órgano ambiental requeri-
rá personalmente al titular del órgano jerárquicamente superior 
de aquél que tendría que emitir el informe para que, en el plazo 
de diez días, contados a partir de la recepción del requerimiento, 
ordene al órgano competente la entrega del informe solicitado 
en el plazo de diez días, sin perjuicio de las responsabilidades en 
que pudiera incurrir el responsable de la demora. El requerimiento 
efectuado se comunicará al órgano sustantivo y al promotor, y sus-
penderá el plazo para la formulación de la declaración de impacto 
ambiental.

Si transcurrido el plazo de diez días el órgano ambiental no 
hubiese recibido el informe, el órgano ambiental comunicará al 
órgano sustantivo y al promotor la imposibilidad de continuar el 
procedimiento, dando por finalizada la evaluación de impacto am-
biental ordinaria, notificando al promotor y al órgano sustantivo la 
resolución de terminación. Contra esta resolución podrán interpo-
nerse los recursos legalmente procedentes en vía administrativa y 
judicial, en su caso.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración 
competente la emisión del informe a través del procedimiento pre-
visto en el artículo 29  de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

3. Asimismo, si durante el análisis técnico del expediente el ór-
gano ambiental apreciara:

Artículo 40. Análisis técnico del expediente
1. El órgano ambiental realizará un análisis formal del expediente 

de evaluación de impacto ambiental y comprobará que está com-
pleto.

Si de este análisis resulta que no constan en el expediente los 
informes previstos en el apartado 37.2, o que la información públi-
ca o las consultas a las Administraciones Públicas afectadas y a las 
personas interesadas no se han realizado conforme a lo establecido 
en esta ley, o que el estudio de impacto ambiental elaborado por el 
promotor resulta incompleto por omisión de alguno de los apartados 
específicos contemplados en el artículo 35.1, el órgano ambiental re-
querirá al órgano sustantivo para que subsane el expediente en el 
plazo de tres meses, quedando suspendido el plazo para la formula-
ción de la declaración de impacto ambiental.

Si transcurridos tres meses, el órgano sustantivo no hubiera re-
mitido la información solicitada, o si una vez presentado el expedien-
te siguiera estando incompleto, el órgano ambiental dará por fina-
lizada la evaluación de impacto ambiental ordinaria, notificando al 
promotor y al órgano sustantivo la resolución de terminación. Contra 
esta resolución podrán interponerse los recursos legalmente proce-
dentes en vía administrativa y judicial en su caso.

2. Una vez completado formalmente el expediente, el órgano 
ambiental efectuará el análisis técnico del expediente.

Si durante este análisis comprobase que alguno de los informes 
preceptivos a los que se refiere el artículo 37.2 o los apartados espe-
cíficos contemplados en el artículo 35.1, no resulta suficiente para 
disponer de los elementos de juicio necesarios para poder realizar la 
evaluación de impacto ambiental, el órgano ambiental se dirigirá al 
órgano sustantivo para que se completen los informes.

Si transcurridos dos meses el órgano sustantivo no hubiera remi-
tido los informes solicitados o, si una vez presentados, su contenido 
sigue resultando insuficiente, el órgano ambiental requerirá perso-
nalmente al titular del órgano jerárquicamente superior de aquél 
que tendría que emitir el informe para que, en el plazo de diez días, 
contados a partir de la recepción del requerimiento, ordene al órga-
no competente la entrega del informe solicitado en el plazo de diez 
días, sin perjuicio de las responsabilidades en que pudiera incurrir el 
responsable de la demora. El requerimiento efectuado se comunica-
rá al órgano sustantivo y al promotor, y suspenderá el plazo para la 
formulación de la declaración de impacto ambiental.

Si transcurrido el plazo de diez días el órgano ambiental no hu-
biese recibido el informe, el órgano ambiental comunicará al órgano 
sustantivo y al promotor la imposibilidad de continuar el procedi-
miento, dando por finalizada la evaluación de impacto ambiental 
ordinaria, notificando al promotor y al órgano sustantivo la resolu-
ción de terminación. Contra esta resolución podrán interponerse los 
recursos legalmente procedentes en vía administrativa y judicial, en 
su caso.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración 
competente la emisión del informe a través del procedimiento pre-
visto en el artículo 29  de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

3. Asimismo, si durante el análisis técnico del expediente el órga-
no ambiental apreciara:

a) que es necesaria información adicional relativa al estudio de 
impacto ambiental o, en su caso, que el contenido del estudio de 
impacto ambiental no es acorde con la información requerida en el 
documento de alcance; o bien

b) que el promotor no ha tenido debidamente en cuenta las 
alegaciones recibidas durante los trámites de información pública 
y consultas, requerirá al promotor, informando de ello al órgano 
sustantivo, para que complete la información que resulte impres-
cindible para la formulación de la declaración de impacto ambien-
tal. (CONTINUA PÁG. SIGUENTE)

a) que es necesaria información adicional relativa al estudio de 
impacto ambiental o, en su caso, que el contenido del estudio de 
impacto ambiental no es acorde con la información requerida en el 
documento de alcance; o bien

b) que el promotor no ha tenido debidamente en cuenta las ale-
gaciones recibidas durante los trámites de información pública y 
consultas, requerirá al promotor, informando de ello al órgano sus-
tantivo, para que complete la información que resulte imprescindible 
para la formulación de la declaración de impacto ambiental. 
(CONTINUA PÁG. SIGUENTE)
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Si transcurridos tres meses, el promotor no hubiera remitido la 
información requerida o, una vez presentada, esta siguiera siendo 
insuficiente, el órgano ambiental dará por finalizada la evaluación 
de impacto ambiental ordinaria, notificando al promotor y al órga-
no sustantivo la resolución de terminación. Contra esta resolución 
podrán interponerse los recursos legalmente procedentes en vía 
administrativa y judicial, en su caso. El plazo de tres meses previs-
to en este párrafo se podrá ampliar en casos excepcionales, debi-
damente motivados, a instancias del órgano sustantivo, y por un 
tiempo que no exceda de la mitad de dicho plazo.

4. Durante el análisis técnico del expediente el órgano ambien-
tal podrá recabar, en cualquier momento, ya sea directamente o 
a través del órgano sustantivo, el informe de organismos cientí-
ficos o académicos que resulten necesarios para disponer de los 
elementos de juicio suficientes para poder realizar la evaluación 
de impacto ambiental. Estos organismos deberán pronunciarse en 
el plazo de treinta días hábiles desde la recepción de la solicitud. 
El órgano ambiental trasladará copia de los informes recibidos al 
órgano sustantivo.

Si transcurrido el plazo de treinta días hábiles el órgano am-
biental no ha recibido los informes solicitados dará por finalizada 
la evaluación de impacto ambiental ordinaria, notificando al pro-
motor y al órgano sustantivo la resolución de terminación. Contra 
esta resolución podrán interponerse los recursos legalmente pro-
cedentes en vía administrativa y judicial, en su caso.

5. Si el órgano ambiental considera necesario que las Adminis-
traciones Públicas afectadas y las personas interesadas se pronun-
cien sobre la nueva información recibida en virtud de los apartados 
3 y 4, requerirá al órgano sustantivo para que realice una nueva 
consulta a las Administraciones Públicas afectadas y a las perso-
nas interesadas, que deberán pronunciarse en el plazo máximo de 
treinta días hábiles desde la recepción de la documentación, que-
dando suspendido el plazo para la formulación de la declaración 
de impacto ambiental.

Transcurrido el plazo de treinta días hábiles, el procedimiento 
continuará si el órgano ambiental cuenta con elementos de juicio 
suficientes para formular la declaración de impacto ambiental. En 
caso contrario, el órgano ambiental comunicará al órgano sustan-
tivo y al promotor la imposibilidad de continuar el procedimiento, 
dando por finalizada la evaluación de impacto ambiental ordina-
ria, notificando al promotor y al órgano sustantivo la resolución de 
terminación. Contra esta resolución podrán interponerse los recur-
sos legalmente procedentes en vía administrativa y judicial, en su 
caso.

El plazo de treinta días previsto en el párrafo anterior se podrá 
ampliar en casos excepcionales, debidamente motivados, a ins-
tancias del órgano sustantivo, y por un tiempo que no exceda de 
la mitad de dicho plazo.

Si transcurridos tres meses, el promotor no hubiera remitido la 
información requerida o, una vez presentada, esta siguiera siendo 
insuficiente, el órgano ambiental dará por finalizada la evaluación 
de impacto ambiental ordinaria, notificando al promotor y al órga-
no sustantivo la resolución de terminación. Contra esta resolución 
podrán interponerse los recursos legalmente procedentes en vía ad-
ministrativa y judicial, en su caso. El plazo de tres meses previsto en 
este párrafo se podrá ampliar en casos excepcionales, debidamente 
motivados, a instancias del órgano sustantivo, y por un tiempo que 
no exceda de la mitad de dicho plazo.

4. Durante el análisis técnico del expediente el órgano ambiental 
podrá recabar, en cualquier momento, ya sea directamente o a través 
del órgano sustantivo, el informe de organismos científicos o acadé-
micos que resulten necesarios para disponer de los elementos de jui-
cio suficientes para poder realizar la evaluación de impacto ambien-
tal. Estos organismos deberán pronunciarse en el plazo de treinta 
días hábiles desde la recepción de la solicitud. El órgano ambiental 
trasladará copia de los informes recibidos al órgano sustantivo.

Si transcurrido el plazo de treinta días hábiles el órgano ambien-
tal no ha recibido los informes solicitados dará por finalizada la eva-
luación de impacto ambiental ordinaria, notificando al promotor y al 
órgano sustantivo la resolución de terminación. Contra esta resolu-
ción podrán interponerse los recursos legalmente procedentes en vía 
administrativa y judicial, en su caso.

5. Si el órgano ambiental considera necesario que las Adminis-
traciones Públicas afectadas y las personas interesadas se pronun-
cien sobre la nueva información recibida en virtud de los apartados 
3 y 4, requerirá al órgano sustantivo para que realice una nueva con-
sulta a las Administraciones Públicas afectadas y a las personas in-
teresadas, que deberán pronunciarse en el plazo máximo de treinta 
días hábiles desde la recepción de la documentación, quedando sus-
pendido el plazo para la formulación de la declaración de impacto 
ambiental.

Transcurrido el plazo de treinta días hábiles, el procedimiento 
continuará si el órgano ambiental cuenta con elementos de juicio su-
ficientes para formular la declaración de impacto ambiental. En caso 
contrario, el órgano ambiental comunicará al órgano sustantivo y al 
promotor la imposibilidad de continuar el procedimiento, dando por 
finalizada la evaluación de impacto ambiental ordinaria, notifican-
do al promotor y al órgano sustantivo la resolución de terminación. 
Contra esta resolución podrán interponerse los recursos legalmente 
procedentes en vía administrativa y judicial, en su caso.

El plazo de treinta días previsto en el párrafo anterior se podrá 
ampliar en casos excepcionales, debidamente motivados, a instan-
cias del órgano sustantivo, y por un tiempo que no exceda de la mi-
tad de dicho plazo.
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Artículo 41. Declaración de impacto ambiental 
1. El órgano ambiental, una vez finalizado el análisis técnico 

del expediente de evaluación de impacto ambiental, formulará la 
declaración de impacto ambiental.

2. La declaración de impacto ambiental tendrá la naturale-
za de informe preceptivo y determinante, que concluirá sobre los 
efectos significativos del proyecto en el medio ambiente y, en su 
caso, establecerá las condiciones en las que puede desarrollarse 
para la adecuada protección de los factores enumerados en el ar-
tículo 35.1 c) durante la ejecución y la explotación y, en su caso, el 
cese, el desmantelamiento o demolición del proyecto, así como, en 
su caso, las medidas preventivas, correctoras y compensatorias. La 
declaración de impacto ambiental incluirá, al menos, el siguiente 
contenido:

a) La identificación del promotor del proyecto y del órgano sus-
tantivo, y la descripción del proyecto.

b) El resumen del resultado del trámite de información pública 
y de las consultas a las Administraciones Públicas afectadas y a 
las personas interesadas, y cómo se han tenido en consideración.

c) El resumen del análisis técnico realizado por el órgano am-
biental.

d) Si proceden, las condiciones que deban establecerse y las 
medidas que permitan prevenir, corregir y, en su caso, compensar 
los efectos adversos sobre el medio ambiente.

e) En su caso, la conclusión de la evaluación de las repercusio-
nes sobre la Red Natura 2000. Cuando se compruebe la existencia 
de un perjuicio a la integridad de la Red Natura 2000, se incluirá 
una referencia a la justificación documental efectuada por el pro-
motor de acuerdo con el artículo 35.1.c), segundo párrafo y, cuando 
procedan, las medidas compensatorias Red Natura 2000 que de-
ban establecerse en caso de concurrir las circunstancias previstas 
en el artículo 46  de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, de Patri-
monio Natural y de la Biodiversidad.

f) El programa de vigilancia ambiental.
g) Si procede, la creación de una comisión de seguimiento.
h) En caso de operaciones periódicas, la motivación de la de-

cisión y el plazo a que se refiere la disposición adicional décima.
i) En el caso de proyectos que vayan a causar a largo plazo una 

modificación hidromorfológica en una masa de agua superficial o 
una alteración del nivel en una masa de agua subterránea, se de-
terminará si de la evaluación practicada se ha deducido que ello 
impedirá que alcance el buen estado o potencial, o que ello su-
pondrá un deterioro de su estado o potencial de la masa de agua 
afectada. En caso afirmativo, la declaración incluirá además:

1.º Relación de todas las medidas factibles, que se hayan dedu-
cido de la evaluación, para paliar los efectos adversos del proyecto 
sobre el estado o potencial de las masas de agua afectadas.

2.º Referencia a la conformidad de la unidad competente en 
planificación hidrológica del organismo de cuenca con la evalua-
ción practicada y medidas mitigadoras señaladas.

3. La declaración de impacto ambiental, se remitirá para su pu-
blicación en el plazo de quince días al «Boletín Oficial del Estado» 
o diario oficial correspondiente, sin perjuicio de su publicación en 
la sede electrónica del órgano ambiental.

Artículo 41. Declaración de impacto ambiental 
1. El órgano ambiental, una vez finalizado el análisis técnico del 

expediente de evaluación de impacto ambiental, formulará la decla-
ración de impacto ambiental.

2. La declaración de impacto ambiental tendrá la naturaleza 
de informe preceptivo y determinante, que concluirá sobre los efec-
tos significativos del proyecto en el medio ambiente y, en su caso, 
establecerá las condiciones en las que puede desarrollarse para la 
adecuada protección de los factores enumerados en el artículo 35.1 
c) durante la ejecución y la explotación y, en su caso, el cese, el des-
mantelamiento o demolición del proyecto, así como, en su caso, las 
medidas preventivas, correctoras y compensatorias. La declaración 
de impacto ambiental incluirá, al menos, el siguiente contenido:

a) La identificación del promotor del proyecto y del órgano sus-
tantivo, y la descripción del proyecto.

b) El resumen del resultado del trámite de información pública 
y de las consultas a las Administraciones Públicas afectadas y a las 
personas interesadas, y cómo se han tenido en consideración.

c) El resumen del análisis técnico realizado por el órgano am-
biental.

d) Si proceden, las condiciones que deban establecerse y las me-
didas que permitan prevenir, corregir y, en su caso, compensar los 
efectos adversos sobre el medio ambiente.

e) En su caso, la conclusión de la evaluación de las repercusiones 
sobre la Red Natura 2000. Cuando se compruebe la existencia de 
un perjuicio a la integridad de la Red Natura 2000, se incluirá una 
referencia a la justificación documental efectuada por el promotor de 
acuerdo con el artículo 35.1.c), segundo párrafo y, cuando procedan, 
las medidas compensatorias Red Natura 2000 que deban estable-
cerse en caso de concurrir las circunstancias previstas en el artículo 
46  de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, de Patrimonio Natural y 
de la Biodiversidad.

f) El programa de vigilancia ambiental.
g) Si procede, la creación de una comisión de seguimiento.
h) En caso de operaciones periódicas, la motivación de la deci-

sión y el plazo a que se refiere la disposición adicional décima.
i) En el caso de proyectos que vayan a causar a largo plazo una 

modificación hidromorfológica en una masa de agua superficial o 
una alteración del nivel en una masa de agua subterránea, se deter-
minará si de la evaluación practicada se ha deducido que ello impe-
dirá que alcance el buen estado o potencial, o que ello supondrá un 
deterioro de su estado o potencial de la masa de agua afectada. En 
caso afirmativo, la declaración incluirá además:

1.º Relación de todas las medidas factibles, que se hayan dedu-
cido de la evaluación, para paliar los efectos adversos del proyecto 
sobre el estado o potencial de las masas de agua afectadas.

2.º Referencia a la conformidad de la unidad competente en pla-
nificación hidrológica del organismo de cuenca con la evaluación 
practicada y medidas mitigadoras señaladas.

3. La declaración de impacto ambiental, se publicará en el «Bo-
letín Oficial del Estado» o diario oficial correspondiente, en el pla-
zo de los diez días hábiles siguientes a partir de su formulación, 
sin perjuicio de su publicación en la sede electrónica del órgano 
ambiental.

4. La declaración de impacto ambiental no será objeto de re-
curso sin perjuicio de los que, en su caso procedan en vía adminis-
trativa y judicial frente al acto por el que se autoriza el proyecto.

4. La declaración de impacto ambiental no será objeto de recurso 
sin perjuicio de los que, en su caso procedan en vía administrativa y 
judicial frente al acto por el que se autoriza el proyecto.
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SECCIÓN 2ª. Evaluación de impacto ambiental 
simplificada [arts. 45 a 48]

SECCIÓN 2ª. Evaluación de impacto ambiental 
simplificada [arts. 45 a 48]

Artículo 46. Consultas a las Administraciones públicas 
afectadas y a las personas interesadas 

1. El órgano ambiental consultará a las Administraciones pú-
blicas afectadas y a las personas interesadas, poniendo a su dis-
posición el documento ambiental del proyecto al que se refiere el 
artículo anterior.

2. Las Administraciones públicas afectadas y las personas inte-
resadas consultadas deberán pronunciarse en el plazo máximo de 
treinta días desde la recepción de la solicitud de informe.

Transcurrido este plazo sin que se haya recibido el pronuncia-
miento, el procedimiento continuará si el órgano ambiental cuenta 
con elementos de juicio suficientes para formular el informe de im-
pacto ambiental. En este caso, no se tendrán en cuenta los pronun-
ciamientos antes referidos que se reciban posteriormente.

3. Si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio 
suficientes bien porque no se hubiesen recibido los informes de 
las Administraciones públicas afectadas que resulten relevantes, 
o bien porque, habiéndose recibido, estos resultasen insuficientes 
para decidir, requerirá personalmente al titular del órgano jerár-
quicamente superior de aquel que tendría que emitir el informe, 
para que en el plazo de diez días, contados a partir de la recepción 
del requerimiento, ordene al órgano competente la entrega del co-
rrespondiente informe en el plazo de diez días, sin perjuicio de las res-
ponsabilidades en que pudiera incurrir el responsable de la demora.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración 
competente la emisión del informe, a través del procedimiento 
previsto en el artículo 29.1  de la Ley 29/1998, de 13 julio, de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Artículo 46. Consultas a las Administraciones públicas afectadas 
y a las personas interesadas 

1. El órgano ambiental consultará a las Administraciones públi-
cas afectadas y a las personas interesadas, poniendo a su disposición 
el documento ambiental del proyecto al que se refiere el artículo an-
terior.

2. Las Administraciones públicas afectadas y las personas inte-
resadas consultadas deberán pronunciarse en el plazo máximo de 
veinte días desde la recepción de la solicitud de informe.

Transcurrido este plazo sin que se haya recibido el pronuncia-
miento, el procedimiento continuará si el órgano ambiental cuenta 
con elementos de juicio suficientes para formular el informe de im-
pacto ambiental. En este caso, no se tendrán en cuenta los pronun-
ciamientos antes referidos que se reciban posteriormente.

3. Si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio su-
ficientes bien porque no se hubiesen recibido los informes de las 
Administraciones públicas afectadas que resulten relevantes, o bien 
porque, habiéndose recibido, estos resultasen insuficientes para de-
cidir, requerirá personalmente al titular del órgano jerárquicamente 
superior de aquel que tendría que emitir el informe, para que en el 
plazo de diez días, contados a partir de la recepción del requerimien-
to, ordene al órgano competente la entrega del correspondiente in-
forme en el plazo de diez días, sin perjuicio de las responsabilidades 
en que pudiera incurrir el responsable de la demora.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración 
competente la emisión del informe, a través del procedimiento pre-
visto en el artículo 29.1  de la Ley 29/1998, de 13 julio, de la Jurisdic-
ción Contencioso-Administrativa.

Artículo 47. Informe de impacto ambiental
1. El órgano ambiental formulará el informe de impacto am-

biental en el plazo de tres meses contados desde la recepción de 
la solicitud de inicio y de los documentos que la deben acompañar.

En casos excepcionales, debidamente justificados, derivados 
de la naturaleza, complejidad, ubicación o dimensiones del pro-
yecto, el órgano ambiental podrá ampliar el plazo para formular el 
informe de impacto ambiental por un máximo de 45 días hábiles 
adicionales. En tal caso, el órgano ambiental informará al promo-
tor de los motivos que justifican la ampliación y del plazo máximo 
para la formulación del informe de impacto ambiental.

2. El órgano ambiental, teniendo en cuenta la información fa-
cilitada por el promotor, el resultado de las consultas realizadas 
y, en su caso, los resultados de verificaciones preliminares o eva-
luaciones de los efectos medioambientales realizadas de acuerdo 
con otra legislación, resolverá mediante la emisión del informe de 
impacto ambiental, que podrá determinar de forma motivada de 
acuerdo con los criterios del anexo III que:

a) El proyecto debe someterse a una evaluación de impac-
to ambiental ordinaria porque podría tener efectos significativos 
sobre el medio ambiente. En este caso, el promotor elaborará el 
estudio de impacto ambiental conforme al artículo 35.

Para ello, el promotor podrá solicitar al órgano ambiental el 
documento de alcance del estudio de impacto ambiental en los 
términos del artículo 34.

b) El proyecto no tiene efectos adversos significativos sobre el me-
dio ambiente, en los términos establecidos en el informe de impacto 
ambiental, que indicará al menos, las características del proyecto y las 
medidas previstas para prevenir lo que, de otro modo, podrían haber 
sido efectos adversos significativos para el medio ambiente.

c) No es posible dictar una resolución fundada sobre los posi-
bles efectos adversos del proyecto sobre el medio ambiente, al no 
disponer el órgano ambiental de elementos de juicio suficientes, 
procediéndose a la terminación del procedimiento con archivo de 
actuaciones. (CONTINUA PÁG. SIGUENTE)

Artículo 47. Informe de impacto ambiental 
1. El órgano ambiental formulará el informe de impacto ambien-

tal en el plazo de tres meses contados desde la recepción de la solici-
tud de inicio y de los documentos que la deben acompañar.

2. El órgano ambiental, teniendo en cuenta la información faci-
litada por el promotor, el resultado de las consultas realizadas y, en 
su caso, los resultados de verificaciones preliminares o evaluaciones 
de los efectos medioambientales realizadas de acuerdo con otra le-
gislación, resolverá mediante la emisión del informe de impacto am-
biental, que podrá determinar de forma motivada de acuerdo con los 
criterios del anexo III que:

a) El proyecto debe someterse a una evaluación de impacto am-
biental ordinaria porque podría tener efectos significativos sobre el 
medio ambiente. En este caso, el promotor elaborará el estudio de 
impacto ambiental conforme al artículo 35.

Para ello, el promotor podrá solicitar al órgano ambiental el do-
cumento de alcance del estudio de impacto ambiental en los térmi-
nos del artículo 34.

b) El proyecto no tiene efectos adversos significativos sobre el me-
dio ambiente, en los términos establecidos en el informe de impacto 
ambiental, que indicará al menos, las características del proyecto y 
las medidas previstas para prevenir lo que, de otro modo, podrían 
haber sido efectos adversos significativos para el medio ambiente.

c) No es posible dictar una resolución fundada sobre los posibles 
efectos adversos del proyecto sobre el medio ambiente, al no dispo-
ner el órgano ambiental de elementos de juicio suficientes, proce-
diéndose a la terminación del procedimiento con archivo de actua-
ciones. (CONTINUA PÁG. SIGUENTE)
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3. El informe de impacto ambiental se remitirá para su publica-
ción en el plazo de quince días hábiles al “Boletín Oficial del Esta-
do” o diario oficial correspondiente, sin perjuicio de su publicación 
en la sede electrónica del órgano ambiental.

4. En el supuesto previsto en el apartado 2.b) el informe de im-
pacto ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de 
los efectos que le son propios si, una vez publicado en el “Boletín 
Oficial del Estado” o diario oficial correspondiente, no se hubiera 
procedido a la autorización del proyecto en el plazo máximo de 
cuatro años desde su publicación, salvo que se acuerde la prórroga 
de la vigencia del informe de impacto ambiental en los términos 
previstos en los siguientes apartados.

5. El informe de impacto ambiental no será objeto de recurso 
alguno sin perjuicio de los que, en su caso, procedan en vía admi-
nistrativa o judicial frente al acto, en su caso, de autorización del 
proyecto.

6. El promotor podrá solicitar la prórroga de la vigencia del in-
forme de impacto ambiental antes de que transcurra el plazo de 
cuatro años previsto en el apartado 4. La solicitud formulada por 
el promotor suspenderá este plazo.

7. Presentada la solicitud, el órgano ambiental podrá acordar 
la prórroga de la vigencia del informe de impacto ambiental en 
caso de que no se hayan producido cambios sustanciales en los 
elementos esenciales que sirvieron para realizar la evaluación de 
impacto ambiental simplificada, ampliando su vigencia por dos 
años adicionales. Transcurrido este plazo sin que se haya comen-
zado la ejecución del proyecto o actividad, el promotor deberá ini-
ciar nuevamente el procedimiento de evaluación de impacto am-
biental del proyecto.

8. El órgano ambiental resolverá sobre la solicitud de prórroga 
en un plazo de tres meses contados desde la fecha de presenta-
ción de dicha solicitud. Previamente, el órgano ambiental solicita-
rá informe a las Administraciones Públicas afectadas por razón de 
la materia en relación con los elementos esenciales que sirvieron 
para realizar la evaluación de impacto ambiental simplificada. Es-
tas Administraciones deberán pronunciarse en el plazo de treinta 
días, que podrá ampliarse, por razones debidamente justificadas, 
por quince días más, periodo durante el cual el plazo de resolución 
de la solicitud permanecerá suspendido.

9. Transcurrido el plazo sin que el órgano ambiental haya re-
suelto sobre la prórroga de la vigencia del informe de impacto am-
biental, se entenderá desestimada la solicitud de prórroga.

3. El informe de impacto ambiental se publicará en el «Boletín 
Oficial del Estado» o diario oficial correspondiente, en el plazo de 
los diez días hábiles siguientes a partir de su formulación, sin per-
juicio de su publicación en la sede electrónica del órgano ambiental.

4. En el supuesto previsto en el apartado 2.b) el informe de im-
pacto ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los 
efectos que le son propios si, una vez publicado en el “Boletín Oficial 
del Estado” o diario oficial correspondiente, no se hubiera procedido 
a la autorización del proyecto en el plazo máximo de cuatro años 
desde su publicación, salvo que se acuerde la prórroga de la vigencia 
del informe de impacto ambiental en los términos previstos en los 
siguientes apartados.

5. El informe de impacto ambiental no será objeto de recurso al-
guno sin perjuicio de los que, en su caso, procedan en vía administra-
tiva o judicial frente al acto, en su caso, de autorización del proyecto.

6. El promotor podrá solicitar la prórroga de la vigencia del infor-
me de impacto ambiental antes de que transcurra el plazo de cuatro 
años previsto en el apartado 4. La solicitud formulada por el promo-
tor suspenderá este plazo.

7. Presentada la solicitud, el órgano ambiental podrá acordar la 
prórroga de la vigencia del informe de impacto ambiental en caso de 
que no se hayan producido cambios sustanciales en los elementos 
esenciales que sirvieron para realizar la evaluación de impacto am-
biental simplificada, ampliando su vigencia por dos años adiciona-
les. Transcurrido este plazo sin que se haya comenzado la ejecución 
del proyecto o actividad, el promotor deberá iniciar nuevamente el 
procedimiento de evaluación de impacto ambiental del proyecto.

8. El órgano ambiental resolverá sobre la solicitud de prórroga en 
un plazo de tres meses contados desde la fecha de presentación de 
dicha solicitud. Previamente, el órgano ambiental solicitará informe 
a las Administraciones Públicas afectadas por razón de la materia 
en relación con los elementos esenciales que sirvieron para realizar 
la evaluación de impacto ambiental simplificada. Estas Administra-
ciones deberán pronunciarse en el plazo de treinta días, que podrá 
ampliarse, por razones debidamente justificadas, por quince días 
más, periodo durante el cual el plazo de resolución de la solicitud 
permanecerá suspendido.

9. Transcurrido el plazo sin que el órgano ambiental haya resuel-
to sobre la prórroga de la vigencia del informe de impacto ambiental, 
se entenderá desestimada la solicitud de prórroga.
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Artículo 48. Autorización del proyecto y publicidad
1. El órgano sustantivo deberá tener debidamente en cuenta, 

en el procedimiento de autorización del proyecto, la evaluación de 
impacto ambiental efectuada, incluidos los resultados de las con-
sultas.

2. La decisión de concesión de la autorización incluirá, como 
mínimo, la siguiente información:

a) La conclusión del informe de impacto ambiental sobre los 
efectos significativos del proyecto en el medio ambiente.

b) Las condiciones ambientales establecidas en el informe de 
impacto ambiental, así como una descripción de las característi-
cas del proyecto y las medidas previstas para prevenir, corregir y 
compensar y, si fuera posible, contrarrestar efectos adversos signi-
ficativos en el medio ambiente, así como, en su caso, medidas de 
seguimiento y el órgano encargado del mismo.

3. La decisión de denegar una autorización indicará las princi-
pales razones de la denegación.

4. En el supuesto previsto en artículo 47.2.b), el órgano sus-
tantivo, en el plazo más breve posible y, en todo caso, antes de 
los quince días hábiles desde que adopte la decisión de autorizar 
o denegar el proyecto, remitirá al “Boletín Oficial del Estado” o 
diario oficial correspondiente, para su publicación, un extracto del 
contenido de dicha decisión.

Asimismo, publicará en su sede electrónica el contenido de la 
decisión y las condiciones que eventualmente la acompañen, los 
principales motivos y consideraciones en los que se basa la deci-
sión, incluida la información recabada de conformidad con el ar-
tículo 46, y cómo esa información se ha incorporado o considera-
do, en particular, las observaciones recibidas del Estado miembro 
afectado a las se refiere el artículo 49, y una referencia al “Boletín 
Oficial del Estado” o diario oficial correspondiente en el que se pu-
blicó el informe de impacto ambiental.

5. La información a que se refiere el apartado anterior será en-
viada a los Estados miembros que hayan sido consultados según 
el capítulo III de este título, relativo a las consultas transfron-
terizas.

Artículo 48. Autorización del proyecto y publicidad
1. El órgano sustantivo deberá tener debidamente en cuenta, en 

el procedimiento de autorización del proyecto, la evaluación de im-
pacto ambiental efectuada, incluidos los resultados de las consultas.

2. La decisión de concesión de la autorización incluirá, como mí-
nimo, la siguiente información:

a) La conclusión del informe de impacto ambiental sobre los 
efectos significativos del proyecto en el medio ambiente.

b) Las condiciones ambientales establecidas en el informe de im-
pacto ambiental, así como una descripción de las características del 
proyecto y las medidas previstas para prevenir, corregir y compensar 
y, si fuera posible, contrarrestar efectos adversos significativos en el 
medio ambiente, así como, en su caso, medidas de seguimiento y el 
órgano encargado del mismo.

3. La decisión de denegar una autorización indicará las principa-
les razones de la denegación.

4. En el supuesto previsto en artículo 47.2.b), en el plazo más bre-
ve posible y, en todo caso, en los diez días hábiles desde que adopte 
la decisión de autorizar o denegar el proyecto, se publicará en el 
«Boletín Oficial del Estado» o diario oficial correspondiente, para su 
publicación, un extracto del contenido de dicha decisión.

Asimismo, publicará en su sede electrónica el contenido de la 
decisión y las condiciones que eventualmente la acompañen, los 
principales motivos y consideraciones en los que se basa la decisión, 
incluida la información recabada de conformidad con el artículo 46, 
y cómo esa información se ha incorporado o considerado, en particu-
lar, las observaciones recibidas del Estado miembro afectado a las se 
refiere el artículo 49, y una referencia al “Boletín Oficial del Estado” 
o diario oficial correspondiente en el que se publicó el informe de 
impacto ambiental.

5. La información a que se refiere el apartado anterior será en-
viada a los Estados miembros que hayan sido consultados según el 
capítulo III de este título, relativo a las consultas transfronterizas.
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LEY 42/2007, DE 13 DE DICIEMBRE, DEL PATRIMONIO 
NATURAL Y DE LA BIODIVERSIDAD (RCL 2007\2247)

REAL DECRETO LEY 36/2020, DE 30 DE DICIEMBRE POR 
EL QUE SE APRUEBAN MEDIDAS URGENTES PARA LA 
MODERNIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
Y PARA LA EJECUCIÓN DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, 
TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA (RCL\2020\2225)

Artículo 78. El Fondo para el Patrimonio Natural y la 
Biodiversidad 

1. Se crea el Fondo para el Patrimonio Natural y la Biodiversi-
dad, con objeto de poner en práctica aquellas medidas destinadas 
a apoyar la consecución de los objetivos de esta ley, así como la 
gestión forestal sostenible, la prevención estratégica de incendios 
forestales y la protección de espacios forestales y naturales en cuya 
financiación participe la Administración General del Estado.

Dicho fondo podrá financiar acciones de naturaleza plurianual 
y actuará como instrumento de cofinanciación destinado a ase-
gurar la cohesión territorial. El fondo se dotará con las partidas 
asignadas en los Presupuestos Generales del Estado, incluidas las 
dotaciones que sean objeto de cofinanciación por aquellos instru-
mentos financieros comunitarios destinados a los mismos fines y 
con otras fuentes de financiación que puedan establecerse en el 
futuro.

2. Serán objetivos del Fondo :
a) Promover, a través de los incentivos adecuados, la inversión, 

gestión y ordenación del patrimonio natural, la biodiversidad y la 
geodiversidad, en particular, la elaboración de planes, instrumen-
tos y proyectos de gestión de espacios naturales protegidos, de la 
Red Natura 2000 y de las Áreas protegidas por instrumentos inter-
nacionales, y de ordenación de los recursos naturales, así como de 
la conservación in situ y ex situ de especies del Catálogo Español 
de Especies Amenazadas.

b) Desarrollar otras acciones y crear otros instrumentos adicio-
nales que contribuyan a la defensa y sostenibilidad de los espacios 
naturales protegidos, de la Red Natura 2000 y de las Áreas pro-
tegidas por instrumentos internacionales, y de ordenación de los 
recursos naturales, así como de la conservación de especies del 
Catálogo Español de Especies Amenazadas.

c) Hacer viables los modelos sostenibles de conservación del 
patrimonio natural y la biodiversidad, en especial, en espacios na-
turales protegidos, en la Red Natura 2000, y en las Áreas protegi-
das por instrumentos internacionales.

d) Contribuir a la ejecución de las medidas incluidas en las Es-
trategias y Planes de conservación de hábitats en peligro de desa-
parición y especies catalogadas.

e) Promover, a través de los incentivos adecuados, la inversión, 
gestión y ordenación forestal, en particular, la elaboración de pro-
yectos de ordenación de montes o de planes dasocráticos.

f ) Instituir mecanismos financieros destinados a hacer viables 
los modelos de gestión sostenible en materia de silvicultura, acti-
vidades cinegéticas y piscícolas.

g ) Valorizar y promover las funciones ecológicas, sociales y 
culturales de los espacios forestales y las llevadas a cabo por los 
agentes sociales y económicos ligados a los espacios naturales 
protegidos y a la Red Natura 2000, así como apoyar los servicios 
ambientales y de conservación de recursos naturales.

h ) Apoyar las acciones de prevención de incendios forestales.
i ) Apoyar las acciones de eliminación de otros impactos graves 

para el patrimonio natural y la biodiversidad, en especial el control 
y erradicación de especies exóticas invasoras y la fragmentación 
de los hábitats.

j ) Incentivar la agrupación de la propiedad forestal para el de-
sarrollo de explotaciones forestales conjuntas, que favorezcan la 
gestión forestal sostenible.

k ) Promocionar la obtención de la certificación forestal.

Artículo 78. El Fondo de restauración ecológica y 
resiliencia (FRER) (FCPJ) 

1. De conformidad con lo previsto en el artículo 137 de la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 
se crea el Fondo de restauración ecológica y resiliencia (FCPJ), en 
adelante FRER, con objeto de poner en práctica aquellas medidas 
destinadas a apoyar la consecución de los objetivos para lograr 
la transición a un modelo productivo y social más ecológico del 
Plan de recuperación, transformación y resiliencia en el ámbito de 
competencias del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico, en materia de:

a) Aguas y dominio público hidráulico.
b) Costas, protección y conservación del mar y del dominio pú-

blico marítimo-terrestre.
c) Cambio climático, su mitigación y adaptación y el fortaleci-

miento de la resiliencia climática
d) Prevención de la contaminación, fomento del uso de tecno-

logías limpias y hábitos de consumo menos contaminantes y más 
sostenibles, de acuerdo con la política de economía circular.

e) Protección del patrimonio natural, de la biodiversidad y de 
los bosques.

f) Meteorología y climatología.
g) Cualesquiera otras que tenga atribuido el Ministerio a tra-

vés de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y de sus orga-
nismos públicos.

Asimismo, respecto de las materias relacionadas anterior-
mente, podrá poner en práctica medidas que se financien con 
cargo a otros fondos europeos, de acuerdo con lo que prevean las 
disposiciones aplicables a los mismos.

2. El FRER podrá financiar acciones de naturaleza anual y plu-
rianual. Asimismo, podrá actuar como instrumento de cofinancia-
ción destinado a asegurar la cohesión territorial

3. El FRER se dotará con el presupuesto de explotación y ca-
pital que figure en los Presupuestos Generales del Estado. En los 
supuestos en los que así se prevea, podrán establecerse dotacio-
nes que sean objeto de cofinanciación por aquellos instrumentos 
financieros comunitarios destinados a los mismos fines y, en su 
caso, podrá dotarse igualmente con otras fuentes de financiación 
que puedan establecerse reglamentariamente.

4. La ejecución de las acciones que se financien con cargo al 
FRER corresponderá, en sus respectivos ámbitos de competen-
cia, a la Administración General del Estado y a las comunidades 
autónomas, de acuerdo con el procedimiento que se establezca 
reglamentariamente.

5. Con cargo al FRER, se concederán subvenciones encuadra-
bles en su objeto definido en el apartado 1.

6. En ningún caso, con cargo al FRER, se podrán conceder 
subvenciones que puedan tener por efecto el otorgamiento, a una 
o más entidades, independientemente de su forma jurídica que 
ejerza una actividad económica de ventajas que puedan dar lugar 
al falseamiento de la competencia en el mercado interior y que 
sean susceptibles de afectar a los intercambios comerciales entre 
los Estados miembros.

l ) Financiar acciones específicas de investigación aplicada, 
demostración y experimentación relacionadas con la conserva-
ción del patrimonio natural, la biodiversidad y la geodiversidad. 
(CONTINUA PÁG. SIGUENTE)

7. Asimismo, se podrán realizar proyectos de inversión compe-
tencia de la Administración General del Estado y sus organismos 
públicos encuadrables en su objeto. (CONTINUA PÁG. SIGUENTE)
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m ) Financiar acciones específicas relacionadas con la custodia 
del territorio.

n ) Promover el uso y el apoyo a la producción y comercializa-
ción de productos procedentes de espacios naturales protegidos, 
Red Natura 2000 y bosques certificados.

o ) Promover la preservación, mantenimiento y fomento de los 
conocimientos y las prácticas de utilización consuetudinaria que 
sean de interés para la conservación y el uso sostenible del patri-
monio natural y de la biodiversidad mediante, entre otros procedi-
mientos, la incentivación de los agentes que los aplican.

p ) Desarrollar otras acciones y objetivos complementarios que 
contribuyan a la defensa y sostenibilidad del patrimonio natural y 
la biodiversidad.

q ) Promover la producción ecológica en las zonas incluidas en 
espacios naturales protegidos, en la Red Natura 2000 y Reservas 
de la Biosfera.

r ) Financiar acciones específicas de prevención de la erosión y 
desertificación, preferentemente en los espacios naturales prote-
gidos, en la Red Natura 2000 y Reservas de la Biosfera.

s ) Incentivar los estudios y prospecciones que persigan el de-
sarrollo y actualización del inventario español del patrimonio na-
tural y la biodiversidad.

t ) Impulsar iniciativas de divulgación que favorezcan el conoci-
miento y la sensibilización social por la conservación y el uso sos-
tenible del patrimonio natural español.

3. La ejecución de las acciones que se financien con cargo al 
Fondo corresponderá, en sus respectivos ámbitos de competencia, 
a la Administración General del Estado y a las comunidades autó-
nomas, con las que previamente se habrán establecido mediante 
convenio las medidas a cofinanciar.

4 Por Real Decreto, previa consulta con las comunidades autó-
nomas, se regulará el funcionamiento del Fondo para el patrimo-
nio natural, que garantizará la participación de las mismas, singu-
larmente en todos aquellos objetivos del Fondo que incidan sobre 
sus competencias.

5 Las Administraciones trabajarán desde el principio de subsi-
diariedad dando participación, en las acciones y beneficios de las 
medidas propuestas, a los habitantes y a los propietarios de los 
territorios beneficiados por las medidas promovidas por el Fondo.

El FRER realizará las contrataciones a través de los órganos co-
legiados o de los organismos que actuarán como órganos de con-
tratación y que se definirán reglamentariamente.

8. El FRER tiene la naturaleza jurídica propia de los fondos ca-
rentes de personalidad jurídica, de acuerdo con lo dispuesto en los 
artículos 84, 137, 138 y 139 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, y estará adscrito al Ministerio 
para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, a través de la 
Secretaría de Estado de Medio Ambiente, pudiendo, en su caso, co-
rresponder la gestión de su administración financiera a la entidad 
del sector público institucional que se determine reglamentaria-
mente por el Gobierno.

9. El régimen presupuestario, económico-financiero, contable y 
de control del Fondo será el previsto en la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, para los fondos carentes de 
personalidad jurídica del artículo 2.2.f) de la Ley 47/2003, de 26 
de noviembre.

10. La supervisión y control del Fondo corresponderá a un Con-
sejo rector adscrito al Ministerio para la Transición Ecológica y el 
Reto Demográfico, a través de la Secretaría de Estado de Medio 
Ambiente. Su presidente tendrá la consideración de cuentadante a 
que se refiere el artículo 138 de la Ley 47/2003, de 26 de diciembre. 
Reglamentariamente se determinará su composición, funciones y 
normas de funcionamiento.

11. En el caso de que correspondiera la gestión de la administra-
ción financiera del FRER a una entidad del sector público institucio-
nal determinada reglamentariamente:

a) Será remunerada al tipo de interés que se establezca median-
te convenio suscrito entre el Ministerio para la Transición Ecológica 
y el Reto Demográfico y dicho administrador, en función del coste 
que represente para éste la captación de recursos en el mercado.

Este convenio recogerá como causas de resolución del mismo, 
entre otras, la vulneración de las prohibiciones o el incumplimiento 
de las obligaciones recogidas en este artículo y en su desarrollo re-
glamentario. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 49.f) de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, el convenio deberá incluir una comi-
sión mixta u órgano similar a la que se le atribuirá el seguimiento, 
vigilancia y control de la ejecución del convenio y los compromisos 
adquiridos por los firmantes y la resolución de los problemas de in-
terpretación y cumplimiento que puedan plantearse respecto a él.

b) Liquidará el coste de gestión que conlleve la administración 
del FRER, con base en las cuantías dispuestas en las líneas de fi-
nanciación del mismo, y cuyo importe será establecido en el conve-
nio previsto en el párrafo a) anterior.

12. La gestión del FRER podrá articularse, en los supuestos en 
que se estime conveniente, a través de encomiendas de gestión, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 11 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Asimismo, el FRER podrá realizar encargos a medios propios 
personificados, de acuerdo con el artículo 33 de la Ley 9/2017, de 
8 de noviembre.

13. Conforme al artículo 90 de la Ley 47/2003, de 26 de noviem-
bre, este Fondo sin personalidad jurídica estará integrado en el con-
cepto de Tesoro Público. Cuando se cumpla alguna de las circuns-
tancias que justifique la extinción del FRER, el gestor responsable 
de la administración de su tesorería reintegrará sus remanentes al 
Tesoro Público, encargado de la gestión de la tesorería del Estado
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REAL DECRETO LEGISLATIVO 1/2016, DE 16 DE 
DICIEMBRE (RCL 2016\1490), POR EL QUE SE APRUEBA 
EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE PREVENCIÓN Y 
CONTROL INTEGRADOS DE LA CONTAMINACIÓN

REAL DECRETO LEY 36/2020, DE 30 DE DICIEMBRE POR 
EL QUE SE APRUEBAN MEDIDAS URGENTES PARA LA 
MODERNIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
Y PARA LA EJECUCIÓN DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, 
TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA (RCL\2020\2225)

Artículo 19. Informe del organismo de cuenca

1. En los supuestos en los que la actividad sometida a 
autorización ambiental integrada precise, de acuerdo con 
la legislación de aguas, autorización de vertido al dominio 
público hidráulico de cuencas gestionadas por la Adminis-
tración General del Estado, el organismo de cuenca compe-
tente deberá emitir un informe que determine las caracte-
rísticas del vertido y las medidas correctoras a adoptar a fin 
de preservar el buen estado ecológico de las aguas.

2. El informe regulado en el apartado anterior tendrá ca-
rácter preceptivo y vinculante. Este informe deberá emitirse 
en el plazo máximo de seis meses desde la fecha de entrada 
en el registro del organismo de cuenca de la documentación 
preceptiva sobre vertidos, o en su caso, desde la subsana-
ción que fuese necesaria.

Este plazo no se verá afectado por la remisión de la do-
cumentación que resulte del trámite de información públi-
ca.

3. Transcurrido el plazo previsto en el apartado anterior 
sin que el organismo de cuenca hubiese emitido el infor-
me, se podrá otorgar la autorización ambiental integrada, 
contemplando en la misma las características del vertido y 
las medidas correctoras requeridas, que se establecerán de 
conformidad con la legislación sectorial aplicable.

No obstante, el informe recibido fuera del plazo señala-
do y antes del otorgamiento de la autorización ambiental 
integrada deberá ser tenido en consideración por el órgano 
competente de la comunidad autónoma.

4 Si el informe vinculante regulado en este artículo con-
siderase que es inadmisible el vertido y, consecuentemente, 
impidiese el otorgamiento de la autorización ambiental in-
tegrada, el órgano competente para otorgarla dictará reso-
lución motivada denegatoria.

Artículo 19. Informe del organismo de cuenca
1. En los supuestos en los que la actividad sometida a au-

torización ambiental integrada precise, de acuerdo con la le-
gislación de aguas, autorización de vertido al dominio público 
hidráulico de cuencas gestionadas por la Administración Ge-
neral del Estado, el organismo de cuenca competente deberá 
emitir un informe que determine las características del vertido 
y las medidas correctoras a adoptar a fin de preservar el buen 
estado ecológico de las aguas.

2. El informe regulado en el apartado anterior tendrá ca-
rácter preceptivo y vinculante. Este informe deberá emitirse en 
el plazo máximo de cuatro meses desde la fecha de entrada 
en el registro del organismo de cuenca de la documentación 
preceptiva sobre vertidos, o en su caso, desde la subsanación 
que fuese necesaria.

Este plazo no se verá afectado por la remisión de la do-
cumentación que resulte del trámite de información pública.

3. Transcurrido el plazo previsto en el apartado anterior 
sin que el organismo de cuenca hubiese emitido el informe, se 
podrá otorgar la autorización ambiental integrada, contem-
plando en la misma las características del vertido y las medi-
das correctoras requeridas, que se establecerán de conformi-
dad con la legislación sectorial aplicable.

No obstante, el informe recibido fuera del plazo señalado y 
antes del otorgamiento de la autorización ambiental integra-
da deberá ser tenido en consideración por el órgano compe-
tente de la comunidad autónoma.

4 Si el informe vinculante regulado en este artículo con-
siderase que es inadmisible el vertido y, consecuentemente, 
impidiese el otorgamiento de la autorización ambiental inte-
grada, el órgano competente para otorgarla dictará resolu-
ción motivada denegatoria.

Artículo 21. Resolución

1. El órgano competente para otorgar la autorización 
ambiental integrada, dictará la resolución que ponga fin al 
procedimiento en el plazo máximo de nueve meses.

2. Transcurrido el plazo máximo de nueve meses sin ha-
berse notificado resolución expresa, podrá entenderse des-
estimada la solicitud presentada.

Artículo 21. Resolución

1. El órgano competente para otorgar la autorización am-
biental integrada, dictará la resolución que ponga fin al pro-
cedimiento en el plazo máximo de seis meses.

2. Transcurrido el plazo máximo de seis meses sin haberse 
notificado resolución expresa, podrá entenderse desestimada 
la solicitud presentada.
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REAL DECRETO 815/2013, DE 18 DE OCTUBRE, POR EL 
QUE SE APRUEBA EL REGLAMENTO DE EMISIONES 
INDUSTRIALES Y DE DESARROLLO DE LA LEY 
16/2002, DE 1 DE JULIO, DE PREVENCIÓN Y CONTROL 
INTEGRADOS DE LA CONTAMINACIÓN (RCL 2013\1525)

REAL DECRETO LEY 36/2020, DE 30 DE DICIEMBRE POR 
EL QUE SE APRUEBAN MEDIDAS URGENTES PARA LA 
MODERNIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
Y PARA LA EJECUCIÓN DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, 
TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA (RCL\2020\2225)

Artículo 15. Procedimiento simplificado de modificación 
sustancial de la autorización

El procedimiento simplificado para la modificación sustancial 
previsto en el   artículo 10. 3    de la Ley 16 / 2002, de 1 de julio, se 
realizará de acuerdo con los siguientes trámites :

1. La solicitud de modificación sustancial contendrá, al menos, 
la siguiente documentación :

a) Un proyecto básico que incluya, según corresponda :
1.º La parte o partes de la instalación afectada por la modifi-

cación.
2.º El estado ambiental del lugar en el que se ubica la insta-

lación y los posibles impactos que se prevean con la modificación 
sustancial que se pretende, abarcando aquellos que puedan origi-
narse al cesar la explotación de la misma.

3.º Medidas previstas para controlar las emisiones al medio 
ambiente.

b) La documentación exigida por la normativa de aguas, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 9 de este reglamento y en 
el artículo 12. 1.c) de la Ley 16 / 2002, de 1 de julio.

c) Aquella documentación que contenga los datos que permi-
tan comparar el funcionamiento y las emisiones de la instalación 
con los niveles de emisión asociados a las mejores técnicas dispo-
nibles descritos en las conclusiones sobre las MTD.

d) La determinación de los datos que, a juicio del solicitante, 
gocen de confidencialidad de acuerdo con la normativa vigente.

e) Cualquier otra información y documentación acreditativa del 
cumplimiento de requisitos establecidos en la legislación aplica-
ble, incluida, en su caso, la referida a fianzas o seguros obligatorios 
que sean exigibles.

2. En la solicitud no se aportará el informe urbanístico del 
Ayuntamiento previsto en el artículo 7, salvo que se varíen las cir-
cunstancias urbanísticas sobre las que se informó; tampoco se 
deberá presentar aquella otra documentación referida a hechos, 
situaciones y demás circunstancias y características técnicas de la 
instalación, del proceso productivo y del lugar del emplazamiento, 
que ya hubiera sido aportada al órgano competente con motivo de 
la solicitud de autorización original.

3. Una vez recibida la solicitud de modificación sustancial, el 
órgano competente requerirá, en su caso, al titular en el plazo de 
cinco días para que subsane la falta o acompañe la documentación 
necesaria en el plazo máximo de diez días, con indicación de que si 
así no lo hiciera se le tendrá por desistido de su petición.

4 Si la modificación implica que las características de los ver-
tidos a las aguas continentales de cuencas gestionadas por la Ad-
ministración General del Estado son diferentes a las previstas en la 
autorización ambiental integrada original, el órgano competente 
remitirá al organismo de cuenca, en el plazo de cinco días, la do-
cumentación prevista en el artículo 9. 1, para que en el plazo de 
diez días desde la entrada de la documentación en su registro se 
informe sobre si la documentación presentada debe subsanarse, 
continuándose las actuaciones en caso contrario.

El órgano competente una vez examinada el resto de la docu-
mentación presentada por el titular y recibido el informe anterior, 
en el plazo de cinco días, requerirá al titular de la instalación para 
que, en su caso, subsane la falta o acompañe la documentación 
preceptiva en el plazo de diez días, con indicación de que, si así no 
lo hiciera se le tendrá por desistido de su petición. (CONTINUA PÁG. 
SIGUENTE)

Artículo 15. Procedimiento simplificado de modificación 
sustancial de la autorización

El procedimiento simplificado para la modificación sustancial 
previsto en el   artículo 10. 3  de la Ley 16 / 2002, de 1 de julio, se 
realizará de acuerdo con los siguientes trámites :

1. La solicitud de modificación sustancial contendrá, al menos, la 
siguiente documentación :

a) Un proyecto básico que incluya, según corresponda :
1.º La parte o partes de la instalación afectada por la modifica-

ción.
2.º El estado ambiental del lugar en el que se ubica la instalación 

y los posibles impactos que se prevean con la modificación sustancial 
que se pretende, abarcando aquellos que puedan originarse al cesar 
la explotación de la misma.

3.º Medidas previstas para controlar las emisiones al medio am-
biente.

b) La documentación exigida por la normativa de aguas, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 9 de este reglamento y en el 
artículo 12. 1.c) de la Ley 16 / 2002, de 1 de julio.

c) Aquella documentación que contenga los datos que permitan 
comparar el funcionamiento y las emisiones de la instalación con los 
niveles de emisión asociados a las mejores técnicas disponibles des-
critos en las conclusiones sobre las MTD.

d) La determinación de los datos que, a juicio del solicitante, go-
cen de confidencialidad de acuerdo con la normativa vigente.

e) Cualquier otra información y documentación acreditativa del 
cumplimiento de requisitos establecidos en la legislación aplicable, 
incluida, en su caso, la referida a fianzas o seguros obligatorios que 
sean exigibles.

2. En la solicitud no se aportará el informe urbanístico del Ayun-
tamiento previsto en el artículo 7, salvo que se varíen las circunstan-
cias urbanísticas sobre las que se informó; tampoco se deberá pre-
sentar aquella otra documentación referida a hechos, situaciones y 
demás circunstancias y características técnicas de la instalación, del 
proceso productivo y del lugar del emplazamiento, que ya hubiera 
sido aportada al órgano competente con motivo de la solicitud de 
autorización original.

3. Una vez recibida la solicitud de modificación sustancial, el ór-
gano competente requerirá, en su caso, al titular en el plazo de cinco 
días para que subsane la falta o acompañe la documentación nece-
saria en el plazo máximo de diez días, con indicación de que si así no 
lo hiciera se le tendrá por desistido de su petición.

4 Si la modificación implica que las características de los vertidos 
a las aguas continentales de cuencas gestionadas por la Administra-
ción General del Estado son diferentes a las previstas en la autoriza-
ción ambiental integrada original, el órgano competente remitirá al 
organismo de cuenca, en el plazo de cinco días, la documentación 
prevista en el artículo 9. 1, para que en el plazo de diez días desde 
la entrada de la documentación en su registro se informe sobre si 
la documentación presentada debe subsanarse, continuándose las 
actuaciones en caso contrario.

El órgano competente una vez examinada el resto de la docu-
mentación presentada por el titular y recibido el informe anterior, en 
el plazo de cinco días, requerirá al titular de la instalación para que, 
en su caso, subsane la falta o acompañe la documentación precepti-
va en el plazo de diez días, con indicación de que, si así no lo hiciera 
se le tendrá por desistido de su petición. (CONTINUA PÁG. SIGUENTE)
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5 Presentada la documentación completa, el órgano compe-
tente :

a) La someterá a información pública por un plazo no inferior 
a veinte días, y

b) la remitirá al organismo de cuenca para que elabore el infor-
me mencionado en el artículo 19 de la Ley 16 / 2002, de 1 de julio, 
en el plazo máximo de cuatro meses, desde la fecha de entrada 
en el registro de la correspondiente confederación. El informe con-
tendrá, al menos, los extremos exigidos para las autorizaciones 
de vertido en los artículos 251 y 259 del Reglamento de Dominio 
Público Hidráulico aprobado por el Real Decreto 849 / 1986, de 11 
de abril.

No será necesario este informe cuando el titular declare vertido 
cero, sin perjuicio de lo establecido en el Real Decreto 1620 / 2007, 
de 7 de diciembre, por el que se establece el régimen jurídico de la 
reutilización de las aguas depuradas.

6. Finalizado el trámite de información pública, el órgano com-
petente remitirá en el plazo de tres días :

a) Al Ayuntamiento en cuyo territorio se ubique la instalación, 
el expediente completo junto con las alegaciones y observaciones 
recibidas, para que elabore el informe mencionado en el artículo 18 
de la Ley 16 / 2002, de 1 de julio.

b) Al organismo de cuenca, una copia de las alegaciones y ob-
servaciones recibidas para su consideración.

c) Al resto de órganos que deban informar sobre las materias 
de su competencia, una copia del expediente completo junto con 
las alegaciones y observaciones recibidas.

7 Recibidos los informes anteriores, el órgano competente, tras 
realizar una evaluación ambiental del proyecto en su conjunto, 
efectuará el trámite de audiencia al solicitante de la autorización.

8 Finalizado el trámite de audiencia, la autoridad competente 
redactará una propuesta de resolución.

Si se hubiesen realizado alegaciones se dará traslado de las 
mismas junto con la propuesta de resolución a los órganos citados 
en el apartado 6, para que en el plazo máximo de diez días, mani-
fiesten lo que estimen conveniente.

9. El órgano competente para otorgar la autorización ambien-
tal integrada, dictará la resolución que ponga fin al procedimiento 
en el plazo máximo de seis meses. La resolución que apruebe la 
modificación sustancial se integrará en la autorización ambiental 
integrada, junto a las modificaciones habidas desde su otorga-
miento en un único texto.

Transcurrido el plazo máximo de seis meses sin haberse notifi-
cado resolución expresa, podrá entenderse desestimada la solici-
tud presentada.

10. La modificación sustancial de la instalación no afectará a 
la vigencia de otras autorizaciones o concesiones y licencias que 
se hayan exigido, las cuales se regularán de conformidad con lo 
establecido en la normativa que resulte de aplicación.

11. Tras la resolución de la modificación sustancial, la parte o 
partes afectadas por la misma podrán iniciar su puesta en funcio-
namiento en los términos previstos en el artículo 12.

12. En los supuestos en que la instalación requiera alguno de 
los medios de intervención administrativa definida en el   artículo 
3. 3    del Texto Refundido de la Ley de prevención y control inte-
grados de la contaminación el procedimiento para la modificación 
sustancial será el previsto en la sección 3.ª y la solicitud contendrá,

5. Presentada la documentación completa, el órgano competen-
te:

a) La someterá a información pública por un plazo no inferior a 
veinte días, y

b) La remitirá al organismo de cuenca para que elabore el infor-
me mencionado en el artículo 19 de la Ley 16/2002, de 1 de julio, en el 
plazo máximo de tres meses, desde la fecha de entrada en el registro 
de la correspondiente confederación. El informe contendrá, al me-
nos, los extremos exigidos para las autorizaciones de vertido en los 
artículos 251 y 259 del Reglamento de Dominio Público Hidráulico 
aprobado por el Real Decreto 849/1986, de 11 de abril.

No será necesario este informe cuando el titular declare vertido 
cero, sin perjuicio de lo establecido en el Real Decreto 1620/2007, 
de 7 de diciembre, por el que se establece el régimen jurídico de la 
reutilización de las aguas depuradas. 

6 Finalizado el trámite de información pública, el órgano compe-
tente remitirá en el plazo de tres días :

a) Al Ayuntamiento en cuyo territorio se ubique la instalación, el 
expediente completo junto con las alegaciones y observaciones reci-
bidas, para que elabore el informe mencionado en el artículo 18 de la 
Ley 16 / 2002, de 1 de julio.

b) Al organismo de cuenca, una copia de las alegaciones y obser-
vaciones recibidas para su consideración.

c) Al resto de órganos que deban informar sobre las materias de 
su competencia, una copia del expediente completo junto con las 
alegaciones y observaciones recibidas.

7 Recibidos los informes anteriores, el órgano competente, tras 
realizar una evaluación ambiental del proyecto en su conjunto, efec-
tuará el trámite de audiencia al solicitante de la autorización.

8 Finalizado el trámite de audiencia, la autoridad competente 
redactará una propuesta de resolución.

Si se hubiesen realizado alegaciones se dará traslado de las mis-
mas junto con la propuesta de resolución a los órganos citados en el 
apartado 6, para que en el plazo máximo de diez días, manifiesten lo 
que estimen conveniente.

9. El órgano competente para otorgar la autorización ambien-
tal integrada, dictará la resolución que ponga fin al procedimiento 
en el plazo máximo de cuatro meses. La resolución que apruebe la 
modificación sustancial se integrará en la autorización ambiental in-
tegrada, junto a las modificaciones habidas desde su otorgamiento 
en un único texto.

Transcurrido el plazo máximo de cuatro meses sin haberse noti-
ficado resolución expresa, podrá entenderse desestimada la solicitud 
presentada.

10. La modificación sustancial de la instalación no afectará a la 
vigencia de otras autorizaciones o concesiones y licencias que se ha-
yan exigido, las cuales se regularán de conformidad con lo estableci-
do en la normativa que resulte de aplicación.

11. Tras la resolución de la modificación sustancial, la parte o 
partes afectadas por la misma podrán iniciar su puesta en funciona-
miento en los términos previstos en el artículo 12.
12. En los supuestos en que la instalación requiera alguno de los me-
dios de intervención administrativa definida en el   artículo 3. 3 del 
Texto Refundido de la Ley de prevención y control integrados de la 
contaminación el procedimiento para la modificación sustancial será 
el previsto en la sección 3.ª y la solicitud contendrá, además de la

además de la documentación del apartado primero, para los pro-
yectos sometidos a evaluación de impacto ordinaria, el estudio de 
impacto ambiental y restante documentación exigida por la legis-
lación que resulte de aplicación.

documentación del apartado primero, para los proyectos sometidos 
a evaluación de impacto ordinaria, el estudio de impacto ambiental 
y restante documentación exigida por la legislación que resulte de 
aplicación.
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LEY 2/2011, DE 4 DE MARZO, DE ECONOMÍA 
SOSTENIBLE (RCL 2011\384)

REAL DECRETO LEY 36/2020, DE 30 DE DICIEMBRE POR 
EL QUE SE APRUEBAN MEDIDAS URGENTES PARA LA 
MODERNIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
Y PARA LA EJECUCIÓN DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, 
TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA (RCL\2020\2225)

Artículo 91. Constitución de un Fondo para la compra de 
créditos de carbono 

1. Se crea un Fondo de carácter público, adscrito a la Secretaría 
de Estado de Cambio Climático, con el objeto de generar activi-
dad económica baja en carbono y contribuir al cumplimiento de 
los objetivos sobre reducción de emisiones de gases de efecto in-
vernadero asumidos por España mediante actuaciones de ámbito 
nacional.

2. El Fondo se dedicará a la adquisición de créditos de carbono, 
en especial los derivados de proyectos realizados o promovidos por 
empresas en el marco de los Mecanismos de Flexibilidad del Pro-
tocolo de Kioto en los términos establecidos reglamentariamente, 
con la finalidad de incentivar la participación de las empresas es-
pañolas en dichos mecanismos. El Fondo se destinará de manera 
preferente a proyectos de eficiencia energética, energías renova-
bles y gestión de residuos y aquellos que representen un elevado 
componente de transferencia de tecnología en el país donde se 
lleven a cabo. Para la certificación de las reducciones de emisiones 
de los proyectos se atenderá a las normas internacionales que las 
regulen, en función de su naturaleza.

3. El Fondo podrá condicionar la adquisición de dichos créditos 
a la realización por parte de las empresas de inversiones en secto-
res no sujetos al comercio de derechos de emisión.

4 Los créditos de carbono adquiridos por el Fondo se consti-
tuirán en activos del Estado y podrán enajenarse, en particular, si 
resultan innecesarias para atender los compromisos de reducción 
de España en el marco del Protocolo de Kioto, permitiendo la au-
tofinanciación del Fondo.

5 El régimen presupuestario, económico - financiero, contable 
y de control de este Fondo será el previsto en la Ley 47 / 2003, 
de 26 de noviembre  ( RCL 2003, 2753 ), General Presupuestaria, 
para los fondos carentes de personalidad jurídica cuya dotación se 
efectúe mayoritariamente desde los Presupuestos Generales del 
Estado, mencionados en el artículo 2. 2 de dicha ley.

6 No estarán sujetas a la Ley 30 / 2007, de 30 de octubre  ( RCL 
2007, 1964 ), de Contratos del Sector Público, las operaciones de 
adquisición de créditos de carbono.
(CONTINUA PÁG. SIGUENTE)

Artículo 91. Constitución de un Fondo para la compra de créditos 
de carbono 

1. Se crea el fondo carente de personalidad jurídica «Fondo de 
carbono para una economía sostenible» (FES-CO2) (FCPJ), ads-
crito a la Secretaría de Estado de Medio Ambiente, que tiene por 
objeto generar actividad económica baja en carbono y resiliente al 
clima, contribuir al cumplimiento de los objetivos de reducción de 
emisiones de gases de efecto invernadero asumidos por España y 
fomentar el desarrollo tecnológico para la descarbonización y la 
resiliencia del clima en sectores clave de la economía, mediante 
actuaciones de ámbito nacional.

2. El Fondo se dedicará a:
a) El desarrollo de actuaciones adicionales de adaptación a los 

efectos del cambio climático con impacto significativo en la lucha 
contra el cambio climático.

b) El desarrollo de actuaciones adicionales de reducción de 
emisiones de gases de efecto invernadero y aumento de sumide-
ros de carbono, basándose en el precio de tonelada de CO2 equi-
valente reducida o absorbida.

c) El apoyo a proyectos emblemáticos de desarrollo tecnoló-
gico con un potencial significativo para la descarbonización del 
sector de generación eléctrica o de la industria.

d) La adquisición de créditos de carbono, en especial los deri-
vados de actividades realizadas o promovidas por empresas en el 
marco de los instrumentos de la Convención Marco de Naciones 
Unidas sobre el Cambio Climático y de su Acuerdo de París en los 
términos establecidos reglamentariamente, con la finalidad de 
incentivar la participación de las empresas españolas en dichos 
instrumentos. El Fondo se destinará de manera preferente a pro-
yectos de eficiencia energética, energías renovables y gestión de 
residuos y a aquellos que representen un elevado componente de 
transferencia de tecnología en el país donde se lleven a cabo. Para 
la certificación de las reducciones de emisiones de las actividades 
se atenderá a las normas internacionales que las regulen, en fun-
ción de su naturaleza.

Reglamentariamente se establecerán los términos de acuerdo 
a los cuales se financiarán las actuaciones señaladas en los pun-
tos anteriores, que podrán incluir subvenciones. 

3. El Fondo podrá condicionar la adquisición de dichos créditos 
a la realización por parte de las empresas de inversiones en sectores 
no sujetos al comercio de derechos de emisión.

4 Los créditos de carbono adquiridos por el Fondo se constituirán 
en activos del Estado y podrán enajenarse, en particular, si resultan 
innecesarias para atender los compromisos de reducción de España 
en el marco del Protocolo de Kioto, permitiendo la autofinanciación 
del Fondo.

5 El régimen presupuestario, económico - financiero, contable y 
de control de este Fondo será el previsto en la   Ley 47 / 2003, de 
26 de noviembre  ( RCL 2003, 2753 ), General Presupuestaria, para 
los fondos carentes de personalidad jurídica cuya dotación se efec-
túe mayoritariamente desde los Presupuestos Generales del Estado, 
mencionados en el artículo 2. 2 de dicha ley.

6 No estarán sujetas a la   Ley 30 / 2007, de 30 de octubre  ( 
RCL 2007, 1964 ), de Contratos del Sector Público, las operaciones 
de adquisición de créditos de carbono. (CONTINUA PÁG. SIGUENTE)
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7 La Intervención General de la Administración del Estado con-
trolará el Fondo para la adquisición de créditos de carbono a través 
de la auditoría pública, en los términos previstos en la Ley 47 / 
2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

8 La administración del Fondo se llevará a cabo por un ór-
gano colegiado presidido por la Secretaria de Estado de Cambio 
Climático, cuya composición y funcionamiento se establecerán re-
glamentariamente. En todo caso, participarán en el mismo un re-
presentante de la Secretaría de Estado de Hacienda y Presupues-
tos y de la Abogacía del Estado. Este órgano será responsable de 
aprobar las cuentas del Fondo. El Fondo contará también con un 
órgano de carácter ejecutivo que, entre otras funciones, será res-
ponsable de la llevanza de la contabilidad del Fondo, de acuerdo 
con la normativa aplicable y de la formulación de sus cuentas con 
periodicidad anual.

9. El Fondo estará dotado con las aportaciones que anualmen-
te se consignen en los Presupuestos Generales del Estado. Podrán 
atenderse con cargo a las dotaciones del Fondo los gastos que 
ocasione su gestión.

7 La Intervención General de la Administración del Estado con-
trolará el Fondo para la adquisición de créditos de carbono a través 
de la auditoría pública, en los términos previstos en la Ley 47 / 2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

8 La administración del Fondo se llevará a cabo por un órgano 
colegiado presidido por la Secretaria de Estado de Cambio Climático, 
cuya composición y funcionamiento se establecerán reglamentaria-
mente. En todo caso, participarán en el mismo un representante de 
la Secretaría de Estado de Hacienda y Presupuestos y de la Abogacía 
del Estado. Este órgano será responsable de aprobar las cuentas del 
Fondo. El Fondo contará también con un órgano de carácter ejecu-
tivo que, entre otras funciones, será responsable de la llevanza de la 
contabilidad del Fondo, de acuerdo con la normativa aplicable y de 
la formulación de sus cuentas con periodicidad anual.

9. El Fondo estará dotado con las aportaciones que anualmen-
te se consignen en los Presupuestos Generales del Estado. Podrán 
atenderse con cargo a las dotaciones del Fondo los gastos que oca-
sione su gestión. 
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LEY 6/2018, DE 3 DE JULIO, DE PRESUPUESTOS 
GENERALES DEL ESTADO PARA EL AÑO 2018 (RCL 
2018\1020)

REAL DECRETO LEY 36/2020, DE 30 DE DICIEMBRE POR 
EL QUE SE APRUEBAN MEDIDAS URGENTES PARA LA 
MODERNIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
Y PARA LA EJECUCIÓN DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, 
TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA (RCL\2020\2225)

Disposición adicional segunda. Préstamos y anticipos 
financiados con cargo a los Presupuestos Generales del Estado

Con la finalidad de atender al cumplimiento de los objetivos 
de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, la conce-
sión de préstamos y anticipos financiados directa o indirectamente 
con cargo al Capítulo 8 de los Presupuestos Generales del Estado 
se ajustará, a las siguientes normas :

a) Salvo autorización expresa del Ministro de Hacienda y Fun-
ción Pública no podrán concederse préstamos y anticipos al tipo de 
interés inferior al de la Deuda emitida por el Estado en instrumen-
tos con vencimiento similar.

En el supuesto de préstamos y anticipos a conceder a través 
de procedimientos de concurrencia competitiva, el citado requisito 
deberá cumplirse en el momento anterior a la aprobación de la 
convocatoria.

La determinación del tipo de interés deberá quedar justifica-
da en el expediente por el correspondiente órgano gestor. En los 
supuestos en que no fuera posible una relación directa con la re-
ferencia indicada, se acompañará informe de la Secretaría General 
de Tesoro y Política Financiera.

Esta norma no será de aplicación a los siguientes casos:

- Anticipos que se concedan al personal.

- Anticipos reembolsables con fondos comunitarios.

- Préstamos o anticipos cuyo tipo de interés se regule en nor-
mas de rango legal.

b) Los beneficiarios de los préstamos o anticipos deberán acre-
ditar que se encuentran al corriente del pago de las obligaciones 
de reembolso de cualesquiera otros préstamos o anticipos conce-
didos anteriormente con cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado. Corresponde al centro gestor del gasto comprobar el cum-
plimiento de tales condiciones con anterioridad al pago, exigien-
do, cuando no pueda acreditarse de otro modo, una declaración 
responsable del beneficiario o certificación del órgano competente 
si éste fuere una administración pública.

Disposición adicional segunda. Préstamos y anticipos 
financiados con cargo a los Presupuestos Generales del Estado

Con la finalidad de atender al cumplimiento de los objetivos de 
estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, la concesión 
de préstamos y anticipos financiados directa o indirectamente con 
cargo al Capítulo 8 de los Presupuestos Generales del Estado se 
ajustará, a las siguientes normas:

a) Salvo autorización expresa del Ministro de Hacienda y Función 
Pública no podrán concederse préstamos y anticipos al tipo de inte-
rés inferior al de la Deuda emitida por el Estado en instrumentos con 
vencimiento similar.

En el supuesto de préstamos y anticipos a conceder a través de 
procedimientos de concurrencia competitiva, el citado requisito de-
berá cumplirse en el momento anterior a la aprobación de la convo-
catoria.

La determinación del tipo de interés deberá quedar justificada en 
el expediente por el correspondiente órgano gestor. En los supuestos 
en que no fuera posible una relación directa con la referencia indi-
cada, se acompañará informe de la Secretaría General de Tesoro y 
Política Financiera.

Esta norma no será de aplicación a los siguientes casos:

– Anticipos que se concedan al personal.

– Anticipos reembolsables con fondos comunitarios.

– Préstamos o anticipos cuyo tipo de interés se regule en normas 
de rango legal.

– Subvenciones financiadas o reembolsables con  fondos eu-
ropeos.

b) Los beneficiarios de los préstamos o anticipos deberán acre-
ditar que se encuentran al corriente del pago de las obligaciones de 
reembolso de cualesquiera otros préstamos o anticipos concedidos 
anteriormente con cargo a los Presupuestos Generales del Estado. 
Corresponde al centro gestor del gasto comprobar el cumplimiento 
de tales condiciones con anterioridad al pago, exigiendo, cuando no 
pueda acreditarse de otro modo, una declaración responsable del 
beneficiario o certificación del órgano competente si éste fuere una 
administración pública.
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LEY 9/2017, DE 8 DE NOVIEMBRE, DE CONTRATOS DEL 
SECTOR PÚBLICO, POR LA QUE SE TRANSPONEN AL 
ORDENAMIENTO JURÍDICO ESPAÑOL LAS DIRECTIVAS 
DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO 2014/23/
UE Y 2014/24/UE, DE 26 DE FEBRERO DE 2014 (RCL 
2017\1303)

REAL DECRETO LEY 36/2020, DE 30 DE DICIEMBRE POR 
EL QUE SE APRUEBAN MEDIDAS URGENTES PARA LA 
MODERNIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
Y PARA LA EJECUCIÓN DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, 
TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA (RCL\2020\2225)

Artículo 32. Encargos de los poderes adjudicadores a medios 
propios personificados

1. Los poderes adjudicadores podrán organizarse ejecutando 
de manera directa prestaciones propias de los contratos de obras, 
suministros, servicios, concesión de obras y concesión de servicios, 
a cambio de una compensación tarifaria, valiéndose de otra perso-
na jurídica distinta a ellos, ya sea de derecho público o de derecho 
privado, previo encargo a esta, con sujeción a lo dispuesto en este 
artículo, siempre y cuando la persona jurídica que utilicen merez-
ca la calificación jurídica de medio propio personificado respecto 
de ellos de conformidad con lo dispuesto en los tres apartados 
siguientes, y sin perjuicio de los requisitos establecidos para los 
medios propios del ámbito estatal en la   Ley 40 / 2015, de 1 de 
octubre , de Régimen Jurídico del Sector Público.

El encargo que cumpla dichos requisitos no tendrá la conside-
ración de contrato.

2. Tendrán la consideración de medio propio personificado res-
pecto de una única entidad concreta del sector público aquellas 
personas jurídicas, de derecho público o de derecho privado, que 
cumplan todos y cada uno de los requisitos que se establecen a con-
tinuación :

a) Que el poder adjudicador que pueda conferirle encargos 
ejerza sobre el ente destinatario de los mismos un control, directo 
o indirecto, análogo al que ostentaría sobre sus propios servicios 
o unidades, de manera que el primero pueda ejercer sobre el se-
gundo una influencia decisiva sobre sus objetivos estratégicos y 
decisiones significativas.

En todo caso se entenderá que el poder adjudicador que puede 
conferirle encargos ostenta sobre el ente destinatario del mismo 
un control análogo al que ejerce sobre sus propios servicios o uni-
dades cuando él mismo o bien otro u otros poderes adjudicadores 
o personas jurídicas controlados del mismo modo por el primero 
puedan conferirle encargos que sean de ejecución obligatoria para 
el ente destinatario del encargo por así establecerlo los estatutos 
o el acto de creación, de manera que exista una unidad de decisión 
entre ellos, de acuerdo con instrucciones fijadas unilateralmente 
por el ente que puede realizar el encargo.

La compensación se establecerá por referencia a tarifas apro-
badas por la entidad pública de la que depende el medio propio 
personificado para las actividades objeto de encargo realizadas 
por el medio propio directamente y, en la forma que reglamen-
tariamente se determine, atendiendo al coste efectivo soportado 
por el medio propio para las actividades objeto del encargo que 
se subcontraten con empresarios particulares en los casos en que 
este coste sea inferior al resultante de aplicar las tarifas a las acti-
vidades subcontratadas.

Dichas tarifas se calcularán de manera que representen los 
costes reales de realización de las unidades producidas directa-
mente por el medio propio.

b) Que más del 80 por ciento de las actividades del ente desti-
natario del encargo se lleven a cabo en el ejercicio de los cometidos 
que le han sido confiados por el poder adjudicador que hace el en-
cargo y que lo controla o por otras personas jurídicas controladas 
del mismo modo por la entidad que hace el encargo.

A estos efectos, para calcular el 80 por ciento de las activida-
des del ente destinatario del encargo se tomarán en consideración 
(CONTINUA PÁG. SIGUENTE)

Artículo 32. Encargos de los poderes adjudicadores a medios 
propios personificados

1. Los poderes adjudicadores podrán organizarse ejecutando 
de manera directa prestaciones propias de los contratos de obras, 
suministros, servicios, concesión de obras y concesión de servicios, 
a cambio de una compensación tarifaria, valiéndose de otra perso-
na jurídica distinta a ellos, ya sea de derecho público o de derecho 
privado, previo encargo a esta, con sujeción a lo dispuesto en este 
artículo, siempre y cuando la persona jurídica que utilicen merezca la 
calificación jurídica de medio propio personificado respecto de ellos 
de conformidad con lo dispuesto en los tres apartados siguientes, y 
sin perjuicio de los requisitos establecidos para los medios propios 
del ámbito estatal en la   Ley 40 / 2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.

El encargo que cumpla dichos requisitos no tendrá la considera-
ción de contrato.

2. Tendrán la consideración de medio propio personificado res-
pecto de una única entidad concreta del sector público aquellas 
personas jurídicas, de derecho público o de derecho privado, que 
cumplan todos y cada uno de los requisitos que se establecen a con-
tinuación :

a) Que el poder adjudicador que pueda conferirle encargos ejerza 
sobre el ente destinatario de los mismos un control, directo o indirec-
to, análogo al que ostentaría sobre sus propios servicios o unidades, 
de manera que el primero pueda ejercer sobre el segundo una in-
fluencia decisiva sobre sus objetivos estratégicos y decisiones signi-
ficativas.

En todo caso se entenderá que el poder adjudicador que puede 
conferirle encargos ostenta sobre el ente destinatario del mismo un 
control análogo al que ejerce sobre sus propios servicios o unidades 
cuando él mismo o bien otro u otros poderes adjudicadores o per-
sonas jurídicas controlados del mismo modo por el primero puedan 
conferirle encargos que sean de ejecución obligatoria para el ente 
destinatario del encargo por así establecerlo los estatutos o el acto 
de creación, de manera que exista una unidad de decisión entre ellos, 
de acuerdo con instrucciones fijadas unilateralmente por el ente que 
puede realizar el encargo.

La compensación se establecerá por referencia a tarifas aproba-
das por la entidad pública de la que depende el medio propio perso-
nificado para las actividades objeto de encargo realizadas por el me-
dio propio directamente y, en la forma que reglamentariamente se 
determine, atendiendo al coste efectivo soportado por el medio pro-
pio para las actividades objeto del encargo que se subcontraten con 
empresarios particulares en los casos en que este coste sea inferior 
al resultante de aplicar las tarifas a las actividades subcontratadas.

Dichas tarifas se calcularán de manera que representen los cos-
tes reales de realización de las unidades producidas directamente 
por el medio propio.

b) Que más del 80 por ciento de las actividades del ente destina-
tario del encargo se lleven a cabo en el ejercicio de los cometidos que 
le han sido confiados por el poder adjudicador que hace el encargo y 
que lo controla o por otras personas jurídicas controladas del mismo 
modo por la entidad que hace el encargo.

A estos efectos, para calcular el 80 por ciento de las activida-
des del ente destinatario del encargo se tomarán en consideración el 
(CONTINUA PÁG. SIGUENTE)
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el promedio del volumen global de negocios, los gastos soporta-
dos por los servicios prestados al poder adjudicador en relación 
con la totalidad de los gastos en que haya incurrido el medio pro-
pio por razón de las prestaciones que haya realizado a cualquier 
entidad, u otro indicador alternativo de actividad que sea fiable, y 
todo ello referido a los tres ejercicios anteriores al de formalización 
del encargo.

Cuando debido a la fecha de creación o de inicio de actividad 
del poder adjudicador que hace el encargo, o debido a la reorgani-
zación de las actividades de este, el volumen global de negocios, 
u otro indicador alternativo de actividad, de acuerdo con lo esta-
blecido en el párrafo anterior, no estuvieran disponibles respecto 
de los tres ejercicios anteriores a la formalización del encargo o 
hubieran perdido su vigencia, será suficiente con justificar que el 
cálculo del nivel de actividad se corresponde con la realidad, en 
especial mediante proyecciones de negocio.

El cumplimiento efectivo del requisito establecido en la pre-
sente letra deberá quedar reflejado en la Memoria integrante de 
las Cuentas Anuales del ente destinatario del encargo y, en con-
secuencia, ser objeto de verificación por el auditor de cuentas en 
la realización de la auditoría de dichas cuentas anuales de confor-
midad con la normativa reguladora de la actividad de auditoría de 
cuentas.

c) Cuando el ente destinatario del encargo sea un ente de per-
sonificación jurídico - privada, además, la totalidad de su capital 
o patrimonio tendrá que ser de titularidad o aportación pública.

d) La condición de medio propio personificado de la entidad 
destinataria del encargo respecto del concreto poder adjudicador 
que hace el encargo deberá reconocerse expresamente en sus es-
tatutos o actos de creación, previo cumplimiento de los siguientes 
requisitos :

1.º Conformidad o autorización expresa del poder adjudicador 
respecto del que vaya a ser medio propio.

2.º Verificación por la entidad pública de que dependa el ente 
que vaya a ser medio propio, de que cuenta con medios persona-
les y materiales apropiados para la realización de los encargos de 
conformidad con su objeto social.

Los estatutos o acto de creación del ente destinatario del en-
cargo deberá determinar : el poder adjudicador respecto del cual 
tiene esa condición; precisar el régimen jurídico y administrativo 
de los encargos que se les puedan conferir; y establecer la imposi-
bilidad de que participen en licitaciones públicas convocadas por 
el poder adjudicador del que sean medio propio personificado, sin 
perjuicio de que, cuando no concurra ningún licitador, pueda en-
cargárseles la ejecución de la prestación objeto de las mismas.

En todo caso, se presumirá que cumple el requisito estableci-
do en el número 2.º de la presente letra cuando haya obtenido la 
correspondiente clasificación respecto a los Grupos, Subgrupos y 
Categorías que ostente.

3. El apartado 2 del presente artículo también se aplicará en 
los casos en que la persona jurídica controlada, siendo un poder 
adjudicador, realice un encargo al poder adjudicador que la con-
trola o a otra persona jurídica controlada, directa o indirectamente, 
por el mismo poder adjudicador, siempre que no exista participa-
ción directa de capital privado en la persona jurídica a la que se 
realice el encargo.

promedio del volumen global de negocios, los gastos soportados por 
los servicios prestados al poder adjudicador en relación con la tota-
lidad de los gastos en que haya incurrido el medio propio por razón 
de las prestaciones que haya realizado a cualquier entidad, u otro 
indicador alternativo de actividad que sea fiable, y todo ello referido 
a los tres ejercicios anteriores al de formalización del encargo.

Cuando debido a la fecha de creación o de inicio de actividad del 
poder adjudicador que hace el encargo, o debido a la reorganización 
de las actividades de este, el volumen global de negocios, u otro in-
dicador alternativo de actividad, de acuerdo con lo establecido en el 
párrafo anterior, no estuvieran disponibles respecto de los tres ejer-
cicios anteriores a la formalización del encargo o hubieran perdido 
su vigencia, será suficiente con justificar que el cálculo del nivel de 
actividad se corresponde con la realidad, en especial mediante pro-
yecciones de negocio.

El cumplimiento efectivo del requisito establecido en la presente 
letra deberá quedar reflejado en la Memoria integrante de las Cuen-
tas Anuales del ente destinatario del encargo y, en consecuencia, ser 
objeto de verificación por el auditor de cuentas en la realización de la 
auditoría de dichas cuentas anuales de conformidad con la normati-
va reguladora de la actividad de auditoría de cuentas.

c) Cuando el ente destinatario del encargo sea un ente de per-
sonificación jurídico - privada, además, la totalidad de su capital o 
patrimonio tendrá que ser de titularidad o aportación pública.

d) La condición de medio propio personificado de la entidad des-
tinataria del encargo respecto del concreto poder adjudicador que 
hace el encargo deberá reconocerse expresamente en sus estatutos 
o actos de creación, previo cumplimiento de los siguientes requisitos 
:

1.º Conformidad o autorización expresa del poder adjudicador 
respecto del que vaya a ser medio propio.

2.º Verificación por la entidad pública de que dependa el ente 
que vaya a ser medio propio, de que cuenta con medios personales y 
materiales apropiados para la realización de los encargos de confor-
midad con su objeto social.

Los estatutos o acto de creación del ente destinatario del encar-
go deberá determinar : el poder adjudicador respecto del cual tiene 
esa condición; precisar el régimen jurídico y administrativo de los 
encargos que se les puedan conferir; y establecer la imposibilidad 
de que participen en licitaciones públicas convocadas por el poder 
adjudicador del que sean medio propio personificado, sin perjuicio 
de que, cuando no concurra ningún licitador, pueda encargárseles la 
ejecución de la prestación objeto de las mismas.

En todo caso, se presumirá que cumple el requisito establecido 
en el número 2.º de la presente letra cuando haya obtenido la corres-
pondiente clasificación respecto a los Grupos, Subgrupos y Catego-
rías que ostente.

3. El apartado 2 del presente artículo también se aplicará en los 
casos en que la persona jurídica controlada, siendo un poder adju-
dicador, realice un encargo al poder adjudicador que la controla o 
a otra persona jurídica controlada, directa o indirectamente, por el 
mismo poder adjudicador, siempre que no exista participación di-
recta de capital privado en la persona jurídica a la que se realice el 
encargo.

4 Tendrán la consideración de medio propio personificado res-
pecto de dos o más poderes adjudicadores que sean independientes

4 Tendrán la consideración de medio propio personificado res-
pecto de dos o más poderes adjudicadores que sean independien-
tes entre sí aquellas personas jurídicas, de derecho público o de 
derecho privado, que cumplan todos y cada uno de los requisitos 
que se establecen a continuación :

a) Que los poderes adjudicadores que puedan conferirle en-
cargos ejerzan sobre el ente destinatario del mismo un control 
conjunto análogo al que ostentarían sobre sus propios servicios o 
unidades. (CONTINUA PÁG. SIGUENTE)

entre sí aquellas personas jurídicas, de derecho público o de derecho 
privado, que cumplan todos y cada uno de los requisitos que se esta-
blecen a continuación :

a) Que los poderes adjudicadores que puedan conferirle encar-
gos ejerzan sobre el ente destinatario del mismo un control conjunto 
análogo al que ostentarían sobre sus propios servicios o unidades.
(CONTINUA PÁG. SIGUENTE)
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Se entenderá que existe control conjunto cuando se cumplan 
todas las condiciones siguientes :

1.º Que en los órganos decisorios del ente destinatario del en-
cargo estén representados todos los entes que puedan conferirle 
encargos, pudiendo cada representante representar a varios de 
estos últimos o a la totalidad de ellos.

2.º Que estos últimos puedan ejercer directa y conjuntamente 
una influencia decisiva sobre los objetivos estratégicos y sobre las 
decisiones significativas del ente destinatario del encargo.

3.º Que el ente destinatario del encargo no persiga intereses 
contrarios a los intereses de los entes que puedan conferirle en-
cargos.

La compensación se establecerá, por referencia a tarifas apro-
badas por la entidad pública de la que depende el medio propio 
personificado para las actividades objeto de encargo realizadas 
por el medio propio directamente y, en la forma que reglamen-
tariamente se determine, atendiendo al coste efectivo soportado 
por el medio propio para las actividades objeto del encargo que 
se subcontraten con empresarios particulares en los casos en que 
este coste sea inferior al resultante de aplicar las tarifas a las acti-
vidades subcontratadas.

Dichas tarifas se calcularán de manera que representen los 
costes reales de realización de las unidades producidas directa-
mente por el medio propio.

b) Que más del 80 por ciento de las actividades del ente des-
tinatario del encargo se lleven a cabo en el ejercicio de los come-
tidos que le han sido confiados por los poderes adjudicadores que 
lo controlan o por otras personas jurídicas controladas por los mis-
mos poderes adjudicadores. El cálculo del 80 por ciento se hará 
de acuerdo con lo establecido en la letra b) del apartado 2 de este 
artículo.

El cumplimiento del requisito establecido en la presente letra 
deberá quedar reflejado en la Memoria integrante de las Cuentas 
Anuales del ente destinatario del encargo, y, en consecuencia, ser 
objeto de verificación por el auditor de cuentas en la realización 
de la auditoría de dichas cuentas anuales de conformidad con la 
normativa reguladora de la actividad de auditoría de cuentas.

c) Que cumplan los requisitos que establece este artículo en su 
apartado 2 letras c) y d ).

5 El incumplimiento sobrevenido de cualquiera de los requi-
sitos establecidos en los apartados 2 o 4, según corresponda en 
cada caso, comportará la perdida de la condición de medio propio 
personificado y, en consecuencia, la imposibilidad de seguir efec-
tuando encargos a la persona jurídica afectada; sin perjuicio de la 
conclusión de los encargos que estuvieran en fase de ejecución.

6 Los encargos que realicen las entidades del sector público 
a un ente que, de acuerdo con los apartados segundo, tercero o 
cuarto de este artículo, pueda ser calificado como medio propio 
personificado del primero o primeros, no tendrán la consideración 
jurídica de contrato, debiendo únicamente cumplir las siguientes 
normas :

Se entenderá que existe control conjunto cuando se cumplan to-
das las condiciones siguientes :

1.º Que en los órganos decisorios del ente destinatario del en-
cargo estén representados todos los entes que puedan conferirle en-
cargos, pudiendo cada representante representar a varios de estos 
últimos o a la totalidad de ellos.

2.º Que estos últimos puedan ejercer directa y conjuntamente 
una influencia decisiva sobre los objetivos estratégicos y sobre las 
decisiones significativas del ente destinatario del encargo.

3.º Que el ente destinatario del encargo no persiga intereses con-
trarios a los intereses de los entes que puedan conferirle encargos.

La compensación se establecerá, por referencia a tarifas aproba-
das por la entidad pública de la que depende el medio propio perso-
nificado para las actividades objeto de encargo realizadas por el me-
dio propio directamente y, en la forma que reglamentariamente se 
determine, atendiendo al coste efectivo soportado por el medio pro-
pio para las actividades objeto del encargo que se subcontraten con 
empresarios particulares en los casos en que este coste sea inferior 
al resultante de aplicar las tarifas a las actividades subcontratadas.

Dichas tarifas se calcularán de manera que representen los cos-
tes reales de realización de las unidades producidas directamente 
por el medio propio.

b) Que más del 80 por ciento de las actividades del ente destina-
tario del encargo se lleven a cabo en el ejercicio de los cometidos que 
le han sido confiados por los poderes adjudicadores que lo controlan 
o por otras personas jurídicas controladas por los mismos poderes 
adjudicadores. El cálculo del 80 por ciento se hará de acuerdo con lo 
establecido en la letra b) del apartado 2 de este artículo.

El cumplimiento del requisito establecido en la presente letra 
deberá quedar reflejado en la Memoria integrante de las Cuentas 
Anuales del ente destinatario del encargo, y, en consecuencia, ser 
objeto de verificación por el auditor de cuentas en la realización de la 
auditoría de dichas cuentas anuales de conformidad con la normati-
va reguladora de la actividad de auditoría de cuentas.

c) Que cumplan los requisitos que establece este artículo en su 
apartado 2 letras c) y d ).

5 El incumplimiento sobrevenido de cualquiera de los requisi-
tos establecidos en los apartados 2 o 4, según corresponda en cada 
caso, comportará la perdida de la condición de medio propio perso-
nificado y, en consecuencia, la imposibilidad de seguir efectuando 
encargos a la persona jurídica afectada; sin perjuicio de la conclusión 
de los encargos que estuvieran en fase de ejecución.

6 Los encargos que realicen las entidades del sector público a un 
ente que, de acuerdo con los apartados segundo, tercero o cuarto de 
este artículo, pueda ser calificado como medio propio personificado 
del primero o primeros, no tendrán la consideración jurídica de con-
trato, debiendo únicamente cumplir las siguientes normas :

a) El medio propio personificado deberá haber publicado en la 
Plataforma de Contratación correspondiente su condición de tal; 
respecto de qué poderes adjudicadores la ostenta; y los sectores 
de actividad en los que, estando comprendidos en su objeto social, 
sería apto para ejecutar las prestaciones que vayan a ser objeto de 
encargo.

b) El encargo deberá ser objeto de formalización en un do-
cumento que será publicado en la Plataforma de Contratación 
correspondiente en los supuestos previstos del artículo 63. 6 El 
documento de formalización establecerá el plazo de duración del 
encargo. (CONTINUA PÁG. SIGUENTE)

a) El medio propio personificado deberá haber publicado en la Plata-
forma de Contratación correspondiente su condición de tal; respecto 
de qué poderes adjudicadores la ostenta; y los sectores de actividad 
en los que, estando comprendidos en su objeto social, sería apto 
para ejecutar las prestaciones que vayan a ser objeto de encargo.

b) El encargo deberá ser objeto de formalización en un documen-
to que será publicado en la Plataforma de Contratación correspon-
diente en los supuestos previstos del artículo 63. 6 El documento de 
formalización establecerá el plazo de duración del encargo. (CONTI-
NUA PÁG. SIGUENTE)
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c) Los órganos de las entidades del sector público estatal que 
tengan la condición de poder adjudicador en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 3. 3 de esta Ley, necesitarán autorización del Consejo 
de Ministros cuando el importe del gasto que se derive del encar-
go, sea igual o superior a doce millones de euros.

La autorización del Consejo de Ministros a que se refiere el pá-
rrafo anterior deberá obtenerse antes de la suscripción del encar-
go por el órgano competente. Una vez obtenida la autorización, 
corresponderá a los órganos competentes la aprobación del gasto 
y suscripción del encargo, de conformidad con lo dispuesto en las 
respectivas normas.

A efectos de obtener la citada autorización, los órganos com-
petentes deberán remitir al menos los siguientes documentos : el 
texto del encargo; el informe del servicio jurídico; así como el cer-
tificado de existencia de crédito o, tratándose de poderes adjudi-
cadores con presupuesto estimativo, los documentos equivalentes 
que acrediten la existencia de financiación.

Requerirán igualmente la previa autorización del Consejo de 
Ministros las modificaciones de encargos autorizados por el Con-
sejo de Ministros, cuando superen el 20 por cien del importe del 
encargo.

La autorización que otorgue el Consejo de Ministros será gené-
rica para la suscripción del encargo, sin que en ningún caso impli-
que una validación de los trámites realizados, ni exima de la res-
ponsabilidad que corresponda a las partes respecto de la correcta 
tramitación y realización del encargo.

7 A los negocios jurídicos que los entes destinatarios del encar-
go celebren en ejecución del encargo recibido de conformidad con 
el presente artículo, se le aplicarán las siguientes reglas :

a) El contrato quedará sometido a esta Ley, en los términos 
que sean procedentes, de acuerdo con la naturaleza de la entidad 
que los celebre y el tipo y valor estimado de los mismos y, en todo 
caso, cuando el medio propio no sea un poder adjudicador se le 
aplicarán las normas contenidas en el Título I del Libro Tercero de 
la presente Ley.

b) El importe de las prestaciones parciales que el medio pro-
pio pueda contratar con terceros no excederá del 50 por ciento de 
la cuantía del encargo. No se considerarán prestaciones parciales 
aquellas que el medio propio adquiera a otras empresas cuando se 
trate de suministros o servicios auxiliares o instrumentales que no 
constituyen una parte autónoma y diferenciable de la prestación 
principal, aunque sean parte del proceso necesario para producir 
dicha prestación.

c) Los órganos de las entidades del sector público estatal que 
tengan la condición de poder adjudicador en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 3. 3 de esta Ley, necesitarán autorización del Consejo 
de Ministros cuando el importe del gasto que se derive del encargo, 
sea igual o superior a doce millones de euros.

La autorización del Consejo de Ministros a que se refiere el párra-
fo anterior deberá obtenerse antes de la suscripción del encargo por 
el órgano competente. Una vez obtenida la autorización, correspon-
derá a los órganos competentes la aprobación del gasto y suscrip-
ción del encargo, de conformidad con lo dispuesto en las respectivas 
normas.

A efectos de obtener la citada autorización, los órganos compe-
tentes deberán remitir al menos los siguientes documentos : el texto 
del encargo; el informe del servicio jurídico; así como el certificado 
de existencia de crédito o, tratándose de poderes adjudicadores con 
presupuesto estimativo, los documentos equivalentes que acrediten 
la existencia de financiación.

Requerirán igualmente la previa autorización del Consejo de Mi-
nistros las modificaciones de encargos autorizados por el Consejo de 
Ministros, cuando superen el 20 por cien del importe del encargo.

La autorización que otorgue el Consejo de Ministros será genéri-
ca para la suscripción del encargo, sin que en ningún caso implique 
una validación de los trámites realizados, ni exima de la responsabi-
lidad que corresponda a las partes respecto de la correcta tramita-
ción y realización del encargo.

7 A los negocios jurídicos que los entes destinatarios del encar-
go celebren en ejecución del encargo recibido de conformidad con el 
presente artículo, se le aplicarán las siguientes reglas :

a) El contrato quedará sometido a esta Ley, en los términos que 
sean procedentes, de acuerdo con la naturaleza de la entidad que los 
celebre y el tipo y valor estimado de los mismos y, en todo caso, cuan-
do el medio propio no sea un poder adjudicador se le aplicarán las 
normas contenidas en el Título I del Libro Tercero de la presente Ley.

b) El importe de las prestaciones parciales que el medio pro-
pio pueda contratar con terceros no excederá del 50 por ciento de 
la cuantía del encargo. No se considerarán prestaciones parciales 
aquellas que el medio propio adquiera a otras empresas cuando 
se trate de suministros o servicios auxiliares o instrumentales que 
no constituyen una parte autónoma y diferenciable de la prestación 
principal, aunque sean parte del proceso necesario para producir di-
cha prestación.

No será aplicable lo establecido en esta letra a los contratos 
de obras que celebren los medios propios a los que se les haya 
encargado una concesión, ya sea de obras o de servicios. Igual-
mente no será de aplicación en los supuestos en los que la gestión 
del servicio público se efectúe mediante la creación de entidades 
de derecho público destinadas a este fin, ni a aquellos en que la 
misma se atribuya a una sociedad de derecho privado cuyo capital 
sea, en su totalidad, de titularidad pública.

Tampoco será aplicable a los contratos que celebren los me-
dios propios a los que se les haya encargado la prestación de ser-
vicios informáticos y tecnológicos a la Administración Pública con 
el fin de garantizar la compatibilidad, la comunicabilidad y la se-
guridad de redes y sistemas, así como la integridad, fiabilidad y 
confidencialidad de la información.

Excepcionalmente podrá superarse dicho porcentaje de con-
tratación siempre que el encargo al medio propio se base en razo-
nes de seguridad, en la naturaleza de la prestación que requiera un 
mayor control en la ejecución de la misma, o en razones de urgen-
cia que demanden una mayor celeridad en su ejecución. La justi-
ficación de que concurren estas circunstancias se acompañará al 
documento de formalización del encargo y se publicará en la Pla-
taforma de Contratación correspondiente conjuntamente con éste.

No será aplicable lo establecido en esta letra a los contratos de 
obras que celebren los medios propios a los que se les haya encar-
gado una concesión, ya sea de obras o de servicios. Igualmente no 
será de aplicación en los supuestos en los que la gestión del servicio 
público se efectúe mediante la creación de entidades de derecho pú-
blico destinadas a este fin, ni a aquellos en que la misma se atribuya 
a una sociedad de derecho privado cuyo capital sea, en su totalidad, 
de titularidad pública.

Tampoco será aplicable a los contratos que celebren los me-
dios propios a los que se les haya encargado la prestación de 
servicios informáticos y tecnológicos a la Administración Pública 
con el fin de garantizar la compatibilidad, la comunicabilidad y 
la seguridad de redes y sistemas, la integridad, fiabilidad y con-
fidencialidad de la información, así como a los que celebren los 
medios propios cuyas funciones sean el fomento de las telecomu-
nicaciones, el desarrollo de la sociedad de la información y socie-
dad digital.

Excepcionalmente podrá superarse dicho porcentaje de contra-
tación siempre que el encargo al medio propio se base en razones de 
seguridad, en la naturaleza de la prestación que requiera un mayor 
control en la ejecución de la misma, o en razones de urgencia que 
demanden una mayor celeridad en su ejecución. La justificación de 
que concurren estas circunstancias se acompañará al document o de 
formalización del encargo y se publicará en la Plataforma de Contra-
tación correspondiente conjuntamente con éste.
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Artículo 45. Órgano competente para la resolución del recurso 
en la Administración General del Estado

1. En el ámbito de los poderes adjudicadores del sector público 
estatal, el conocimiento y resolución de los recursos a que se re-
fiere el artículo anterior estará encomendado al Tribunal Adminis-
trativo Central de Recursos Contractuales, órgano especializado 
que actuará con plena independencia funcional en el ejercicio de 
sus competencias. Dicho órgano estará adscrito al Ministerio de 
Hacienda y Función Pública, y estará compuesto por un Presiden-
te y un mínimo de dos vocales. Mediante Acuerdo del Consejo de 
Ministros, podrá incrementarse el número de vocales que hayan de 
integrar el Tribunal cuando el volumen de asuntos sometidos a su 
conocimiento lo aconseje.

2. Podrán ser designados vocales de este Tribunal los funcio-
narios de carrera de cuerpos y escalas a los que se acceda con títu-
lo de licenciado o de grado y que hayan desempeñado su actividad 
profesional por tiempo superior a diez años, preferentemente en el 
ámbito del derecho administrativo relacionado directamente con 
la contratación pública.

3. El Presidente del Tribunal deberá ser funcionario de carre-
ra, de cuerpo o escala para cuyo acceso sea requisito necesario el 
título de licenciado o grado en derecho y haber desempeñado su 
actividad profesional por tiempo superior a quince años, preferen-
temente en el ámbito del derecho administrativo relacionado di-
rectamente con la contratación pública.

En el caso de que los Vocales o el Presidente fueran designa-
dos entre funcionarios de carrera incluidos en el ámbito de aplica-
ción del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre (RCL 
2015, 1695), por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del 
Estatuto Básico del Empleado Público, estos deberán pertenecer 
a cuerpos o escalas clasificados en el Subgrupo A1 del artículo 76  
de dicha Ley.

4. La designación del Presidente y los Vocales de este Tribunal 
se realizará por el Gobierno a propuesta conjunta del Ministro de 
Hacienda y Función Pública y del Ministro de Justicia. Los designa-
dos tendrán carácter independiente e inamovible, y no podrán ser 
removidos de sus puestos sino por las causas siguientes:

a) Por expiración de su mandato.

b) Por renuncia aceptada por el Gobierno.

c) Por pérdida de la nacionalidad española.

d) Por incumplimiento grave de sus obligaciones.

e) Por condena mediante sentencia firme a pena privativa de li-
bertad o de inhabilitación absoluta o especial para empleo o cargo 
público por razón de delito.

f) Por incapacidad sobrevenida para el ejercicio de su función.

Artículo 45. Órgano competente para la resolución del recurso en 
la Administración General del Estado

1. En el ámbito de los poderes adjudicadores del sector público 
estatal, el conocimiento y resolución de los recursos a que se re-
fiere el artículo anterior estará encomendado al Tribunal Adminis-
trativo Central de Recursos Contractuales, órgano especializado 
que actuará con plena independencia funcional en el ejercicio de 
sus competencias. Dicho órgano estará adscrito al Ministerio de 
Hacienda y Función Pública, y estará compuesto por un Presiden-
te y un mínimo de cinco vocales. Cuando el volumen de asuntos 
sometidos a su conocimiento lo requiera, el número de vocales se 
incrementará mediante Real Decreto.

El Tribunal estará dividido en un mínimo de dos Secciones, que 
estarán presididas por el propio Presidente del Tribunal, quien po-
drá delegar el ejercicio de la función en uno de los vocales que 
integren la Sección, y formadas por uno o más vocales y el Secre-
tario General.

El Presidente fijará mediante acuerdo el reparto de atribu-
ciones entre las Secciones y el Pleno, así como la distribución de 
asuntos entre las Secciones.

2. Podrán ser designados vocales de este Tribunal los funciona-
rios de carrera de cuerpos y escalas a los que se acceda con título 
de licenciado o de grado y que hayan desempeñado su actividad 
profesional por tiempo superior a diez años, preferentemente en el 
ámbito del derecho administrativo relacionado directamente con la 
contratación pública.

3. El Presidente del Tribunal deberá ser funcionario de carrera, 
de cuerpo o escala para cuyo acceso sea requisito necesario el título 
de licenciado o grado en derecho y haber desempeñado su actividad 
profesional por tiempo superior a quince años, preferentemente en 
el ámbito del derecho administrativo relacionado directamente con 
la contratación pública.

En el caso de que los Vocales o el Presidente fueran designados 
entre funcionarios de carrera incluidos en el ámbito de aplicación del 
Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre (RCL 2015, 1695), 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico 
del Empleado Público, estos deberán pertenecer a cuerpos o escalas 
clasificados en el Subgrupo A1 del artículo 76  de dicha Ley.

4. La designación del Presidente y los Vocales de este Tribunal se 
realizará por el Gobierno a propuesta conjunta del Ministro de Ha-
cienda y Función Pública y del Ministro de Justicia. Los designados 
tendrán carácter independiente e inamovible, y no podrán ser remo-
vidos de sus puestos sino por las causas siguientes:

a) Por expiración de su mandato.

b) Por renuncia aceptada por el Gobierno.

c) Por pérdida de la nacionalidad española.

d) Por incumplimiento grave de sus obligaciones.

e) Por condena mediante sentencia firme a pena privativa de li-
bertad o de inhabilitación absoluta o especial para empleo o cargo 
público por razón de delito.

f) Por incapacidad sobrevenida para el ejercicio de su función.

La remoción por las causas previstas en las letras c), d), e) y f) 
anteriores se acordará por el Gobierno previo expediente.

5. La duración del nombramiento efectuado de conformidad 
con este apartado será de seis años y no podrá prorrogarse. Du-
rante el tiempo en que se hallen prestando servicio en el Tribu-
nal, tanto el Presidente como los Vocales pasarán a la situación 
de Servicios Especiales dentro de su cuerpo de origen. (CONTINUA 
PÁG. SIGUENTE)

La remoción por las causas previstas en las letras c), d), e) y f) 
anteriores se acordará por el Gobierno previo expediente.

5. La duración del nombramiento efectuado de conformidad con 
este apartado será de seis años y no podrá prorrogarse. Durante el 
tiempo en que se hallen prestando servicio en el Tribunal, tanto el 
Presidente como los Vocales pasarán a la situación de Servicios Es-
peciales dentro de su cuerpo de origen.  (CONTINUA PÁG. SIGUENTE)
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6. En cualquier caso, cesado un miembro del Tribunal, este 
continuará en el ejercicio de sus funciones hasta que tome pose-
sión de su cargo el que lo haya de sustituir.

7. Formará parte del Tribunal, con voz pero sin voto, el Secreta-
rio General del mismo.

El Tribunal contará con los servicios administrativos precisos 
para su funcionamiento.

El nombramiento del Secretario General y el del personal in-
tegrante de los servicios administrativos se harán en los términos 
previstos en la legislación reguladora de la Función Pública.

8. Serán de aplicación al régimen de constitución y funciona-
miento del Tribunal las disposiciones relativas a órganos colegia-
dos contenidas en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.

6. En cualquier caso, cesado un miembro del Tribunal, este conti-
nuará en el ejercicio de sus funciones hasta que tome posesión de su 
cargo el que lo haya de sustituir.

7. Formará parte del Tribunal, con voz pero sin voto, el Secretario 
General del mismo.

El Tribunal contará con los servicios administrativos precisos 
para su funcionamiento.

El nombramiento del Secretario General y el del personal inte-
grante de los servicios administrativos se harán en los términos pre-
vistos en la legislación reguladora de la Función Pública.

8. Serán de aplicación al régimen de constitución y funciona-
miento del Tribunal las disposiciones relativas a órganos colegiados 
contenidas en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico 
del Sector Público.

Artículo 208. Suspensión de los contratos 

1. Si la Administración acordase la suspensión del con-
trato o aquella tuviere lugar por la aplicación de lo dispues-
to en el artículo 198 5, se extenderá un acta, de oficio o a 
solicitud del contratista, en la que se consignarán las cir-
cunstancias que la han motivado y la situación de hecho en 
la ejecución de aquel.

2. Acordada la suspensión, la Administración abonará al 
contratista los daños y perjuicios efectivamente sufridos por 
este con sujeción a las siguientes reglas: 

a) Salvo que el pliego que rija el contrato establezca 
otra cosa, dicho abono solo comprenderá, siempre que en 
los puntos 1.º a 4.º se acredite fehacientemente su realidad, 
efectividad e importe, los siguientes conceptos :

1.º Gastos por mantenimiento de la garantía definitiva.
2.º Indemnizaciones por extinción o suspensión de los 

contratos de trabajo que el contratista tuviera concertados 
para la ejecución del contrato al tiempo de iniciarse la sus-
pensión.

3.º Gastos salariales del personal que necesariamente 
deba quedar adscrito al contrato durante el período de sus-
pensión.

4.º Alquileres o costes de mantenimiento de maquinaria, 
instalaciones y equipos siempre que el contratista acredite 
que estos medios no pudieron ser empleados para otros fi-
nes distintos de la ejecución del contrato suspendido.

5.º Un 3 por 100 del precio de las prestaciones que de-
biera haber ejecutado el contratista durante el período de 
suspensión, conforme a lo previsto en el programa de traba-
jo o en el propio contrato.

6.º Los gastos correspondientes a las pólizas de seguro 
suscritas por el contratista previstos en el  pliego de cláusu-
las administrativas vinculados al objeto del contrato.

b) Solo se indemnizarán los períodos de suspensión 
que estuvieran documentados en la correspondiente acta. 
El contratista podrá pedir que se extienda dicha acta. Si la 
Administración no responde a esta solicitud se entenderá, 
salvo prueba en contrario, que se ha iniciado la suspensión 
en la fecha señalada por el contratista en su solicitud.

c) El derecho a reclamar prescribe en un año contado 
desde que el contratista reciba la orden de reanudar la eje-
cución del contrato.

Artículo 208. Suspensión de los contratos 

1. Si la Administración acordase la suspensión del contrato 
o aquella tuviere lugar por la aplicación de lo dispuesto en el 
artículo 198 5, se extenderá un acta, de oficio o a solicitud del 
contratista, en la que se consignarán las circunstancias que la 
han motivado y la situación de hecho en la ejecución de aquel.

2. Acordada la suspensión, la Administración abonará al 
contratista los daños y perjuicios efectivamente sufridos por 
este con sujeción a las siguientes reglas :

a) Salvo que el pliego que rija el contrato establezca otra 
cosa, dicho abono solo comprenderá, siempre que en los pun-
tos 1.º a 4.º se acredite fehacientemente su realidad, efectivi-
dad e importe, los siguientes conceptos:

1.º Gastos por mantenimiento de la garantía definitiva.
2.º Indemnizaciones por extinción o suspensión de los con-

tratos de trabajo que el contratista tuviera concertados para 
la ejecución del contrato al tiempo de iniciarse la suspensión.

3.º Gastos salariales del personal que necesariamente 
deba quedar adscrito al contrato durante el período de sus-
pensión.

4.º Alquileres o costes de mantenimiento de maquinaria, 
instalaciones y equipos siempre que el contratista acredite 
que estos medios no pudieron ser empleados para otros fines 
distintos de la ejecución del contrato suspendido. 

5.º Suprimido.

6.º Los gastos correspondientes a las pólizas de seguro 
suscritas por el contratista previstos en el pliego de cláusulas 
administrativas vinculados al objeto del contrato

b) Solo se indemnizarán los períodos de suspensión que 
estuvieran documentados en la correspondiente acta. El con-
tratista podrá pedir que se extienda dicha acta. Si la Adminis-
tración no responde a esta solicitud se entenderá, salvo prue-
ba en contrario, que se ha iniciado la suspensión en la fecha 
señalada por el contratista en su solicitud.

c) El derecho a reclamar prescribe en un año contado des-
de que el contratista reciba la orden de reanudar la ejecución 
del contrato.
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LEY 14/2011, DE 1 DE JUNIO, DE CIENCIA, TECNOLOGÍA 
E INNOVACIÓN (RCL 2011\1030)

REAL DECRETO LEY 36/2020, DE 30 DE DICIEMBRE POR 
EL QUE SE APRUEBAN MEDIDAS URGENTES PARA LA 
MODERNIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
Y PARA LA EJECUCIÓN DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, 
TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA (RCL\2020\2225)

SIN TEXTO

Disposición adicional vigesimonovena. Consideración 
de los proyectos de investigación, desarrollo e innovación 
como unidades funcionales.

Siempre que sean autónomos en su objeto, los proyec-
tos de investigación, desarrollo e innovación que hayan sido 
encomendados a los agentes públicos del Sistema Español 
de Ciencia, Tecnología e Innovación mediante contratos, re-
soluciones de concesión de subvenciones en concurrencia 
competitiva o cualquier otro instrumento jurídico, tendrán 
cada uno de ellos la consideración de unidades funcionales 
separadas dentro de dichos agentes públicos del Sistema 
Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, a los efectos 
del cálculo del valor estimado que establece el artículo 
101.6 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público.»
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LEY 13/2003, DE 23 DE MAYO, REGULADORA DEL 
CONTRATO DE CONCESIÓN DE OBRAS PÚBLICAS (RCL 
2003\1373)

REAL DECRETO LEY 36/2020, DE 30 DE DICIEMBRE POR 
EL QUE SE APRUEBAN MEDIDAS URGENTES PARA LA 
MODERNIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
Y PARA LA EJECUCIÓN DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, 
TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA (RCL\2020\2225)

Disposición adicional segunda. Colaboración y coordi-
nación entre Administraciones públicas

Disposición adicional segunda. Colaboración y coordi-
nación entre Administraciones públicas

es de las Comunidades Autónomas y las entidades locales tie-
nen los deberes de recíproca información y de colaboración y coo-
peración mutuas en el ejercicio de sus actuaciones de planificación 
y construcción de obras públicas, según lo establecido por el orde-
namiento vigente.

Si los procedimientos de colaboración resultaran ineficaces, y 
cuando se justifique por la incidencia directa y significativa sobre la 
actividad económica general, el Estado, en el ejercicio de su com-
petencia exclusiva sobre las bases y coordinación de la planifica-
ción general de la actividad económica, podrá coordinar los planes 
de obras públicas competencia de las Comunidades Autónomas 
con los planes de obras públicas de interés general.

2. La Administración del Estado deberá colaborar con las Ad-
ministraciones de las Comunidades Autónomas y las entidades 
locales a través de los mecanismos de coordinación y cooperación 
legalmente establecidos, a fin de articular la planificación y cons-
trucción de las obras públicas de interés general con los planes de 
ordenación territorial y urbanística.

En defecto de acuerdo entre las Administraciones públicas, y 
sin perjuicio de lo previsto en la legislación medioambiental, los 
planes y proyectos de obras públicas de competencia del Estado 
prevalecerán sobre cualquier instrumento de planificación u or-
denación territorial o urbanística en lo que se refiere a las com-
petencias estatales exclusivas, en cuyo caso las Comunidades 
Autónomas y las corporaciones locales deberán incorporar nece-
sariamente en sus respectivos instrumentos de ordenación las rec-
tificaciones imprescindibles para acomodar sus determinaciones 
a aquéllos.

3. Los planes o instrumentos generales de ordenación territo-
rial o urbanística calificarán los espacios territoriales necesarios 
para las diferentes obras públicas de interés general del Estado 
como sistemas generales y serán clasificados de conformidad con 
su naturaleza, sin perjuicio de lo dispuesto en el   artículo 9. 1ª    de 
la   Ley 6 / 1998, de 13 de abril  ( RCL 1998, 959 ), sobre Régimen 
del Suelo y Valoraciones.

4. La Administración General del Estado, en el ejercicio de sus 
competencias, emitirá informe en la instrucción de los procedi-
mientos de aprobación, modificación o revisión de los instrumen-
tos de planificación territorial y urbanística que puedan afectar al 
ejercicio de las competencias estatales. Estos informes tendrán 
carácter vinculante, en lo que se refiere a la preservación de las 
competencias del Estado, y serán evacuados, tras, en su caso, los 
intentos que procedan de encontrar una solución negociada, en el 
plazo máximo de dos meses, transcurrido el cual se entenderán 
emitidos con carácter favorable y podrá continuarse con la trami-
tación del procedimiento de aprobación, salvo que afecte al domi-
nio o al servicio públicos de titularidad estatal. A falta de solicitud 
del preceptivo informe, así como en el supuesto de disconformidad 
emitida por el órgano competente por razón de la materia o en los 
casos de silencio citados en los que no opera la presunción del ca-
rácter favorable del informe, no podrá aprobarse el correspondien-
te instrumento de planificación territorial o urbanística en aquello 
que afecte a las competencias estatales.  (CONTINUA PÁG. SIGUENTE)

1. La Administración General del Estado, las Administraciones de 
las Comunidades Autónomas y las entidades locales tienen los debe-
res de recíproca información y de colaboración y cooperación mutuas 
en el ejercicio de sus actuaciones de planificación y construcción de 
obras públicas, según lo establecido por el ordenamiento vigente.

Si los procedimientos de colaboración resultaran ineficaces, y 
cuando se justifique por la incidencia directa y significativa sobre la 
actividad económica general, el Estado, en el ejercicio de su com-
petencia exclusiva sobre las bases y coordinación de la planificación 
general de la actividad económica, podrá coordinar los planes de 
obras públicas competencia de las Comunidades Autónomas con los 
planes de obras públicas de interés general.

2. La Administración del Estado deberá colaborar con las Admi-
nistraciones de las Comunidades Autónomas y las entidades locales 
a través de los mecanismos de coordinación y cooperación legalmen-
te establecidos, a fin de articular la planificación y construcción de 
las obras públicas de interés general con los planes de ordenación 
territorial y urbanística.

En defecto de acuerdo entre las Administraciones públicas, y sin 
perjuicio de lo previsto en la legislación medioambiental, los planes y 
proyectos de obras públicas de competencia del Estado prevalecerán 
sobre cualquier instrumento de planificación u ordenación territorial 
o urbanística en lo que se refiere a las competencias estatales ex-
clusivas, en cuyo caso las Comunidades Autónomas y las corpora-
ciones locales deberán incorporar necesariamente en sus respectivos 
instrumentos de ordenación las rectificaciones imprescindibles para 
acomodar sus determinaciones a aquéllos.

3. Los planes o instrumentos generales de ordenación territorial 
o urbanística calificarán los espacios territoriales necesarios para las 
diferentes obras públicas de interés general del Estado como siste-
mas generales y serán clasificados de conformidad con su natura-
leza, sin perjuicio de lo dispuesto en el   artículo 9. 1ª    de la   Ley 6 
/ 1998, de 13 de abril  ( RCL 1998, 959 ), sobre Régimen del Suelo y 
Valoraciones.

4. La Administración General del Estado, en el ejercicio de sus 
competencias, emitirá informe en la instrucción de los procedi-
mientos de aprobación, modificación o revisión de los planes te-
rritoriales y urbanísticos y de las disposiciones generales y normas 
urbanísticas que incluyan, que puedan afectar al ejercicio de las 
competencias estatales. Estos informes tendrán carácter vincu-
lante en lo que se refiere a la preservación de las competencias del 
Estado, y serán evacuados, tras en su caso, los intentos que pro-
cedan de encontrar una solución negociada, en el plazo máximo 
de tres meses, transcurrido el cual se entenderán emitidos con ca-
rácter favorable y podrá continuarse con la tramitación del proce-
dimiento de aprobación, salvo que afecte al dominio o al servicio 
públicos de titularidad estatal. A falta de solicitud del preceptivo 
informe, así como en el supuesto de disconformidad emitida por 
el órgano competente por razón de la materia, o en los casos de 
silencio citados en los que no opera la presunción del carácter fa-
vorable del informe, no podrá aprobarse el correspondiente plan 
territorial o urbanístico en aquello que afecte a las competencias 
estatales.  (CONTINUA PÁG. SIGUENTE)
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No obstante, si la Administración competente en materia terri-
torial o urbanística no tuviera los elementos de juicio suficientes, 
bien porque no se hubiesen recibido los correspondientes infor-
mes que resulten relevantes, o bien porque, habiéndose recibido, 
resultasen insuficientes para decidir, requerirá personalmente al 
titular del órgano jerárquicamente superior de aquél que tendría 
que emitir el informe, para que, en el plazo de diez días hábiles, 
contados a partir de la recepción del requerimiento, ordene al 
órgano competente la entrega del correspondiente informe en el 
plazo de diez días hábiles, sin perjuicio de las responsabilidades 
en que pudiera incurrir el responsable de la demora. El requeri-
miento efectuado se comunicará al promotor privado del instru-
mento de planificación, cuando sea el caso y éste último podrá 
también reclamar a la Administración competente la emisión del 
informe, a través del procedimiento previsto en el artículo 29.1 de 
la Ley 29/1998, de 13 julio, reguladora de la Jurisdicción Conten-
cioso-administrativa.
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